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S U M A R I O  

Se abre la sesión a las cuatro y cincuenta minutos de la tar- 
de. 
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El señor Ministro de Economia y Hacienda (Boyer Salvador) 
presenta el proyecto de Ley. 

El selior Lasuén Sancho defiende la enmienda a la totalidad, 
con texto alternativo, formulada por el Grupo Popular. En 
turno en contra interviene el señor Caballero Aharez 
(Grupo Socialista). En turno de replica intervienen los se- 
ñores Lasuén Sancho y Caballero Alvarez. 

Se rechaza la enmienda de totalidad por 80 votos a favor, 
179 en contra y ocho abstenciones. 
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Sobre el proyecto de Ley Orgánica regula- 
dora del procedimiento del rhabeas cor- 
pus* .................................... 

El señor Bandrés Moler defiende la enmienda de texto alter- 
nativo formulada. En turno en contra interviene el señor 
Castellano Cardalliaguet (Grupo socialista). Para réplica 
intervienen los señores Bandrés Moler y Castellano Carda- 
Iliaguet. En turno de portavoces intervienen los señores 

Vizcaya Retana (Grupo Vasco) y Ruiz Gallardón (Grupo 
Popular). 

ie rechaza la enmienda de totalidad por 20 votos a favor, 
243 en contra y 13 abstenciones. 
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iobre el proyecto de Ley de ordenación del 
seguro privado ......................... 
señor Ministro de Economía y Hacienda (Boyer Salvador) 
presenta el proyecto de Ley. 

?I señor Olarie Losa defiende la enmienda de devolución 
presentada por el Grupo Vasco. En turno en contra inter- 
viene el señor Sotillo Marti (Grupo socialista). En turno 
de réplica intervienen los señores Olarte iusa y Sotillo 
Marti. Para fijación de posiciones intervienen los señores 
Ortiz Gonuilez (Grupo Centrista), Trias de Bes i Serra (Mi- 
noria Catalana) y Renedo Omaechevarria (Grupo Popu- 
lar). 

ie desestima la enmienda de totalidad por 15 votos a favor, 
254 en contra y 15 abstenciones. 
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Sobre el proyecto de Ley de comparecen- 
ciar en las Comisiones del Congero y del 
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E l  señor Herrero y Rodríguez de Miñón defiende las enmien- 
das a la totalidad, una de devolución y otra de texto alter- 
nativo, presentadas por el Grupo Popular. En turno en 
contra interviene el señor Marcet y Morera (Grupo Socia- 
lista). Para réplica intervienen los señores Herrero y Ro- 
driguet de Miñón y Marcet y Morera. En turno de portavo- 
ces interviene el seffor Mardones Sevilla (Grupo Cenlris- 
ta). 

Se desestiman las enmiendas de totalidad debatidas. 
Se suspende la sesión a las ocho y cincuenta y cinco minutos 

de la noche. 

Se abre la sesión a las cuatro y cincuenta minutos de la 
tarde. 

ENMIENDAS DEL SENADO A PROYECTOS Y PROPOSI- 
CIONES DE LEY 

- PROYECTO DE LEY DEL CONSEJO DE LA JUVEN- 
TUD EN ESPARA 

El señor PRESIDENTE Entramos en el punto primero 
del orden del día, enmiendas del Senado al proyecto de 
Ley del Consejo de la Juventud en España. 

El Senado ha aprobado enmiendas al artículo 2.0, a la 
Disposición transitoria primera y a la Disposición final del 
proyecto remitido por el Congreso de los Diputados. 
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¿Algún Grupo pide la palabra para intervenir sobre es- 

Señores portavoces, ¿se pueden someter las enmiendas 

Votación de las enmiendas presentadas por el Senado 

Comienza la votación. (Pausa.) 

tas enmiendas? (Pausa.) 

en una sola votación? (Asentimiento.) 

al proyecto d e  Ley del Consejo d e  la Juventud en  España. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 209; a favor, 201; en contra, uno; abstenciones, sie- 
te. 

El señor PRESIDENTE: Quedan, por consiguiente, 
aprobadas las enmiendas procedentes del Senado al ar- 
tículo 2.0, Disposición transitoria primera y Disposición fi- 
nal del proyecto d e  Ley del Consejo de  la Juventud en Es- 
paña. 

El señor GIL LAZARO: Pido la palabra para explicación 
de  voto. 

El señor PRESIDENTE: El señor Gil Lázaro tiene la pa- 
labra para explicación d e  voto, por un tiempo máximo d e  
cinco minutos. 

El señor GIL LAZARO: Señor Presidente, señoras y se- 
ñores Diputados, la razón fundamental que nos ha llevado 
a votar favorablemente las enmiendas introducidas por el 
Senado a este proyecto d e  Ley responde, básicamente, a 
lo que ya dijimos en  ocasión del debate d e  la enmienda d e  
devolución al Gobierno, que fue presentada por el Grupo 
de  Minoría Catalana. 

Nosotros hemos votado afirmativamente ciñéndonos a 
lo que entendemos un doble conjunto d e  razones. En pri- 
mer lugar, por lo que consideramos una motivación inme- 
diata obvia, es decir, porque el conjunto de  enmiendas 
aprobadas por el Senado no hacen sino mejorar sustan- 
cialmente la dicción y la comprensión del texto. Y, en se- 
gundo lugar, por lo que considerábamos, por lo que en- 
tendíamos una motivación inmediata, esto es, porque en- 
tendemos y pensamos que este proyecto d e  Ley tiene real- 
mente una verdadera urgencia social; una verdadera ur- 
gencia social que viene determinada por la necesidad de 
ofrecer a la población juvenil española unos instrumentos 
que sirvan para dar audiencia a sus postulados y a sus in- 
quietudes. 

A partir de  lo dicho y al votar afirmativamente estas en- 
miendas, al votar afirmativamente el conjunto del cuerpo 
legal que se nos ha sometido, queremos reiterarle al Go- 
bierno y a esta Cámara lo que entendemos como exigen- 
cia prioritaria, esto es, que resulta necesario ya articular 
un conocimiento de  la realidad juvenil, una voluntad poli- 
tica decidida a completar respuestas a los problemas que 
afectan a aquella y, sobre todo, a una elaboración inme- 
diata de  precisas soluciones sectoriales, dentro del con- 
texto general d e  una política de  la juventud y conscientes 
de  su importancia. 

Nosotros sostenemos que esa política de juventud n o  
puede ser nunca un producto artificial aplicado con calza- 

dor. Por eso creemos que este Consejo debe agilizar la 
contemplación profunda dc  las diversas coyunturas juve- 
niles, dando a la Administriición referencias que le permi- 
tan actuar sin incurrir en la simple teorización. De ahí que 
pensemos que, al dar curnplirnentación final a este 
proyecto de  Ley, estamos contribuyendo a establecer 
unos cauces serios que sirvan para reactivar una esperan- 
za quizá hoy aletargada en el contexto de  nuestra pobla- 
ción. 

Finalmente queremos decir que confiamos en que este 
Consejo n o  quede sometido a ser una mera plataforma al 
servicio d e  los intereses de  la Administración, sino que 
sirva para recoger amplia y verazmente el total espectro 
de  nuestras organizaciones juveniles. Confiamos en que el 
Consejo pueda servir de  vía de  comunicación entre la Ad- 
ministración y nuestros jóvenes. Nosotros querernos, y he- 
mos dado nuestro voto favorable, a un tipo especial d e  
Consejo. Queremos un Consejo activo, abierto v crítico; 
queremos un Consejo en el cual realmente se puedan sen- 
tar las bases de  esa política d e  juventud sin que ksta venga 
mediatizada por un matiz exclusivamente partidista o sec- 
torial. 

Quede, en definitiva, claro que nuestra actitud a lo largo 
de  la elaboración d e  este texto legal no ha sido producto 
de una mera estrategia ocasional, sino que ha querido 
acoger un compromiso de colaboración con el Gobierno 
en cuanto entraria empezar a andar el camino de  la inte- 
gración de  nuestros jóvenes en la tarea institucional, v es 
que estamos convencidos de  que sólo en la medida que 
sepamos pronunciarnos con eficacia e inmediatez, en la 
creación de  expectativas válidas para la juventud. podre- 
mos conseguir que se sienta protagonista de  ese futuro 
mejor por el que nosotros apostamos. 

Evidentemente, nuestro voto favorable al texto que aho- 
ra culmina su proceso legislativo es un voto favorable a 
esa España del mañana. Una Espana del mañana que pasa 
necesariamente por la contemplación de  la realidad uc- 
tual de  nuestros jóvenes; jóvenes que, por encima d e  mati- 
ces ideológicos, quieren que se les dti va trabajo, confian- 
za, ilusión v seguridad. 

- PROPOSICION DE LEY SOBRE DESARROLLO DEL 
ARTICULO 154 DE LA CONSTITUCION 

El señor PRESIDENTE: Enmiendas del Senado a la pro- 
posición de  Ley sobre desarrollo del articulo 154 de la 
Constitución. 

El Senado ha enmendado los artículos I . n ,  4.11, 7." y 1 1  de  
csta proposición de  Ley. ¿Algún Grupo Parlamentario 
pide la palabra para intervenir? (Puirsu.) 

¿Desean que se voten conjuntamente estas enmiendas? 
(Asetifitiiietito.) 

Vamos a votar las enmiendas del Senado u la proposi- 
ción de  Ley sobre desarrollo clcl artículo 154 de  la Consti- 
tución. 

Comienza la votación. (Puirso.) 

Efectuada la votación. dio t.1 qigiriente resultado: Votos 
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emitidos, 232; a favor, 226; en contru, uno; abstenciones, cin- 
co. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las enmien- 
das del Senado a la proposición de Ley sobre desarrollo 
del artículo 154 de la Constitución. 

- PROYECTO DE LEY ORGANICA SOBRE MODIFICA- 
CION DE LAS COMPETENCIAS DE LA AUDIENCIA 
NAC 10 NA L 

El señor PRESIDENTE: Enmiendas del Senado al 
proyecto de Ley Orgánica sobre modificación de las com- 
petencias de la Audiencia Nacional. 

El Senado ha modificado el artículo 1.0 del texto apro- 
bado por el Congreso. (Pausa.) iNingún Grupo Parlamen- 
tario pide la palabra? (Pausa.) Vamos a proceder a la vota- 
ción del texto aprobado por el Senado. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 236; a favor, 230; en contra, uno; abstenciones, cin- 
co. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobada la enmienda 
procedente del Senado al proyecto de Ley Orgánica sobre 
modificación de las competencias de la Audiencia Nacio- 
nal. 

La votación de totalidad de este proyecto y la votación 
de totalidad del proyecto de Ley Orgánica reguladora del 
derecho de rectificación, que está en el punto cuarto del 
orden del día, tendrá lugar mañana, jueves, a partir de las 
ocho de la noche. 

DEBATES DE TOTALIDAD: 

- SOBRE PROYECTO DE LEY DE COEFICIENTES DE 
CAJA A LOS INTERMEDIARIOS 

El señor PRESIDENTE: Vamos a pasar al punto segun- 
do del orden del día: Debate de totalidad sobre el proyec- 
to de Ley de coeficientes de caja a los intermediarios. Pro- 
cedimiento de urgencia. 

El señor Ministro tiene la palabra para presentar el 
proyecto. 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA 
(Boyer Salvador): Señor Presidente, señorías, al hacer la 
presentación del proyecto de Ley sobre coeficientes de 
caja de las entidades financieras quisiera recordar, en pri- 
mer lugar, que el objetivo de este proyecto no  es otro que 
el que puede caracterizarse como el objetivo principal de 
la política monetaria, es decir, el del control de la liquidez 
de economía, en sentido amplio; liquidez que se compone 
no solamente de los depósitos incluidos en las disponibili- 
dades líquidas, sino de otros activos de gran liquidez, acti- 
vos casi monetarios, que influyen en la liquidez manteni- 
da por el público y su comportamiento económico. 

La política monetaria puede, ciertamente, considerar 
otros objetivos, muy notablemente los tipos de interés y 
otros, como son los de la expansión del crédito o los de la 
defensa de las reservas de divisas, pero, indudablemente, 
el control de la cantidad de liquidez, de lo que se llama ac- 
tivos líquidos totales en manos del público, es el objetivo 
fundamental de este control. 

Junto a los depósitos de todo tipo -depósitos en cuen- 
ta corriente, depósitos e imposiciones a plazo, depósitos 
de ahorro-, se han desarrollado extraordinariamente en 
los años 1982 y 1983 otros activos líquidos, constituidos, 
fundamentalmente, por las letras, endosadas o no, paga- 
rés en manos del público, títulos hipotecarios y bonos 
bancarios, que se han desarrollado con rapidez extraordi- 
naria en 1982 y, sobre todo. en  1983. El desarrollo de estos 
activos líquidos, casi monetarios, distintos de los depósi- 
tos, tiene un estímulo lógico, un estímulo admisible, y es 
que, en  períodos de altos tipos de interés reales y de altas 
tasas de inflación, el público se desplaza hacia activos l i-  
quidos rentables, que tienen, por consiguiente, menos 
coste de oportunidad que el dinero que no renta, y ello ha 
mostrado la sensibilidad de las funciones de demanda de 
dinero, de demanda de disponibilidades líquidas, a los ti- 
pos de interés, que no había sido tenido en cuenta por lo 
que pudiéramos calificar de posiciones monetaristas más 
burdas. Al mismo tiempo, el desarrollo de estos activos, 
casi monetarios, tiene un estímulo ilógico, que pretende- 
mos suprimir con este coeficiente de caja nuevamente de- 
finido, que es el de desarrollarse simplemente porque ha- 
bían quedado olvidados en el denominador del anterior 
coeficiente de caja o porque tenían ventajas fiscales injus- 
tificadas que disminuían su coste de oportunidad, es de- 
cir, que aumentaban su rentabilidad. Estos estímulos son 
injustificados, y han hecho inestables las funciones de de- 
manda de dinero, las funciones de demanda de liquidez, 
con gran perjuicio de las actividades de control moneta- 
rio. 

En los primeros meses de 1983 -muy próximos, por 
consiguiente-, las disponibilidades líquidas han seguido 
la pauta de desaceleración fijada, primero, en u n  objetivo 
central del 13 por ciento y, posteriormente, reducida al 10 
por ciento, a efectos de defensa del tipo de cambio y, so- 
bre todo, de la reserva de divisas, y acabarán, efectiva- 
mente, el año con un  crecimiento del orden del 10 por 
ciento, como decía hace pocos días. Por el contrario, se 
produjo u n  desplazamiento compensatorio a los restantes 
activos líquidos, de tal manera que, frente a objetivos fija- 
dos entre el 15 y el 16 por ciento para estos otros activos 
líquidos, en el primer semestre del año, el desarrollo que 
finalmente han tenido los activos líquidos totales en ma- 
nos del público habrá sido del orden del 17 al 19 por cien- 
to, esto es, dos o tres puntos por encima de lo que era el 
objetivo monetario. Ello ha hecho que la política moneta- 
ria fuese menos ajustada de lo que pudiera parecer sim- 
plemente a partir del examen de las disponibilidades lí-  
quidas y de su evolución, pero ha conducido a una excesi- 
va sustitución de depósitos, a mi juicio, por estos otros ac- 
tivos líquidos, con un  riesgo de ineficacia en la utilización 
de distintos activos o pasivos monetarios. 
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Las deficiencias del actual coeficiente de  caja fueron 
subsanadas entre el 15 de  julio y el 15 d e  octubre con re- 
comendaciones, con exhortaciones, a las entidades finan- 
cieras, para que redujesen el recurso a estos instrumentos 
d e  captación d e  pasivos. Y de  nuevo, al concluir los perío- 
dos -hacia mediados d e  octubre-, para los cuales se ha- 
bía pedido a las entidades financieras que contuviesen la 
expansión d e  estos activos, hemos recurrido a una nueva 
recomendación, pero ya situándola dentro del marco de  
la nueva Ley, que quisiéramos, naturalmente, por razones 
obvias, ver tramitada con urgencia, estableciendo un coe- 
ficiente d e  caja, ya con todos los perfeccionamientos téc- 
nicos requeridos. 

El nuevo coeficiente, a nuestro juicio, tiene los objetivos 
fundamentales de  control monetario, desde un punto d e  
vista ya completamente general, completamente omni- 
comprensivo. Todos los tipos de  pasivos quedan sujetos, 
con excepciones -depós i to s  no  en pesetas o depósitos de  
otras entidades financieras-, pero todos los pasivos, que 
puedan ser activos del público, con excepciones muy con- 
tadas, todos los que pudieran desarrollarse, en el dinamis- 
mo del propio sistema financiero, quedarán incluidos ya 
en las obligaciones instituidas por este coeficiente d e  caja. 

Por otra parte, es también general y completamente 
comprensivo de  todos los tipos d e  intermediarios finan- 
cieros, puesto que en la generalidad de  su ámbito se in- 
cluyen todos los bancos, Cajas d e  Ahorro, cooperativas, 
sociedades mediadoras y todos los intermediarios finan- 
cieros, en general, para n o  crear entre ellos discriminacio- 
nes arbitrarias, sino simplemente por la función d e  inter- 
mediación que ejercen. 

En segundo lugar, la nueva normativa introduce una 
flexibilidad que es adecuada; deja en manos del Banco de  
España la posibilidad de  fijar estos coeficientes dentro d e  
unos límites muy amplios, de  tal manera que, mantenien- 
d o  la primacia del Gobierno e n  la fijación de  objetivos d e  
politica monetaria, según establece la Ley d e  Organos 
Rectores, de  21 de  junio de  1980, del Banco de  España, sin 
embargo, la autonomía para la mejor instrumentación d e  
la política monetaria definida por el Gobierno queda 
como potestad del Banco. 

Para terminar, quisiera que se distinguiesen dos proble- 
mas conceptualmente distintos en la discusión de  este 
nuevo coeficiente d e  caja. Por una parte, el problema del 
control d e  la expansión d e  la liquidez en  manos del públi- 
co; es decir, el establecimiento de  un instrumento técnico 
que permita, regulando la base monetaria del sistema, pa- 
sar a un control d e  las disponibilidades líquidas y de  los 
activos totales en manos del público, en última instancia. 
Y, en segundo lugar, que se distinguiese (y creo que es ob- 
jeto de  otra discusión) cómo repartir la liquidez creada en 
el sistema económico entre el sector público y el sector 
privado. A veces, se mezclan estas dos cuestiones de  diver- 
sa naturaleza, la del control en sí, que es difícilmente obje- 
table. y que creo que n o  se podrá estar en contra d e  que el 
Gobierno, de  que las autoridades monetarias dispongan 
del instrumento de  control d e  la liquidez, y el otro proble- 
ma, el del reparto d e  esta liquidez, que, como digo, es más 
propio d e  un debate de  Presupuestos, en el que se define 

la expansión admisible del crédito público, del gasto pú- 
blico, y que, por consiguiente, es conceptualmente distin- 
to del que nos proponemos cn este momento. 
Creo que esta reforma e n  profundidad del coeficiente 

de  caja está en la línea dc la reforma financiera que qui- 
siéramos presentar a la Cámara en el curso d e  los próxi- 
mos meses; reforma que pienso tendrá una gran trascen- 
dencia, en la cual se incluirá una nueva normativa, simpli- 
ficando y definiendo más correctamente, y d e  modo más 
homogéneo, los coeficientes de  inversión obligatoria d e  
las entidades financieras, las Leyes relativas al crédito 
cooperativo, hasta ahora dividido en las competencias d e  
supervisión y d e  intervención del Ministerio d e  Trabajo, 
como movimiento cooperativo, y el Ministerio d e  Econo- 
mía y Hacienda, como Ministerio tutelar de  las institucio- 
nes financireras, la Ley de  Organos Rectores de  las Cajas 
de  Ahorro y la Ley definiendo las funciones del Banco de  
España, a que obliga la Disposición adicional de  la Ley d e  
Organos Rectores antes citada, de  21 d e  junio d e  1980, con 
lo cual se cerrará el ciclo de  reforma financiera que el Go- 
bierno tiene en su programa. 

Muchas gracias. 

El senor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
A este proyecto d e  Ley se ha presentado una enmienda 

a la totalidad, de  texto alternativo, por el Grupo Parla- 
mentario Popular. Para su defensa, tiene la palabra el se- 
ñor Lasukn, por el tiempo reglamentario, que, teniendo 
en cuenta que se tramita por el procedimiento de  urgen- 
cia, es de  ocho minutos. 

El señor LASUEN SANCHO: Muchas gracias, señor Pre- 
siden te. 

Señor Presidente, señorías; en la defensa del texto alter- 
nativo a la Ley presentada por el Gobierno, me gustaría 
destacar que nosotros coincidimos en la necesidad, en la 
oportunidad, en la coherencia y en la suficiencia del texto 
del proyecto de  Ley presentado por el Gobierno, v si he- 
mos presentado un texto alternativo no es porque no 
coincidamos esencialmente con el problema que el texto 
del Gobierno trata d e  resolver, sino porque entendemos 
que, en su presentación y en sus propuestas concretas, po- 
demos mejorar el texto presentado por el Gobierno, pre- 
cisamente para resolver los problemas que el Gobierno 
intenta de  esta forma solucionar. 

De hecho, en esta breve exposición me gustaría consta- 
tar, de  entrada, que el propósito de  crear nuevos instru- 
mentos de  control monetario es una necesidad inexorable 
de  la política monetaria, porque, sin nuevos instrumentos 
de control monetario, la autoridad monetaria, es decir, el 
Banco de  España, puede verse incapaz de  controlar la 
senda d e  crecimiento d e  las disponibilidades líquidas en 
los sentidos, direcciones y cuantías anunciados por el Mi- 
nistro de  Economía y Hacienda y formulados en la políti- 
ca general del Gobierno. De hccho, como dice el propio 
texto del proyecto de  Ley del Gobierno, sin nuevos instru- 
mentos de control monetario, la autoridad monetaria se 
puede ver abocada, para mantcner el crecimiento de  los 
precios en la senda pactada, a csigir un control de  los pa- 
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sivos bancarios que puede amenazar la estabilidad del sis- 
tema financiero español. (El señor Vicepresidente, Carro 
Martinez, ocupa la Presidencia.) Y es, yo  supongo, con áni- 
mo de  evitar sobresaltos adicionales en el sistema finan- 
ciero y al mismo tiempo garantizar el crecimiento de  los 
precios, por lo que el Gobierno ha remitido este proyecto 
a la Cámara. En este sentido, al menos, nosotros lo hemos 
estudiado, y en este sentido hemos propuesto un texto al- 
ternativo. 

Pero, dicho esto, me gustaría afirmar que esta situación 
se ha producido no por azar, sino como consecuencia d e  
la ineficacia en el control de  la política monetaria v fiscal 
de  Gobiernos anteriores, sin duda, pero del Gobierno ac- 
tual también. En un país donde la política monetaria y la 
política fiscal siguen signos contradictorios y n o  tienen re- 
cursos extraordinarios a la creación d e  ahorro, al incre- 
mento del ahorro o al recurso al ahorro externo (y podria- 
mos citar, como ejemplos paradigmáticos de  estas dos si- 
tuaciones, en el primer caso, a Japón o Canadá, y, en se- 
gundo caso, a Estados Unidos), inevitablemente, el con- 
flicto entre estas dos políticas llega fatalmente a una situa- 
ción en el tiempo, en que se hace inevitable o un drenaje 
continuo y peligroso d e  fondos del sistema financiero que 
pone en peligro la estabilidad bancaria del país, o bien la 
creación d e  instrumentos d e  control monetario ünorma- 
les, pero absolutamente necesarios. En este sentido, Espa- 
ña camina hacia una solución, en la que nuestro parangón 
exacto es Italia, y en la que se aleja fundamentalmente de  
toda la evolución de  los países más desarrollados, más di- 
námicos y con menos problemas e c o n h i c o s  de  la OCDE; 
es decir, cabalgamos hacia atrás, y para impedir que ca- 
balguemos todavía más hacia atrás, es imprescindible cn 
este momento establecer unos controles financieros, unos 
controles monetarios adicionales a los que son práctica 
en el mundo occidental, y reforzarlos para evitar un mal 
mayor. 

Por consiguiente, el proyecto de  Ley d e  que se trata es 
un proyecto de  mal menor, un proyecto de  cómo evitar 
que la situación empeore más, un proyecto que trata de  
evitar el que para sujetar la inflación se creen adicionales 
tensiones en  el sistema bancario, y el Banco de España y 
el Ministerio de  Economía y Hacienda tengan que interve- 
nir para solventar la situación de  insolvencia de  bancos 
adicionales. 

En este espíritu de  mal menor, hemos presentado un 
texto alternativo al del Gobierno, que trata de  'ser más 
real y más operacional que el del Gobierno, para ayudar 
al mismo a que controle la situación. 

Más real. ¿En qué sentido? Más real en el primer senti- 
do, en la descripción del problema. El Gobierno nos ha re- 
mitido un texto alternativo, en el que en la exposición de  
motivos y en la propia exposición que ha hecho el Minis- 
tro anteriormente nos han contado una historia románti- 
ca, de  {(westernu americano, en la que típicamente para 
destacar las virtudes del héroe se destacan previamente 
las pocas virtudes que tiene el malo, y d e  esta forma se 
contrastan más fácilmente las virtudes del héroe. En este 
caso, el villano potencial es la inventiva del sistema ban- 
cario para crear activos líquidos, que, por otra parte, el 

Ministro reconoce que es sensato que se creen, porque 
tienen una mayor rentabilidad. Y, precisamente, como 
consecuencia de esta inventiva del sistema financiero, por 
lo que es necesario crear sistemas de  control. 

Pues bien, yo quisiera desmantelar, d e  entrada, este ma- 
quillaje especial, porque no  se trata de  la inventiva del sis- 
tema bancario para crear instrumentos alternativos. Si se 
ven los gráficos del Banco d e  España, en el gráfico funda- 
mental, que inicialmente se añadió al texto provisional 
del Gobierno, se verá que los únicos instrumentos de  acti- 
vos líquidos no monetarios del sistema, que han aumenta- 
do significativamente, son los pagarés del Tesoro y los 
CRM, y esto, sin duda alguna, n o  es invención del sistema 
bancario, sino invención del Banco de  España. 

Si se descuenta la creación de  estos activos del total de  
la curva d e  evolución d e  activos líquidos -tengo la curva 
dibujada en rojo para que la pueda ver el Ministro, si 
quiere-, la tasa de  crecimiento d e  los activos líquidos es 
menor que la d e  las disponibilidades liquidas. Por tanto, 
el problema n o  está ahí; está en la emisión de  pagarés y 
CRM que el Banco d e  Espana tiene que emitir para finan- 
ciar, n o  inflacionariamente, el déficit público y, por conse- 
cuencia, el problema que nos ocupa es el que crea en el 
Banco de  España, en el sistema financiero, el crecimiento 
constante del déficit público en este país, que sólo se pue- 
de financiar con drenajes d e  fondos en el sistema banca- 
rio. Y si se hace a través de  una intermediación bancaria, 
corno son los pagarés y CRM, se tiene adicionalrnente que 
poner, al cabo de  un tiempo, una vez que el sistema se 
adecua a esta situación, un nuevo instrumento d e  control 
de  los pagarés y los CRM. 

Por eso, en nuestra exposición de  motivos hemos expre- 
sado claramente cuál es el problema. El problema de  la f i -  
nanciación del déficit es el problema de  la financiación 
del mismo, y, en consecuencia, hay que decirlo clai-amen- 
te, que n o  es la inventiva del sistema, sino que es la incom- 
petencia del sector público para controlar el crecimiento 
del déficit público y para garantizar su financiación. Por 
tanto, así lo hemos explicitado en alternativa al texto del 
Gobierno, que es puramente ficticio. 

Una vez dicho esto, naturalmente la redacción de  nues- 
tro texto difiere fundamentalmente d e  la del Gobierno, a 
partir d e  este diagnóstico más real y con un sentido tam- 
bién más operacional. Puesto que el problema es el défi- 
cit, nuestro articulado se refiere a cómo incide el déficit 
público y su financiación sobre el sistema bancario. Por 
eso en el articulo 1.0, a diferencia del Gobierno, indica- 
mos, de  una forma Funcional, qué es lo que hay que con- 
trolar, y creernos que no a algunos, sino a todos los inter- 
mediarios financieros, y en qué, que es en todos los instru- 
mentos que posean d e  captación de  recursos ajenos. 

Posteriormente, en el artículo 2.*, definimos funcional- 
mente, y no enumerativamente, qué son los activos de  que 
estamos hablando, que son típicamente todo tipo de  acti- 
vos que pueda imaginar el sistema bancario o el Banco de  
España, cuya liquidación sea ejecutable en cantidad fija y 
en plazo determinado, no superior a cinco años. También 
precisamos en los artículos 3.0, 4.0 y 6.0 en qué sentido 
puede y debe verificarse la acción del Banco de  España y 



- 
CONGRESO 

3167 - 
2 DE NOVIEMBRE DE 1983.-NU~. 68 

del Ministerio d e  Economía y Hacienda, para que no sea 
absolutamente discrecional, y el tipo d e  intervención y 
desliberalización -porque este proyecto supone una 
marcha atrás en el proyecto d e  liberalización del sistema, 
forzosa, por supuesto, e impuesta por las circunstancias, 
pero un proyecto d e  desliberalización-, y, naturalmente, 
introducimos en la Ley el criterio d e  que esta desliberali- 
zación debe ser solamente transitoria, extraordinaria, has- 
ta que el Gobierno pueda controlar el déficit público, y 
sólo hasta ese límite, y además debe ser limitada también 
su arbitrariedad en los sentidos compatibles con ese pro- 
pósito, y que son los que paso a enumerar a continuación. 
En el artículo 3.0, que los coeficientes se apliquen en pro- 
porción a los distintos activos líquidos que haya creado 
cada intermediario financiero, porque los intermediarios 
financieros crean distintos activos líquidos, y no debe ser 
-si el propósito d e  la Ley es el que hemos dicho- arbi- 
trariedad, capacidad arbitraria del Banco d e  España, el 
exigir que los intermediarios financieros depositen en el 
Banco de  España. en Caja, o en cualquier otro activo, 
cuando ellos capten otro distinto o su especialidad sea 
distinta. Para no homogeneizar totalmente el sistema ban- 
cario y permitir que cada intermediario financiero se es- 
pecialice en aquellas actividades que le son propias, las 
aportaciones de  estos depósitos en el Banco de  España 
deben ser proporcionales a los activos que son caracterís- 
ticos d e  esa entidad. 

En el artículo 4.0, también pensamos que es d e  nuevo 
una arbitrariedad ilegítima conceder al Banco de  España 
el que pueda remunerar, o no, estos activos, porque, si no 
lo hace, tratándose de  un 20 por ciento de  los activos que 
poseen estos intermediarios, resultaría que el coste no pa- 
gado por estos activos repercutiría en un encarecimiento 
de  aproximadamente un 20 por ciento más del crédito 
privado, lo cual seria contradictorio con el propio espíritu 
de  control de  la inflación que inspira el proyecto. 

En consecuencia, pedimos en nuestro texto alternativo 
que todos esos activos, así depositados, tengan una rernu- 
neración del 80 por ciento de  lo que estos activos hubie- 
sen obtenido en el mes anterior en el mercado, para ga- 
rantizar una prima al Estado de  un 20 por ciento de  pre- 
mio, por ser él el que recibe los activos, pero no debe ser 
superior, a nuestro entender, a una cifra de  este tipo, 
puesto que en otro caso lo único que se garantizaría sería 
el encarecimiento del crédito. 

Otra restricción de  la arbitrariedad del Banco d e  Espa- 
ña y del Ministerio de  Hacienda, que nos parece legítima, 
es que el límite de  los coeficientes a establecer tampoco 
sea arbitrario, sino que funcione en proporción o en rela- 
ción estricta a como funcione el déficit público, puesto 
que, si de  lo que se trata es d e  financiar las desviaciones 
no financiadas del déficit público, hay una forma de  con- 
trolarlo, y es que las desviaciones del mes anterior se co- 
rrijan por aumentos o descensos en el coeficiente así esta- 
blecido. 

En consecuencia, redactamos el artículo pertinente d e  
esta manera, para evitar la arbitrariedad adicional que su- 
pondría dejar que el Banco de  España fijara libremente 
estos activos. 

El resto del articulado es coincidente con el del Gobier- 
no y, por tanto, n o  me parccc necesario destacarlo, así 
como las dos Disposiciones ti'nnsitorias, que son estricta- 
mente iguales que las presentadas por el Gobierno. 

En resumen, señorías, nosottos creemos que este 
proyecto d e  Ley presentado por el Gobierno es necesario, 
en su espíritu, que es un mal menor para evitar un mal 
mayor, que está causado por el incremento constante del 
déficit público; que esto exige una dcsliberalización tran- 
sitoria del mercado financiero, que no  es necesario e im- 
prescindible que continúe, y que, mientras tanto, es im- 
prescindible controlar los activos líquidos d e  este país, es- 
pecialmente los que crea el propio Banco d e  España. 

A este propósito, hemos presentado un texto alternati- 
vo, que suponemos que es bastante más operacional y 
real que el propuesto por el Gobierno, y, en consecuencia, 
creemos que el Gobierno haría muy bien adoptando nues- 
tro texto frente al suyo. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Muchas 
gracias, señor Lasuén. ¿Turno en contra? (Pausa.) Tiene la 
palabra el señor Caballero. 

El señor CABALLERO ALVAREZ: Señor Presidente, se- 
ñorias, parece redundante tener que iniciar un turno en 
contra recordando la presentación que del proyecto de  
Ley realizó el señor Ministro, pero la verdad es que resul- 
ta necesario, y resulta necesario, porque el señor Lasuén 
en absoluto atendió a lo que el señor Ministro explicó en 
torno al objetivo de la Ley, en torno a lo que pretendía la 
Ley y en torno a lo que se buscaba con esta Ley. 

El objetivo de la Ley, señor Lasuén, es claramente el de  
controlar los activos del mercado monetario (esto es lo 
que trata la Ley), posibilitando la realización de  políticas 
monetarias. De lo que se trata es de dotar de  un instru- 
mento de  política monetaria, de un instrumento eficaz y 
de un instrumento utilizable de  política monetaria. Se tra- 
ta, repito, de  determinar la masa monetaria --medida en 
última instancia, si usted quiere- por el ALP, pero de  de- 
terminar la masa monetaria. Es evidente que la aparición, 
en  este momento, de  otros activos líquidos en manos del 
público, además de las monedas y depósitos, está origi- 
nando un elemento de  riqueza en el mercado, pero al mis- 
mo tiempo un elemento distorsionador del mercado. Esto 
aparece establecido en el prólogo d e  la Ley y es realmente 
distorsionador -el señor Ministro lo explicó claramen- 
te- porque no está sujeto al coeficiente de  caja. Esta es 
m a  situación con la que necesariamente hay que acabar. 

Efectivamente. la Ley que aquí se está debatiendo con- 
iigue, en nuestra opinión, acabar con una situación d e  
h x i m i n a c i ó n  por una parte, al tiempo que consigue do- 
:ar de  un instrumento d e  política económica eficaz para 
os realizadores del conjunto de  la política econbmica. 

En la situación actual, en el coeficiente de  caja hay una 
>arte remuneradora y otra no rc-iiiunerada en los depósi- 
.os obligatorios. En el proyecto que se presenta, lo que se 
iace es que se combinan -y lo 1 o!' a pasar por encima rá- 
>idamente- los depósitos con la remuneración y con la 
>ase para dotar al Ejccuti\.i) d e  u n  instrumento flexible. 
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Este es un elemento importante; diria que es el elemento 
central de todo este proyecto, porque, ¿qué es lo que per- 
mite? Permite, por una parte, hacer que el mantenimiento 
del coeficiente de caja no tenga que ser oneroso. En se- 
gundo lugar, permite regular el impacto que produce la 
entrada del nuevo coeficiente de caja; regula total y abso- 
lutamente el impacto. Permite, en última instancia, no es- 
trangular el mercado; es decir, es un instrumento que al 
mismo tiempo que dota de eficacia, tiene una serie de me- 
didas colaterales que son casi vitales para el funciona- 
miento en el mercado monetario. 

Cuando uno pasa al texto que ustedes presentan, se en- 
cuentra con que, en principio, va a tener un enorme, un 
tremendo impacto, del que eventualmente se podría salir 
adelante; tendría un enorme impacto sobre el mercado, 
sobre todo un impacto diferencial. Después explicaré 
esto. En segundo lugar, no podría solucionar, dificultaría 
o no lo menciona en todo caso, el problema de la compe- 
tencia desleal y de los mercados incipientes que están 
funcionando. Desde luego, creemos que tampoco solucio- 
na el único problema que a ustedes les preocupa, porque 
el único problema real y de fondo que subyace en toda la 
Ley es el problema de la remuneración. Pues bien, tampo- 
co soluciona el problema de la remuneración su texto al- 
ternativo. Y vamos a ver todas estas cuestiones. 

En primer lugar, cuando hablan de mantenimiento del 
coeficiente, hablan en  términos de depósitos: *Se manten- 
drán depósitos en el Banco de España#; depósitos que, 
por otra parte, más adelante están remunerados a una 
tasa que es el 80 por ciento de lo establecido en el merca- 
do. Quiere decir que no contemplan en  la forma de man- 
tenimiento del coeficiente monedas ni billetes especiales. 
En consecuencia, iqué quiere decir? Quiere decir que us- 
tedes a través del mecanismo del coeficiente, a través del 
mecanismo de los depósitos están desperdiciando las re- 
servas que se mantienen en caja, y esta es una parte im- 
portante que se mantiene como cautela, pero que al mis- 
mo tiempo se puede computar. Luego, la remuneración 
de esa parte, ustedes están evitando que se efectúe como 
coeficiente y, por tanto, restando la posibilidad de que los 
bancos tengan que depositar esa parte de coeficiente. 

Segundo elemento. Ustedes exigen uniformidad de coe- 
ficiente para todos los intermediarios. Quiere decir esto 
que todos los intermediarios, independientemente de su 
tamaño, de cómo operen y de las circunstancias en que se 
muevan, tienen que ser uniformes, y esto parece injusto 
porque no permite regular el mercado de acuerdo con la 
situación de cada uno de sus componentes. Desde luego, 
cuando llega la hora de definir las bases sobre las que se 
aplica, llegan a una inconcreción realmente importante. 
Ustedes se limitan a decir que se computarán las bases 
del coeficientes en términos de lo que es el ALP del Banco 
de España, que no es más que un instrumento estadístico 
y, como tal, no tiene una gran precisión de definición, por 
lo que parece una laguna importante en un proyecto de 
Ley que pretende regular nada menos que los coeficientes 
de caja y no está claramente definido sobre qué se va a 
aplicar el coeficiente, señor Lasuén. 

Por otra parte, cuando hablan en términos de bases, tie- 

nen una segunda laguna, también muy importante, que a 
ustedes les pasa desapercibida: el hecho de que las bases 
las computan en términos de *stocks», en términos de los 
totales mantenibles; para entendernos, no contemplan la 
posibilidad de aplicar el ALP, y éste es uno de los elemen- 
tos, muy importantes, que aparecen en el documento pre- 
sentado por el Gobierno. Es importante porque permite 
situaciones diferenciales graves de impacto; porque si se 
aceptara su texto, señor iasuén, el del Grupo Popular, al 
día siguiente de la aprobación habría entidades financie- 
ras, como bancos industriales o Cajas de Ahorro, por 
ejemplo, que tendrían un impacto tremendo, puesto que 
tienen emitida ufia cantidad valiosa de bonos de caja o de 
cédulas hipotecarias que no están sujetos al coeficiente en 
este momento, y que pasarían a estarlo, lo cual seria un 
golpe mortal para esas instituciones. El proyecto del Go- 
bierno lo que permite es graduar y hacer una implemen- 
tación progresiva, sin necesidad de provocar este tipo im- 
portante de costes. 

Por otra parte, en cuanto a la remuneración, lo que 
quiero dejar claramente establecido es que tiene que ser 
el 80 por ciento del tipo que se establezca en el mercado; 
quiere decir que no permite la más mínima flexibilidad, lo 
que en principio -insisto y lo conecto con lo que antes 
establecia con respecto a las bases- es negativo para su 
postura. 

Lo que permite el proyecto de Ley que presenta el Go- 
bierno es regular claramente la onerosidad que esto pue- 
de representar para las entidades financieras; puede regu- 
larlo y puede hacer que no sea en absoluto oneroso; pue- 
de hacer que la situación se mantenga, como la actual, 
simplemente combinando los tipos, las remuneraciones y 
las bases. 

En tercer lugar, la viabilidad del coeficiente. Hago un  
repaso de todo lo que aparece en su texto alternativo. La 
verdad es que jugar con el coeficiente a niveles mensuales 
parece poco serio. El coeficiente, en todos los países 
-aquí también; por cierto, los coeficientes se aplican en 
casi todos los paises, señor Lasuén, como usted sabe-, es 
un arma política económica que no  puede estarse mane- 
jando cada mes. Es un instrumento que hay que estable- 
cer y manejar con cautela y cuando lo requieran las nece- 
sidades. Lo que es ya el colmo, por decirlo de alguna for- 
ma y en términos reales, es que se pretenda manejar el 
tipo de coeficiente que se va a aplicar en contacto con la 
política de mercado abierto, con las operaciones de mer- 
cado abierto. Creemos que ello supondría mezclar dos po- 
líticas monetarias que, en principio, son instrumentos se- 
parados y que no  tienen que jugar simultánea y correlati- 
vamente. Quiere decirse que están entrando ustedes en el 
tema de que la Ley se presenta como consecuencia de la 
financiación de los déficit públicos. El señor Ministro y o  
creo que en esto fue claro y, e n  mi opinión, contundente. 
Y es que una cuestión es la determinación del nivel total 
de oferta monetaria del sistema y otra segunda cuestión 
es la regulación de oferta monetaria, de los activos. 

Repito por enésima vez que lo que la Ley pretende es la 
regulación de la oferta monetaria, de los activos líquidos 
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del mercado monetario. El reparto es una cosa completa- 
mente distinta. 

Usted nos enseñaba un gráfico del “Boletín Oficial del 
Banco de España” en el que aparecía que los CRM y los 
pagarés del Tesoro crecen. Usted debería leer -seguro 
que se lo ha leído, pero no lo quiso contar- el comentario 
que circula en torno a este gráfico. En él se dice que el di- 
ferencial entre los depbsitos y los otros activos en manos 
del público, que es de lo que trata la Ley, se para en el 
mes de julio y se cierra en el mes de agosto, simplemente 
porque el Banco de España emite una nota aconsejando a 
las entidades financieras que dejen de emitir los otros ac- 
tivos. En el momento en que esto funciona y se dejan de 
emitir los otros activos se cierra el diferencial. Por tanto, 
quiere decir que la razón no es la emisión de los pagarés 
del Tesoro, sino la aparición de estos nuevos mercados. Y 
vea usted, señor Lasuén, la tasa de crecimiento de todos 
esos mercados y comprobará que la tasa de crecimiento 
de las letras es superior. Por tanto, en el momento que se 
cursa la orden pasa, a ser negativo. 

En consecuencia, señor Lasuen, creemos que el texto al- 
ternativo no resuelve ninguno de los problemas que se 
tratan de resolver por medio de esta Ley. No resuelve el 
problema de la regulación, no resuelve el problema de los 
mercados incipientes y resuelve defectuosamente el p r o  
blema de la remuneración. No es un  buen instrumentos 
de política monetaria ni le da la flexibilidad y la eficacia 
necesarias. Por tanto, vamos a votar en contra. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gracias, 
señor Caballero. 

Para un turno de rkplica, tiene la palabra el señor La- 
suén por un plazo máximo de cinco minutos, según lo dis- 
puesto en el artículo 73.1 del Reglamento. 

El señor LASUEN SANCHO: Voy a contestar brevísima- 
mente al señor Caballero de menor a mayor. Cuando la 
diferencia es sin flujo, no quiero comentarla. Los flujos 
eventualmente se convierten en ustocks.. Tanto el texto 
del Gobierno corno el nuestro se aplican idénticamente a 
estos flujos. 

En cuanto al tema de la remuneración, está clarísimo 
que el Gobierno desea que sea el Banco de España el que 
defina a qué tipo de interés tiene que remunerar los depó- 
sitos, lo cual significa una petición a esta Cámara para que 
dejemos la remuneración de los activos de los bancos es- 
pañoles, que eventualmente repercuten en el tipo de inte- 
rés y en el coste de todo el proceso de financiación para 
los ciudadanos, en manos de la discrecionalidad del Ban- 
co de España, y que los resultados del sistema bancario y 
el coste del dinero para los ciudadanos los decida el Ban- 
co de España sin ninguna limitación. 
Yo creo que no hay ninguna justificación para que los 

ciudadanos depositen toda su fe y confianza y los bancos 
todas sus cuentas de resultados en  función de lo que deci- 
da el Banco de España en cada momento. Creo que se tie- 
ne que limitar de alguna forma, y ese es el sentido de 
nuestra propuesta. Yo creo que un 20 por ciento de prima 

diferencial a favor del Estado en el tipo de interés es más 
que suficiente y en ningún pais existe una prima superior. 
Por tanto, n o  creo que haya necesidad de establecer una 
prima superior. 

En cuanto al control mensual quc nosotros claramente 
establecemos, realmente es lo quc  hace el Banco de Espa- 
ña. Es lo que ha hecho en cada uno de estos momentos 
del gráfico. Cuando los sistemas bancarios no financian 
suficientes CRM, lo que hace es pedirles que aumenten 
los depósitos y lo que nosotros queremos es que eso se 
institucionalice de una forma clara y terminante para que 
se pueda controlar. (El señor Presidente ocupa la Presiden- 
cia.) Cuando haya desviaciones en la financiación prevista 
del Presupuesto, que es ya de por si suficientemente mala, 
ya sean a la alza o a la baja, queremos que se instituya de 
forma que el Banco de España tenga que actuar semiauto- 
máticamente, cual es su deber, sin establecer negociacio- 
nes entre el Banco de España y el sistema bancario, por- 
que esto da un poder de negociación al Banco de España 
más propio de un país paternalista que de un país demo- 
crático. 

En cuanto a las bases, simplemente, el señor Caballero 
no ha leido bien el texto de nuestros artículos, porque lo 
que dice de las bases propuestas es exactamente lo que 
dice nuestro texto. Las bases propuestas por él es lo que 
no dice el texto del Gobierno. 

Precisamente hemos instituido que el número de depó- 
sitos en el Banco de España sea proporcional a los activos 
diferenciales de cada institución de credito, para que los 
bancos industriales y las Cajas de Ahorro no tengan que 
depositar en metálico, sino en proporción a los títulos es- 
pecíficos y característicos de ellas. Eso es lo que ha repeti- 
do el señor Caballero, que precisamente está cubierto en 
nuestro texto y no en el del Gobierno. Porque nosotros lo 
que hemos querido es limitar la capacidad discriminato- 
ria y discrecional del Banco de España. Pero no es ese el 
problema fundamental. 

El problema fundamental es que ustedes lean los infor- 
mes del Banco de España, se los recomiendo porque son 
una critica furibunda de muchos de los principios en los 
que una parte del Partido Socialista pensó en su día, y 
creo que ahora también. Si leen los informes del Banco de 
España verán que la mayor parte del problema de control 
monetario de esta país radica, fundamentalmente, en la 
magnitud y el crecimiento acelerado del déficit, que en 
este país no  se puede controlar simplemente como se 
hace en otros paises, como consecuencia del incremento 
del ahorro; porque en este pais disminuyen, como conse- 
c.ue.ncia de la posibilidad de recursos al ahorro externo, a 
través de la colocación de la deuda en el exterior, que se 
ha limitado. 

Si se quiere resolver el problema, con los datos y los in- 
formes del Banco de España en la mano, es imprescindi- 
ble establecer algún sistema adicional de instrumentos de 
control del sistema bancario que no sean arbitrarios y que 
sean estables, permanentes y que se refieran al déficit pú- 
blico, para que, conocedora la opinión pública española 
que sus dificultades crediticias \ cl encarecimiento del 
tipo de interés se derive de la coiiducta anómala del défi- 
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cit público, exijan a esta Cámara que controle el déficit 
como es debido. 

En consecuencia, nosotros hemos hecho un texto expo- 
sitivo en este sentido porque queremos que la opinión pú- 
blica española se conciencie de una vez de que hay una in- 
compatibilidad a corto plazo entre la inflación y el paro. 
Para controlar la inflacibn, de momento, hace falta produ- 
cir más paro, pero a largo plazo, si no se controla la infla- 
ción, habrá más paro, cosa que ha repetido aquí el Minis- 
tro en diferentes ocasiones y con el que coincidimos. 
Y para controlar la inflación, con las características de 

la economía española, es imprescindible reducir el déficit 
público, y que sepan de una vez que las dificultades del 
sistema bancario y crediticio y las dificultades del ciuda- 
dano se derivan, fundamentalmente, de la falta de control 
del déficit público. 

Este ha sido el sentido de la Ley: establecer como crite- 
rio transitorio algo que corrija el mal mayor, introducien- 
do un mal menor, pero siendo conscientes de que es un 
mal menor y estableciendo los criterios para que ese mal 
menor sea el menor posible. 

Asi lo hemos expuesto en el principio de la Ley, de una 
forma clarísima, constatada la dificultad de colocación de 
los títulos de la Deuda pública, ¿constatada por qué? Por- 
que el Gobernador del Banco de España, en las compare- 
cencias presupuestarias de hace unas semanas, reconocía 
que había un techo a la emisión de Deuda pública, que no  
se podía coronar; constatada, asimismo, la dificultad de 
sustituir la emisión de Deuda pública por la suscripción 
de títulos públicos del mercado monetario. Constatada 
¿por qué? Porque no pudo colocar la Deuda pública por- 
que el sistema bancario no pudo financiar los CRM ... 

El señor PRESIDENTE Vaya terminando, señor La- 
suén. 

El señor LASUEN SANCHO: Si, señor Presidente. 
Constatada la necesidad de garantizar la financiación 

no inflacionaria del déficit público, ¿por qué? Porque el 
Ministro de Hacienda ha dicho, diferentes veces en esta 
tribuna, que es imprescindible establecer una política mo- 
netaria compatible con el equilibrio externo e interno, y 
así lo ha repetido en la exposición de motivos. 

Constatadas estas tres cosas, es obvio que la única for- 
ma de establecer una política monetaria es fijar instru- 
mentos monetarios, no sobre los activos líquidos que crea 
el Banco de España para controlar, de alguna forma, la si- 
tuacibn anterior que ha sido rebasada por la historia de 
estos breves años. 

De manera que como ha sido imposible financiarlo con 
deuda, con pagarés, y los títulos emitidos por el Banco de 
España para colocarlos en el sistema financiero han crea- 
do problemas adicionales, hace falta crear un nuevo ins- 
trumento público, reconbzcase. La democracia no puede 
funcionar sin la verdad, como nada en la vida, y es impres- 
cindible decir la verdad, y la verdad es que la creaci6n 
constante de déficit publico crea estos problemas, que es 
imprescindible, de momento, establecer instrumentos fi- 
nancieros que desliberalicen el sistema, por supuesto. 

Pero esto quiere decir que estos instrumentos tienen que 
estar referidos al mal que los crea y, para el Estado, el mal 
es el déficit público. Dígase así y mbntese as1 establecien- 
do los instrumentos en función del déficit público, que es 
lo que nosotros proponemos. Yo creo que el Ministro lo 
sabe muy bien y por esta razbn no ha querido contestar él 
mismo. 

El señor PRESIDENTE El señor Caballero tiene la pala- 
bra para réplica por un tiempo máximo de cinco minutos. 

El señor CABALLERO ALVAREZ: En primer lugar, se- 
ñor Lasuén, no es lo mismo aplicar el coeficiente a los 
nstocksm que a los flujos, es sustancialmente diferente 
aplicarlo a toda la cantidad de activos en el mercado o a 
una cantidad que se considera incrementada en un mo- 
mento determinado. Y ya le dije cuáles iban a ser las con- 
secuencias si se aplicara en el contexto en que se desarro- 
lla su texto alternativo: desastrosas para alguna entidad fi- 
nanciera. 

En cuanto a la remuneración en manos del Banco de 
España, tengo que decirle que el objetivo de la Ley no es 
penalizar las cuentas de resultados de ninguna entidad fi- 
nanciera, sino dotar de un instrumento que, por otra par- 
te, establece el problema de remuneracibn que plantea su 
texto alternativo. 

Evidentemente, el Banco de España está cursando de- 
terminadas instrucciones a las entidades financieras para 
la actuación sobre los otros activos en manos del público. 
Las está cursando, pero lo hace porque no tiene ningún 
control, porque no existe el control del coeficiente de 
caja. 

Usted mencionó la variabilidad cada mes del coeficien- 
te indirecto del Banco de España. Supongo que se refiere 
a las instrucciones que da sobre esos activos, porque el re- 
sultado no varía cada mes. Evidentemente esto es lo que 
la Ley trata de resolver, trata de evitar que haya unos acti- 
vos controlados y otros incontrolados. 

Ustedes en el prólogo de la Ley no hablan en absoluto 
de la situación diferencial, ni hablan de la competencia 
desleal que otros activos financieros están haciendo a 
cuenta de los depósitos, y esto debían haberlo citado 
exactamente igual que aparece en el proyecto presentado 
por el Gobierno. 

Por último, el tema continuo y constante, la estrella in- 
vitada del señor Lasuén, que es el déficit. No voy a repetir 
lo que dijo el señor Ministro, lo que he dicho desde la tri- 
buna. El objetivo de la Ley es controlar el activo liquido y 
ustedes nos hablan de déficit incontrolados. El primer 
Presupuesto se presentó con un déficit situado en el 6 por 
ciento del producto interior bruto; el proyecto que se pre- 
senta lo sitúa en el 5,s por ciento. La verdad es que no ten- 
go más remedio que recordarle también que si hubiéra- 
mos hecho caso de las enmiendas que ustedes presenta- 
ban para los Presupuestos el año pasado, el déficit se hu- 
biera incrernentado el uno por ciento. Habla usted de di.- 
ficit incontrolado, y tengo que decirle que hubiera apare- 
cido de haber hecho caso a las enmiendas que presentaba 
el Grupo Popular. 
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Evidentemente, cuando se habla de  que no se establece 
en la Ley el control d e  los activos creados por el Banco d e  
España, sería redundante, señor Lasuén, porque la políti- 
ca monetaria la instrumenta el Gobierno a través del Ban- 
co de  España y basta simplemente la decisión d e  política 
monetaria para que determinados activos marchen a una 
velocidad o a otra. De lo que se trata es de  controlar los 
activos que no aparecen determinados en absoluto por el 
Banco d e  España. 

El señor PRESIDENTE N o  habiendo intervenciones d e  
posición por parte de  ningún Grupo Parlamentario, va- 
mos a proceder a la votación d e  la enmienda de  totalidad 
d e  texto alternativo del Grupo Parlamentario Popular. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 267; a favor, 80; en contra, 179; abstenciones, ocho. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada la enmien- 
da  de  totalidad de  texto alternativo al proyecto d e  Ley de  
Coeficientes d e  Caja a los Intermediarios Financieros. De 
este acuerdo se dará comunicación a la Comisión y se 
continuará la tramitación, de  acuerdo con el Reglamento. 

-SOBRE EL PROYECTO DE LEY ORGANICA REGULA- 
DORA DEL PROCEDIMIENTO DEL «HABEAS CORPUS>) 

El señor PRESIDENTE Enmienda a la totalidad de  tex- 
to alternativo al proyecto de  Ley Orgánica reguladora del 
procedimiento d e  (( habeas Corpus)), presentada por el 
Diputado del Grupo Mixto señor Bandrés, que tiene la pa- 
labra para su defensa. 

El señor BANDRES MOLET: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, la seguridad jurídica de  los ciudada- 
nos y la tutela real y efectiva de  los derechos reconocidos 
en el Título 1 de  la Constitución exige el legislador, es de- 
cir, d e  nosotros, la elaboración y promulgación de  una 
Ley d e  uhabeas corpusm. Si ello no  fuera suficiente. la pro- 
pia Constitución, en su articulo 17.4, determina que una 
Ley regulará un procedimiento d e  uhabeas Corpus» para 
producir la inmediata puesta a disposición judicial d e  
toda persona detenida ilegalmente (y recalco: la inmedia- 
ta puesta a disposición judicial). 

Pese a ello, los Gobiernos anteriores no mostraron mu- 
cha diligencia en la preparación del oportuno proyecto, y 
en marzo de  1982 el Diputado que tiene el honor de  diri- 
girles la palabra formuló una proposición d e  Ley a este 
objeto que no pudo tramitarse por causa de  la disolución 
anticipada d e  las Cámaras por el último Gobierno de  
UCD. 

Se publicó en el uBoletín Oficial de  las Cortes Genera- 
l e s ~  de  23 d e  abril de  1982. y su contenido es muy pareci- 
d o  al texto alternativo que hoy voy a defender, aunque 
hay que advertir que este viene, a mi juicio, más perfeccio- 
nado. 

' 

El Partido Nacionalista Vasco formuló en febrero d e  
1983 una nueva proposicion de Ley con un contenido si- 
milar en alguna ocasibn \ con artículos totalmente idénti- 
cos a mi propia proposicion. Esta proposición del Partido 
Nacionalista Vasco fue tomada en consideración por el 
Pleno y se tramitó conjuntamente con el proyecto de  Ley 
presentado posteriormente por el Gobierno. 

Tengo que reconocer aquí que el Gobierno socialista, en 
materia de  derechos humanos y libertades individuales; 
está formalmente cumpliendo los mandatos'constitucio- 
nales y completando la legislación que desarrolla los pre- 
ceptos de  la Carta Magna en esta materia. Pero y o  no sería 
sincero si no  afirmara seguidamente que esta regulación 
no es totalmente satisfactoria, por lo menos para un am- 
plio sector d e  la sociedad, el más sensible a estas cuestio- 
nes, y en ocasiones estos proyectos de  Ley que aquí se 
presentan limitan o acotan la protección d e  derechos que 
e n  la Constitución aparecen nitidamente como absolutos 
y no susceptibles de  recorte. Así, por ejemplo, cuando el 
Gobierno presenta aquí un proyecto de  Ley sobre asisten- 
cia letrada al detenido, hay asistencia, pero no sabemos 
en qué periodo d e  la detención se va a producir esa asis- 
tencia, o cuando se presenta una Ley sobre el aborto, se 
reúne en tres supuestos y queda, a mi juicio, un cuarto im- 
portante, con una situación distinta. Cuando se presenta 
una Ley de  asilo, absolutamente buena, parece que se 
pone más en manos d e  la Policía, del Ministerio del Inte- 
rior, la regulación de  este derecho que en otro centro d e  
poder que muchos preferiríamos. Cuando se afirma que 
todos los españoles son iguales ante la Ley, se sigue man- 
teniendo una legislación que tiene un foro especial para 
la Policía judicial, para Policía en general, o se penaliza 
(se penalizó en su momento) la tortura y los malos tratos, 
pero se mantiene una Icgislación excepcional que, a mi 
juicio, fomenta, estimula o permite que esos malos tratos 
se produzcan, o bien, hoy e n  dia, cuando no tenemos toda- 
wia promulgada la Ley de Asistencia Letrada al Detenido, 
a pesar de  que el Fiscal general del Estado afirma que la 
incomunicación no hace perder el derecho a la asistencia 
letrada, d e  hecho se sigue sin permitir esa asistencia en 
ningún momento de  la detención, pese a que el Tribunal 
Supremo ... 

El señor PRESIDENTE Señor Bandrés, le ruego que se 
atenga a la cuestión. 

El senor BANDRES MOLET: Tampoco sería sincero, se- 
ioras y señores Diputados, si no añadiera a continuaciún 
lue las deficiencias legales de  los proyectos que se pre- 
;entan no son lo peor; que mucho peor es la práctica, y en 
:ste pais, a mi juicio, no está suficientemente garantizada 
a salvaguardia d e  los derechos fundamentales de  los ciu- 
iadanos frente a los poderes públicos. Por eso, y o  alabo 
lue, al Fin, ustedes, señores del Gobierno, se decidan a re- 
gular el u habeas corpusn, como me alegraré el día que se 
iecidan a regular una Ley de  jui-ados. Pero tengo que afir- 
nar seguidamente que, desde mi punto d e  vista, no es un 
iroyecto muy bueno. Su proyecto puede ser incluso defi- 
iitivamente inútil a cfcctos de uiia real protección frente 
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a una eventual arbitrariedad de los agentes de Orden Pú- 
blico. 

¿Cuáles son los reproches que me hacen presentar esta 
enmienda a la totalidad con texto alternativo? Son, sucin- 
tamente, los siguientes. El más importante está en rela- 
ción con el contenido del párrafo segundo del artículo 2.0 
del proyecto, es decir, el problema de la competencia. Ese 
párrafo segundo dice que asi la detención obecede a la 
aplicación de la Ley Orgánica que desarrolla los supues- 
tos previstos en el articulo 55.2 de la Constitución, el pro- 
cedimiento deberá seguirse ante el Juez central de Ins- 
trucción correspondiente.. Señores Diputados, señor Mi- 
nistro, este precepto, a mi juicio, vacía de contenido, para 
el supuesto concreto de que se trata, la propia Ley de .ha- 
beas Corpus". Me parece a mí que las notas esenciales de 
un procedimiento de uhabeas Corpus. son la perentorie- 
dad de los plazos y la inmediación del Juez y ambas son 
perfectamente complementarias; que el Juez esté cerca de 
la persona que requiere esta asistencia y, por otra parte, 
que los plazos sean muy breves, para que no se consume 
el desaguisado que se pretende remediar mediante Ley, 
con esta apelación al Poder judicial. 

Efectivamente, respecto al primer tema de la perento- 
riedad de los plazos, reconozco que el proyecto emplea el 
adjetivo *inmediata*, que es satisfactorio -nosotros, tan- 
to el Partido Nacionalista Vasco como yo mismo, propusi- 
mos u n  plazo de diez horas, desde que se presenta la peti- 
ción, hasta que se realiza la comparecencia del detenido 
ante el Juez. Pues bien, no sé si ustedes conocen cómo se 
producen en la práctica los supuestos establecidos por el 
articulo 55.2 de la ConstituciSn, el mecanismo judicial y cl 
mecanismo policial, pero puedo decir perfectamente, por- 
que, además de ser modesto legislador y haber interveni- 
do, reconozco que con poco éxito, en la confección de es- 
tas Leyes, de esta Ley en concreto; soy abogado en ejerci- 
cio y conozco bien cómo funciona, que la decisión sobre si 
se aplica o no la Ley excepcional recae exclusivamente, 
desde un  primer momento, en la Policía. Alguien de la Po- 
licía, en el mismo instante de la detención, decide si se va 
a aplicar o no la Ley Antiterrorista, es decir, si esta perso- 
na va a quedar incomunicada, incluso, de su abogado de- 
fensor. Lo decide e n  el momento mismo de la detención, 
al minuto siguiente y cuando el abogado se presenta - 
incluso, como yo he hecho, acompañado de un Notario- 
se le dice: Lo siento mucho; usted no puede ver a esta per- 
sona porque está incomunicada. Se le ha aplicado la Ley 
Antiterrorista. ya al minuto siguiente de la detención; se 
ha adoptado en el primer momento su incomunicación v 
se comunica, según la Ley. al Juzgado Central de Instruc- 
ción que esté de guardia durante las setenta y dos prime- 
ras horas de la detención y, en un  plazo de veinticuatro 
horas, el Juez tiene derecho a denegar o autorizar. 
No conozco, y deseo que se me desmienta, ni un solo 

caso en que el Juez de Instrucción de guardia haya dene- 
gado una prórroga solicitada por el Ministerio del inte- 
rior o haya denegado una incomunicación solicitada por 
dicho Ministerio, y no  vale decir, como dijo algún señor 
Diputado del Partido en el Poder que el reproche hay que 
hacérselo al Juez. Ciertamente, su parte de culpa tendrá 

por esa forma de actuar, pero tambitin es verdad que 
quien la pide es el Poder ejcculivo, el Gobierno, y su parte 
de culpa tiene quien pide algo que en el fondo no es co- 
rrecto. 

Lo cierto es que'si prospera este proyecto de Ley, el 
ahabeas Corpus., la petición de que se traiga a la persona 
ante el Juez, se va a tener que formular delante de un Juez 
que reside a lo mejor a quinientos o mil kilómetros del lu- 
gar donde, presuntamente, ha sido detenida la persona 
ilegalmente. 

Senoras y señores Diputados, a mí me parece que esto 
es, simplemente, pretender que la Ley no se cumpla; se 
pretende que no se realice, máxime cuando no se tiene fa- 
cultad, según el proyecto de Ley, para que esta petición la 
pueda hacer un mandatario verbal, sino que tienen que 
hacerla las personas que especificamente se señalan en la 
Ley, que se limitan hasta un determinado parentesco, y 
pretender que algún familiar de una persona detenida en 
Barcelona, Lérida, Bilbao o sur de España tenga que pre- 
sentarse en Madrid ante el Juez central de instrucción, 
que es el que ha dado la orden de incomunicación, que es 
precisamente el que ha aprobado la prórroga de la deten- 
ción, me parece absolutamente inoperante a los efectos 
que  debiera perseguir una Ley de ahabeas Corpus.. Es, 
sencillamente, y perdónenme la expresión vulgar, una au- 
téntica tornadura de pelo. Pero creo que no  sólo desde el 
punto de vista práctico se produce esta distorsión; es que, 
además, creo que esta disposición no es constitucional. 

El artículo 55, número 2, segundo párrafo, cuando regu- 
la precisamente esta posibilidad de hacer una Ley Orgáni- 
ca, que ya está hecha, que determina los casos en que de 
forma individual se pueden suspender determinados de- 
rechos, dice: .La utilización injustificada o abusiva de las 
facultades reconocidas en dicha Ley Orgánica producirá 
responsabilidad penal, como violación de los derechos y 
libertades reconocidos por las Leyes.. Ahi quien tiene que 
decidir, depurar y examinar si se ha producido o no esa 
utilización injustificada o abusiva es el Juez del lugar don- 
de se ha producido el presunto abuso y no un  Juez que 
esté a quinientos o mil kilómetros de distancia. Pero in- 
cluso se opone, a mi juicio, a la propia Ley antiterrorista, 
que, en realidad, es la Ley Orgánica de I de diciembre de 
1980, que, en su artículo 3.0, número 2, párrafo segundo, 
está diciendo que durante la detención el Juez competen- 
te, que es el Juez central de Instrucción, podrá requerir 
información bien personalmente o mediantc delegación 
al Juez de Instrucción del partido o demarcación donde 
se produce la situación, pudiendo, en su caso, revocar la 
autorización de prolongación de la detención. Y a conti- 
nuación dice que la previsión anterior se entiende sin per- 
juicio de las actuaciones judiciales pertinentes, e n  caso de 
utilización injustificada o abusiva de las facultades guber- 
nativas contenidas en la presente LL-? y de las competen- 
cias que en defensa de la legalidad coiresponden al Minis- 
terio Fiscal. Estas previsiones del articulo 3.0 de la Ley lo 
que están indicándonos es que es cl Juez del lugar donde 
se produce la conculcación del Derecho el que tiene facul- 
tades de depurar responsabil id i idcs  \ examinar e incluso, 
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el y la Audiencia correspondiente, para dictar, en su caso, 
la sentencia oportuna. 

Además, yo creo que se está oponiendo al artículo 286 
no derogado, aunque reconozco que poco utilizado, de  la 
Ley d e  Enjuiciamiento Criminal, que dice así: #Cuando el 
Juez d e  Instrucción o el Municipal. (incluso el municipal, 
que ahora habría que sustituirlo por el correspondiente 
en la nueva terminología judicial) ase presentaren a for- 
mar el sumario, cesarán las diligencias de  prevención que 
estuviere practicando cualquier autoridad o agente de  Po- 
licía; debiendo éstos entregarlas en el acto a dicho Juez, 
así como los efectos relativos al delito que se hubieren re- 
cogido, y poniendo a su disposición a los detenidos, si los 
hubiese.. Es una especie d e  ahabeas corpusu que existía 
ya en nuestra legislación, pero que se empleaba muy 
poco. Entiendo que si en Badalona o en Mondragón, por 
poner un lugar, se produce una detención al amparo d e  
los supuestos del artículo 55.2 de  la Constitución, podría 
ocurrir que el Juez del lugar se presentara, de  acuerdo 
con este artículo, a formar el sumario y creo que con la le- 
galidad vigente la Policía no podría negarse a entregarle 
los efectos del delito y la persona detenida, sin perjuicio 
de  las actuaciones del Juez, realizadas las primeras averi- 
guaciones, que se hicieran después en favor de  la autori- 
dad judicial competente, que e n  este caso sería el Juzgado 
Central de  instrucción. 

Así pues, a mí me parece que situar la competencia a 
tan larga distancia o lejano lugar de donde se tiene que 
producir el hecho y donde se produce la denuncia, por- 
que no deja de  ser una denuncia, para instar el procedi- 
miento de  ahabeas corpus", es una barbaridad jurídica 
que no puede admitirse y que vacía de contenido a este 
proyecto de  Ley. 

No es éste el único reproche, aunque sea el principal. A 
mí me parece que el proyecto restringe el número de  per- 
sonas capaces y legitimadas para promover el procedi- 
miento de .habeas Corpus., y creemos que para una 
mayor garantía de  los derechos y libertades d e  las perso- 
nas habría que ampliar el catálogo de  personas que pue- 
den instar el procedimiento, por lo menos a dos supues- 
tos nuevos: al de  cualquier persona que actúe en nombre 
del detenido. incluso en calidad d e  mandatario verbal del 
mismo, o a cualquier otra persona que acredite tener mo- 
tivos bastantes para estimar que algún ciudadano se halla 
en alguno de  los supuestos del artículo 1 .Y es decir, que se 
ha producido la detención ilegal, por las causas que se se- 
ñalan en el articulo 1." iY eso por qué? Pues, entre otros 
motivos, por el deber d e  denuncia que tiene todo ciudada- 
no y que está recogido en el artículo 259 de  la Ley de  En- 
juiciamiento. Si cualquier ciudadano conoce que existe la 
perpetración de  un delito, está e n  la obligación de  dcnun- 
ciar, bajo una sanción puramente administrativa y disci- 
plinaria, no penal, pero tiene obligación de denunciarlo si 
sabe que alguien está detenido ilegalmente. Tendría en- 
tonces no sólo el derecho de  acudir al Juez, sino el deber 
d e  denunciar esta situación antijurídica y anticonstitucio- 
nal. 

En tercer lugar, el proyecto limita o, mejor todavía, anu- 
la toda posibilidad de  recurrir, tanto contra la denegación 

d e  la incoación (cabe que el Juez rechace la incoación sin 
más), como la contraria, la resolución, pero que ponga fin 
al Procedimiento declarando confornic a derecho la de- 
tención. Creo que la seguridad jurídica v, en todo caso, la 
posibilidad de  aportar o i.cfor7ai argumentaciones o 
pruebas adicionales en el primero de  los supuestos, es de- 
cir, cuando se rechaza d e  plano a trámite v,  en todo caso, 
e n  su propia tradición jurídica procesal penal está aconse- 
jando la necesidad de  prever los consabidos recursos de  
reforma y apelación. 

Otro motivo de  rechazo de  este proyecto de  Ley se sitúa 
e n  el artículo 8.0.2, letra b). del proyecto, que establece las 
tres situaciones o las tres soluciones con las que puede 
terminar un procedimiento de  ahabeas corpusu. La pri- 
mera es la puesta en libertad del privado de  ésta si lo fue- 
re ilegalmente. Segundo, que continúe en una situación 
d e  privación de  libertad de  acuerdo con las disposiciones 
legales, y dice el proyecto: o(... pero si lo considerase nece- 
sario, en establecimiento distinto y bajo la custodia de  
personas distintas de  las que hasta entonces la detenta- 
ban.. Finalmente, que sea puesta la persona inmediata- 
mente a disposición judicial. 

Pues bien, e n  el segundo de  los casos entendemos que 
si los custodios o guardianes de  un detenido están concul- 
cando sus derechos constitucionales, no se puede en nin- 
gún caso permitir que siga la persona detenida bajo la 
custodia de  esas mismas personas. Si lo considerase nece- 
sario, hay que suprimir, tiene que desaparecer, porque en 
ningún caso, por sentido común, puede una persona con- 
tinuar bajo la custodia de  aquellos que están conculcando 
sus derechos constitucionales. 

Finalmente, el artículo 9." del proyecto, en sus párrafos 
2 v 3, contiene una especie d e  amenaza, por cierto nada 
velada, contra el solicitante si n o  tiene éxito en su peti- 
ción. Quiero decir que, por un lado, se habla d e  la posibili- 
dad d e  que hubiera un delito de  denuncia falsa o de  delito 
simulado v, por otro lado, se habla d e  las costas que se im- 
pongan, etcétera. Creo que este precepto, señores Diputa- 
dos, no  tiene otra finalidad que la de  restringir la utiliza- 
ción del procedimiento. M e  recuerda mucho a aquel efec- 
to aboomerangn que conocimos en otros tiempos, en los 
que se hacía muv dificil. por cierto, denunciar torturas, 
porque aquella denuncia se volvía contra el denunciante 
v enseguida se hablaba de  que se estaba produciendo un 
delito d e  intimidación, etcetera. 

Considero que este provecto de  Lev, en general, señor 
Ministro d e  Justicia, se parece muv poco al anteproyecto 
preparado por su propio Ministerio. Creo que alguien 
aquí, antes de  llegar a esta Cámara, ha manipulado aquel 
anteprovecto, que hubiera merecido nuestro apoyo incon- 
dicional v sincero. 

Por todo ello, señores Diputados, termino diciendo que 
voy a mantener este proyecto alternativo, que s6 que no 
va a tener ningún éxito ciertamente. pero lo voy a hacer 
porque ustedes, señores Diputados, sobre todo los Diputa- 
dos de  la izquierda, tienen la oportunidnd d e  hacer una 
buena Ley de  ahabeas corpusu, una Ley a la altura y con- 
Forme a esos países civilizados que tanta cnvidia nos sue- 
len dar de  nuestro entorno cultural, prccisamente de los 
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inventores del «habeas corpusu, pero también pueden us- 
tedes hacer una mediocridad legal; están en su derecho. 
Desde luego, yo  no cargaré sobre mi conciencia con apro- 
bar algo que me parezca mediocre y ustedes n o  podrán 
decir que no están avisados. En todo caso, señores Diputa- 
dos, ustedes tienen la palabra. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Bandrés. 
Para un turno en contra tiene la palabra el señor Caste- 

llano. 

El seor CASTELLANO CARDILLIAGUET Gracias, señor 
Presiden te. 

Señoras y señores Diputados, una enmienda a la totali- 
dad suele tener por objeto la devolución al Gobierno d e  
un proyecto d e  Ley porque considera que no es oportuno, 
que está mal redactado y que, incluso, puede ser hasta in- 
conveniente o, por el contrario, como ha escogido el Dipu- 
tado señor Bandrés. ofrecernos un texto alternativo, que, 
de  ser asumido, la única eficacia que tendría sería que, en 
vez de  trabajar sobre el articulado que nos ha ofrecido el 
Gobierno, trabajaríamos, y muy gustosamente, sobre el 
articulado que nos ofrece el señor Bandrés. 

Yo creo que para un análisis de  esta enmienda a la tota- 
lidad lo que conviene -porque no es una enmienda d e  
devolución, no es  una enmienda por la que deje de  existir 
parlamentariamente tal iniciativa- es  analizar uno por 
uno los artículos del proyecto de  Ley que el Gobierno nos 
ha remitido y las disposiciones perfectamente legítimas 
que nos remite el propio señor Bandrés. 

Señor Bandrés, nuestro Grupo Parlamentario ha anali- 
zado su proyecto alternativo con toda consideración. Y 
con toda consideración y con todo respeto, no exento de  
cordialidad, consideramos que el proyecto que ha envia- 
d o  el Gobierno es  todavía mucho más amplio del que us- 
ted plantea. Porque usted nos plantea un derecho de  aha- 
beas corpuesu exclusivamente para lo que podriamos Ila- 
mar la detención ilegal. Y repasando simplemente el 
proyecto del Gobierno vemos que no solamente se refiere 
a la detención ilegal; se refiere a la detención ilícita, se re- 
fiere también a la detención excesiva cuando se superan 
determinados plazos legales, y se refiere, indudablemente, 
a una detención importante que podremos llamar la de- 
tención delictiva cuando aquella persona que está deteni- 
da  y sometida a la autoridad judicial está siendo objeto de  
malos tratos. 

Por tanto, resulta, paradójicamente, que el proyecto del 
Gobierno es  bastante más amplio. Usted ha dicho, con la 
sinceridad que siempre le caracteriza, que lo que de  ver- 
dad le molesta de  este proyecto de  Ley es  ni más ni menos 
que el artículo 2.0, el artículo relativo a la competencia. 

Antes de  entrar a estudiar cuál puede ser el Juez com- 
petente para dictaminar sobre la acogida o rechazo de  
una petición de  ahabeas corpusu, convendría que nos CO- 

locáramos todos en la misma filosofía, por lo menos, se- 
ñor Bandrés. 

Este proyecto d e  Ley de  ahabeas Corpus)), en cumpli- 
miento del mandato constitucional, no tiene por objeto, 
bajo ningún concepto, el sustituir otros mecanismos lega- 

les que ya existen en la Ley para corregir determinadas si- 
tuaciones. Por ejemplo, la propia detención ilegal no exi- 
giría d e  la existencia d e  un proyecto d e  Ley d e  ahabeas 
corpusu. porque cabe la denuncia por detención ilegal; la 
propia existencia d e  malos tratos no exigiría, bajo ningún 
concepto, d e  la existencia del ahabeas corpus)). porque 
cabe la acción por malos tratos, por torturas, por lesiones 
o por cualquier vejación moral o física a que se pueda so- 
meter a algún detenido. Es una filosofía distinta aquella 
que inspiraba el precepto constitucional para regular el 
nhabeas corpusn. 

El ahabeas Corpus)), con esa tradición que dice en la ex- 
posición d e  motivos, permite averiguar algunos supuestos 
de  los que después dimanan ciertas responsabilidades. 

No se trata de  un proyecto d e  Ley que trate de  vaciar d e  
contenido ni las competencias d e  los Jueces ni las accio- 
nes de  los ciudadanos para poder poner coto a actuacio- 
nes arbitrarias y abusivas; se trata de  una cosa absoluta- 
mente distinta. Se trata de  evitar detenciones ilegales, de- 
tenciones ilícitas y de  constatar la existencia de  detencio- 
nes excesivas o d e  detenciones que podriamos llamar de- 
lictivas por el mal trato al que se haya sometido a un de- 
terminado ciudadano. Por tanto, hay que colocarse en 
esta filosofía. Y en esta filosofía este proyecto de  Ley tiene 
que tener un respeto absoluto con el ordenamiento vigen- 
te. 

Usted y nosotros, o todos los que estamos en la Cámara, 
podremos discutir mañana si deben existir la Audiencia 
Nacional y los Juzgados de  Instrucción Centrales. y y o  
creo que ya lo estamos discutiendo. La prueba es que, si 
no recuerdo mal, en el propio punto del orden del día de  
hoy viene ni más ni menos que la decisión de  la Cámara 
sobre un proyecto de  Ley que fue remitido al Senado y 
que nos ha venido devuelto. 

Ha sido decisión de  la Cámara el que siga existiendo 
este órgano jurisdiccional, el que n o  pudiera haber, para- 
bólicamente. a través de  un procedimiento de  “habeas 
corpusu, posiciones de  contenido en las Competencias de 
los Jueces d e  Instrucción. 

Si quiere usted, discutiremos si es  bueno o malo, pero 
n o  es éste el momento. Existen unos órganos jurisdiccio- 
nales que se llaman la Audiciencia Nacional y los Juzga- 
dos de  Instrucción. Podremos discutir si es bueno, malo o 
regular, pero, en todo caso, lo que es cierto es que si exis- 
ten esos órganos jurisdiccionales, llegado el momento de  
proceder a ejercitar una acción de  .habeas Corpus», hay 
que respetar la existencia d e  esos órganos, porque, si no, 
lo honesto y lo serio, si los vamos a vaciar de  contenido, 
los vamos a someter a cautelas o vamos a sembrar sobre 
ellos suspicacias, lo mejor es que eliminemos la jurisdic- 
ción d e  esos Juzgados. 

Nos guste o no nos guste, al menos podremos coincidir 
en que hay que hacer ciertas reformas e n  la jurisdicción 
militar. Y mientras exista esa jurisdicción militar, si usted 
quiere introducimos una proposición de  Ley o un proyec- 
to de  Ley para cambiar el Código de  Justicia Militar. Pero, 
mientras exista, lo menos que se le puede pedir a una Cá- 
mara de  Diputados es que respete la legislación vigente y 
que no pongamos en marcha una legislación que, so pre- 
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texto de  complementaria, se convierta en  contradictoria y 
que elimine la competencia de los Juzgados d e  Instruc- 
ción Centrales o las competencias de  la jurisdicción mili- 
tar. 

Por eso, señor Bandrés, es lógico que nosotros nos ten- 
gamos que oponer a su enmienda a la totalidad, sin perjui- 
cio de  que estemos dispuestos a estudiar con usted la re- 
forma del Código de  Justicia Militar, la reforma d e  la Ley 
creadora d e  la Audiencia Nacional, las competencias de  
los Juzgados d e  Instrucción Centrales; pero no es este el 
momento. Tenemos que tener un mínimun d e  rigor y no, 
so pretexto de  legislar el Mhabeas corpusn, empezar a va- 
ciar d e  contenido todo un conjunto de  órganos jurisdic- 
cionales. 

Vayamos haciendo las cosas como debemos hacerlas. Si 
existen unos Juzgados de  Instrucción Centrales, que en un 
momento determinado aplican esa Ley antiterrorista o 
ese artículo 55.2 de  esa Ley, nosotros tendremos que res- 
petarla y tendrán que ser oídos, porque es a ellos, ya que 
están a disposición judicial de  ellos, a quien corresponde 
saber si se ha producido la detención ilegal, la detención 
ilicita y si se está demorando en exceso la puesta a dispo- 
sición judicial, porque se ha superado el plazo de  diez 
días, o si se está produciendo la existencia d e  malos tra- 
tos. Lo que no podemos hacer en esta Ley es, bajo ningún 
concepto, extender el derecho de .habeas corpu» en una 
interpretación que no es un derecho del ahabeas corpuw; 
es un derecho de  cojuzgamiento o d e  juicio previo del 
comportamiento de  determinados órganos jurisdicciona- 
les. 

Si existe lo que esta Cámara ha decidido que exista, te- 
nemos la obligación de  respetarlo y por eso consideramos 
que su alegacibn, en cuanto a las competencias, es una 
alegación que n o  tiene razón de ser, porque para discutir 
las competencias de  los Juzgados de Instrucción o de  los 
Juzgados militares tendremos que buscar otro proyecto. 

Pero se han hecho un conjunto de  afirmaciones, señor 
Bandrés -y me he reducido a discutir el artículo 2.0, por- 
que es donde fundamentalmente ha apoyado su oposición 
a este proyecto de  Ley-, que no me gustaria, por ningún 
concepto, que quedaran. cn modo alguno, incontestadas. 

Señor Bandrés, no creo que podamos. cada vez que ven- 
ga un proyecto d e  Ley del Gobierno, volver a reproducir, 
so pretexto d e  uhabeas Corpus», la asistencia letrada v va 
realmente, con actitudes profeticas, señor Bandrés, hasta 
la Ley de  asilo, que todavía n o  ha entrado en discusión. 
Vamos a esperar a que llegue, que tiempo, sabiduría y ha- 
bilidad tiene S.  S .  para arremeter contra ella, si fuere con- 
veniente; pero no se anticipe a los hechos, que y a  vendrá 
la Ley de  asilo. 
Y si la Ley de  asistencia letrada ha tenido, en su caso, la 

mayoría d e  esta Cámara, no es bueno que, so pretexto de  
esta Ley de  asistencia letrada, la Ley d e  asilo e incluso va 
la Ley de  tortura, a las que ha hecho referencia, esté ha- 
ciendo unas imputaciones que, de  verdad, han de  ser re- 
chazadas. No estamos cumpliendo formalmente la legisla- 
ción, no  estamos cumpliendo el mandato constitucional 
en un aspecto aparencial. Nos podemos estar equivocan- 
do, pero bajo ningún concepto vamos a aceptar que se nos 

atribuya un cumplimiento formal, señor Bandrés, porque 
detrás de  ello -llamemos las cosas por su nombre-, está 
usted tratando de insinuar que hay incumplimiento hipó- 
crita y puramente formalista y espectacular de  lo que pre- 
cisamente el Gobierno socialista y cl programa socialista 
no va a hacer jamás dejación, que es en el terreno de  las li-  
bertades. 
Y le digo a usted que esta Ley de <(habeas corpus», si 

quiere usted que la comparenios con ese mamotreto - 
perdóneme la expresión- que nos han preparado los ser- 
vicios de  la Cámara d e  cómo está legislado en cualquier 
país del mundo, es una Ley que está siendo precisamente 
atacada por argumentos contrarios. Se la está consideran- 
d o  una Ley excesiva, que puede incluso entorpecer la fun- 
ción de  determinados tribunales y la función de  determi- 
nados Juzgados. No estamos en el cumplimiento formal. 
Estamos en el cumplimiento esencial, porque esencial es 
el contenido d e  nuestro prsgrama en materia d e  liberta- 
des y dotar d e  garantías, fundamentalmente, a los ciuda- 
danos para que se cumplan cuatro situaciones o se tomen 
cuatro medidas fundamentales: que nadie pueda ser dete- 
nido ilegalmente; que nadie pueda ser detenido ilícita- 
mente; que nadie pueda ser detenido por más tiempo de  
aquel que marca la Ley; y que nadie pueda ser, so pretexto 
de  la detención, sometido a ninguna clase de  tratamiento 
vejatorio de  tortura, ni psíquica ni física, y eso lo prevé la 
Ley; y le digo más: lo prevé mucho más que su propio tex- 
to alternativo, por lo que usted mismo ha reconocido, por- 
que dice que el procedimiento ha de  ser acelerado y con 
czrácter inmediato y seguidamente el Juez, verificado que 
la detención se ha producido por persona suficientemen- 
te autorizada, quc está puesto a disposición judicial y que 
no este sufriendo malos tratos, lo que tiene que hacer con 
esa petición es retirarla y archivarla. Pero en cuanto veri- 
fique que cabe la menor sospecha, n o  tiene que esperar a 
ninguna clase d e  plazos; inmediatamente ordena que se le 
ponga de  manifiesto y adopte las medidas elementales 
para poner fin d e  momento a esa situación, sin prejuzgar 
si despuks va a tener que estar sometido a una u otra ju- 
risdicción, porque no estamos creando una jurisdicción 
colateral, sino un procedimiento para que se adopten me- 
didas de  inmediato en una situación especial. 

En cuanto a lo que dice que esta Ley en el articulo que 
usted ha citado le puede dejar indefenso al ciudadano 
porque no cabe recurso alguno, hav que leerse la Ley; 
pero digo más: hay que leerse la Ley y conocer todo el or- 
denamiento juridico, porque si en un momento determi- 
nado el Juez competente que puede ser el de  instrucción, 
o el del lugar, considera que n o  ha lugar a la incoación del 
expediente, eso n o  quiere decir, en modo alguno, que que- 
de desprovisto el ciudadano por la acción de detención 
ilegal, y sobre todo por una muy importante que afecta al 
supucsto que ha planteado, a plantear una declinatoria de  
jurisdicción o inhibitoria de  jui~istlicción, que n o  viene en- 
torpecido por un proceso tan siiiiiario y urgente como el 
que contemplamos. 

Señor Bandres, seriamente, cwa Ley está necesitando 
de usted y de  todo el resto de  los Diputados con la propia 
postulación que ofrecc cii h i i  articulado; pero en este caso 
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concreto hace falta que las enmiendas a la totalidad, como 
la que usted propone, no sólo miren la Ley con una enor- 
me suspicacia a los Juzgados de Instrucción y jurisdicción 
militar, sino al resto de todo el ordenamiento jurídico, no 
mirando a la práctica, cuestión a la que usted alude fre- 
cuentemente y nunca van a corregir las Leyes, sino miran- 
do a la técnica jurídica. Que en esta Ley no existe un solo 
punto en que un ciudadano que haya sido detenido ilegal- 
mente, ¡lícitamente, por tiempo superior al debido, por 
persona no autorizada o esté sufriendo de malos tratos 
vaya a encontrar amparo. Bien al contrario; en esta Ley, 
en este articulo final que ha citado. establece en un per- 
fecto equilibrio, ya que por parte del Juez -Cosa que us- 
ted ha omitido al defender su enmienda a la totalidad- lo 
primero que se hará será deducir testimonio para perse- 
guir a la autoridad que haya incumplido la Ley, sin perjui- 
cio de que el Juez también podía presentar testimonio por 
posible querella o denuncia de malos tratos y detención 
ilegal que resulte falsa. Porque también, y lo sabe el señor 
Bandrés, que es abogado en ejercicio, cuántas veces algu- 
nos profesionales, para tratar de defender sus intereses, 
muy legítimos, acuden a actitudes que son de denuncias 
falsas, de imputaciones delictivas que, cuando luego llega 
el momento de averiguarlas, resultan imposibles de pro- 
bar porque eran inexistentes. Para que algún día sea posi- 
ble probarlas, si existieran, es por lo que el Ministerio de 
Justicia ha remitido hoy a esta Cámara esta Lev, por la 
que nadie le estaba acuciando y otros muchos Gobiernos 
no han tenido a bien ponerla en manos del ciudadano 
para que se defienda contra toda arbitrariedad, como una 
garantía más en nuestro Estado de Derecho. 

El señor PRESIDENTE Tiene la palabra el señor Ban- 
drés, por un tiempo máximo de cinco minutos. 

El señor BANDRES MOLET Con la misma cordialidad 
con la que se ha dirigido el señor Castellano, quiero diri- 
girme a él. 

En primer lugar, no he hecho desde ahí el elogio de los 
aspectos positivos que la Ley tiene, que indudablemente 
tiene. Lo reconozco. He ido a mostrar mi desconformidad 
con el texto del proyecto. 

Creo, seiior Castellano, que lo mismo que me reprocha 
a mi de no haber leido la Ley, usted tampoco ha leído el 
texto alternativo. Porque en su artículo 1." recoge perfec- 
tamente los supuestos de detención ilegal, ilicita y abusi- 
va. Lo hace con una terminología más cruda que lo hace 
el proyecto. 

Usted dice que esta Ley de «habeas Corpus*, quede 
como quede, al final, no impide otros recursos jurídicos, 
evidentemente. Y me recuerda la posibilidad de denun- 
ciar por detención ilegal. 

Señor Castellano, hablamos de gente que no conoce el 
tema, que no ha vestido toga. ¿Cree usted que a un seiior 
que tiene una detención ilegal le soluciona algo en ese 
momento una denuncia por detención ilegal? Usted sabe 
que hay que presentar un poder especial o ratificarse en 
la denuncia. Usted sabe'lo que pasa, que, a lo mejor, al 

cabo de unos años sabemos si aquella detención era o no 
ilegal, y entre tanto ha pasado ese plazo. 

Me reafirmo: una Ley de ehabeas 'corpusip requiere la 
perentoriedad de plazos y la inmediación del Juez, si no 
no hay Ley de ahabeas Corpus", es otra cosa. Ustedes no 
quieren vaciar de contenido la Ley, pero la vacían con ese 
articulo 2.0 para el supuesto concreto de la Ley Antiterro- 
rista. 
Yo he defendido que no  debe haber Tribunal de Orden 

Público y Audiencia Nacional, pero en realidad me allano 
a que hay Audiencia Nacional. Me he pasado toda la ma- 
ñana en aquella Audiencia Nacional acatando las resolu- 
ciones de esos Jueces y Magistrados. Y o  me allano a que 
haya jurisdicción militar porque no tengo más remedio, 
aunque no me gusta. Lo que pasa es que para un u habeas 
Corpus*, el Juez competente tiene que ser el del lugar 
donde se produce la detención. Es el único que puede 
adoptar decisiones inmediatas, enérgicas, eficaces y efec- 
tivas. No hay nadie que me convenza de lo contrario y voy 
a sostenerlo. 

He hablado de varios proyectos de Ley, pero he habla- 
do de proyectos, y cuando hablo de la Ley de Asilo no ha- 
blo de profetas, hablo de un proyecto que existe. Yo sé 
que el Partido Socialista probablemente, como no  podría 
ser menos, la va a modificar. Pero yo hablo de un  proyec- 
to, y ese proyecto pone en manos de la Policía, del Minis- 
terio del Interior ese derecho de asilo, señor Castellano. 

Respecto a esas diferencias, a esas dos realidades, la 
realidad jurídica y la realidad que usted conoce perfecta- 
mente, o por lo menos conocía perfectamente, no me haga 
usted hablar, señor Castellano. Mire usted, hay una legis- 
lación que no se cumple, usted lo sabe, y si no, pase por 
los Juzgados de la Audiencia Nacional, y si no, léase usted 
el informe de Amnistía Internacional de 1983. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Por un  tiempo máximo de cinco 
minutos, tiene la palabra el señor Castellano. 

El señor CASTELLANO CARDALLIAGUET Constreñida 
por completo la posición del señor Bandrés en este 
proyecto de Ley de «habeas corpusu al tema de la compe- 
tencia, que creo que es realmente el nudo gordiano, y co- 
nociendo de sobra su posición respecto a la Audiencia Na- 
cional y su actitud acatando la existencia de esa jurisdic- 
ción y, lógicamente, teniendo que actuar cn ella, tendría- 
mos que ver claramente si el hecho de atribuir la compc- 
tencia del posible procedimiento de «habeas Corpus)) a 
los Juzgados de Instrucción vulnera el principio de inmc- 
diación, que sería pura y simplemente la discusión que 
tendríamos que mantener. 

Es cierto que, efectivamente. ese criterio de inmedia- 
ción puede ser interpretado geográficamente en cuanto a 
que se reduce la distancia desde los Juzgados de Instruc- 
ción centrales, radicados en la villa de Madrid, con res- 
pecto al lugar donde se ha producido la detención, pero 
no es menos cierto que producida la detención, esa deten- 
ción, los Juzgados de instrucción tienen que ratificarla y 
adoptar alguna medida, y queda a disposición judicial, y 
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lo que nos estamos planteando es si las detenciones quc 
se producen en virtud d e  mandamiento de  los Juzgado! 
de  Instrucción son legales o ilegales, señor Bandrés. S 
esas detenciones son legales, están practicadas con arre 
glo a un ordenamiento jurídico aprobado por esta Cáma, 
ra, mayoritariamente o no mayoritariamente, y son parte 
de  nuestro cuerpo normativo, no tenemos el menor dere. 
cho, si no derogamos esa Ley, a colocar al lado de  esa ju. 
risdicción d e  carácter central una jurisdicción paralela c 
de  vigilancia que someta a revisión todas y cada una de 
las actitudes de  los Juzgados d e  Instrucción. Este es el 
tema. Y si no tenemos ese derecho porque no lo conside. 
ramos preferente, es lógico que sea Juez competente para 
conocer el procedimiento nhabeas corpusa precisamente 
el Juez a cuya disposición están todos y cada uno de  los 
detenidos. 

Este es el tema, señor Bandrés, y estará de  acuerdo que 
mientras no derogemos la competencia de los Juzgados 
d e  Instrucción será muy poco planteable, en técnica juri- 
dica, una regulación colateral que vaya a revisar esa juris- 
dicción exclusivamente en el hecho de  la detención o en 
el hecho de  la puesta a disposición judicial, sin perjuicio 
de  que podamos entrar en otro conjunto de  valoraciones. 

En cuanto al tema de  la Ley de  Asilo, celebro enorme- 
mente. señor Bandrés, que esté convencido de  que las 
propuestas del Partido Socialista la van a modificar. Y si 
está usted convencido de  que esas propuestas van a modi- 
ficar el proyecto de  Ley, n o  diga usted que va a quedar la 
Ley d e  Asilo en manos del Ministerio del Interior, porque, 
entre otras cosas, usted ha leido esas enmiendas y habrá 
visto que hay una Comisión interministerial, exactamente 
la que usted mismo pedía en sus enmiendas, con la dife- 
rencia de  que usted quiere llamarla SEPRA y nosotros la 
llamamos Comisión interministerial, porque las termino- 
logía como LOAPA, SEPRA, INEM ... 

El señor PRESIDENTE: Por favor, aténgase a la cues- 
tión. 

El señor CASTELLANO CARDALLIAGUET: De esas ter- 

Muchas gracias. 
minologia raras estamos hartos. (Risas.) 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Castellano. 
iAlgún Grupo quiere fijar su posición en este debate? 

Por el Grupo Parlamentario Vasco, tiene la palabra el 
(Pausa.) 

señor Vizcaya. 

El señor VIZCAYA RETANA: Señor Presidente, señoras 
y seiiores Diputados, mi Grupo Parlamentario coincide 
con el enmendante en algunas d e  las discrepancias que ha 
manifestado respecto al proyecto d e  Ley del Gobierno, en 
concreto respecto al tema de  la competencia y al de  la le- 
gitimación activa a la hora d e  iniciarse el procedimiento 
ahabeas corpusa. No obstante, creemos que cuando se 
tomó en consideración la proposición d e  Ley de  este Gru- 
po se llegó a una solución d e  compromiso, que creo que 
es valiosa en cuanto al precedente que tiene, d e  modo que 

se tramitasen con,juntamcntc ambas iniciativas, la del Go- 
bierno v la de este Grupo. En este trámite estamos en la 
medida que dentro d e  unos dias se iniciará una Ponencia 
que, de  algún modo, va a estudiar conjuntamente tanto el 
proyecto d e  Ley del Gobierno como la proposición de  Ley 
de  este Grupo tomada en consideración por la Cámara. 

El hecho d e  la presentación d e  la enmienda de  texto al- 
ternativo nos pone en una situación comprometida res- 
pecto al voto, puesto que coincidiendo con las discrepan- 
cias no  coincidimos, sin embargo, con el instrumento par- 
lamentario utilizado, ya  que esas discrepancias --en las 
que, vuelvo a repetir, coincidimos- están ya la mayoría 
de  ellas incluso contenidas en nuestra proposición de  
Ley, y dado que esa discusión será mantenida en breve 
plazo en Ponencia, porque los plazos d e  enmiendas se han 
acabado, creemos que e ra  más factible y más realista in- 
tentar a través d e  enmiendas parciales conseguir la modi- 
ficación de  estas discrepancias que, vuelvo a repetir, com- 
partimos. En todo caso aprovecho la circunstancia y la PO 
sibilidad de  intervenir en el debate a la totalidad para so- 
licitar de  los Grupos parlamentarios que vamos a encon- 
trarnos en la Ponencia del proyecto d e  Ley que regula el 
procedimiento del nhabeas Corpus” un esfuerzo máximo 
de  acercamiento entre las posturas, la que contiene nues- 
tra proposición de  Ley, el texto alternativo del señor Ban- 
drés y el proyecto de  Ley del Gobierno, que realmente es 
un proyecto de  Ley bueno quitando estas discrepancias 
que mantenemos y creemos que puede llegarse, en una si- 
tuación de  concordia, a un buen proyecto de  Ley. 

Por tanto, nuestro Grupo se va a abstener e n  esta vota- 
ción. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Vizcaya. 
Tiene la palabra el señor Ruiz Gallardón para fijar la 

posición por parte del Grupo Parlamentario Popular. 

El señor RUIZ GALLARDON: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Intervengo para manifestar que el Grupo Parlamentario 
Popular va a votar en contra de  la enmienda a la totalidad 
del Grupo Mixto defendida hace unos momentos por el 
señor Bandrés. 
Yo quisiera elevar, si es que me fuera posible - d a d a s  

mis cortas luces-, el tono de  la discusión al problema ju- 
rídico que subyace en el fondo de  la cuestión planteada; 
problema jurídico que, a mi juicio, es independiente del 
problema reglamentario de  si cabe o no cabe un texto al- 
ternativo, cuando en realidad lo que se está haciendo sim- 
plemente es pretender la modificación de  determinados 
párrafos de  determinados artículos, determinar cuál es la 
naturaleza jurídica del procedimiento del nhabeas cor- 
pusn, que no es en modo alguno la de  una jurisdicción re- 
visora de  lo dictado Iícitarneiiic por otra jurisdicción, y 
con ello creo que estoy centrando el tema en sus debidos 
términos. 

Si prospera la tesis de  la eniiiicnda a la totalidad, lo que 
acontecería en el supuesto coiic.ivto a que se ha referido 
:on anterioridad el i.cpi.c~ciitaiitc d e  Euskadiko Ezquerra 
10 sería otra cosa sino la siguiente: que una decisión to- 
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mada por un Juez que tiene competencia y jurisdicción 
atribuida por una ley que desarrolla un precepto constitu- 
cional iba a ser revisada en beneficio presunto del reo por 
otro titular de la misma o de inferior categoría, pero eso 
sí, obediente al organismo jurisdiccional de discrimina- 
ción de la jurisdicción en función de razones territoriales. 
Siendo así que el concepto de jurisdicción es un concepto 
que se entiende siempre delegado -la jurisdicción es úni- 
ca en todo el Estad-, no se concibe que en un procedi- 
miento de ahabeas Corpus” se transforme al Juez que en- 
tiende del ahabeas corpusw como revisor, y no por vía de 
recurso, de lo dispuesto legalmente por otro Juez distinto. 
Este y no otro es el problema: y en ese terreno las cosas, a 
mi juicio, son suficientemente claras, los argumentos han 
sido dados en cuanto a la realidad práctica por el repre- 
sentante del Grupo Socialista, y a nosotros no nos queda 
más que afirmar lo siguiente: de ninguna de las maneras 
cuando el Estado español, España entera, está sufriendo 
como está sufriendo en estos momentos, el embate del te- 
rrorismo, cabe recortar ni una tilde las competencias ju- 
risdiccionales que tienen atribuidas la Audienca Nacional 
y los Juzgados Centrales so pretexto de defender unos de- 
rechos que esa misma Audiencia Nacional y esos mismos 
Juzgados Centrales defienden, probablemente, con más 
intensidad y con mayor escrupulosidad, puesto que ade- 
más son más competentes, por razón de la materia, que 
ningún otro en España. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Vamos a proceder a la votación, 
terminado el debate, de la enmienda a la totalidad del 
Grupo Mixto presentada por el señor Bandrés al proyecto 
de Ley Orgánica del ahabeas corpus>p. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 276; a favor, 20; en contra, 243; abstenciones, 13. 

El señor PRESIDENTE Queda, por consiguiente, deses- 
timada la enmienda a la totalidad de texto alternativo pre- 
sentada por el señor Bandrés al proyecto de Ley de U ha- 
beas Corpus”. De este acuerdo se dará cuenta a la Comi- 
sión y se continuará el procedimiento. 

- SOBRE EL PROYECTO DE LEY DE ORDENACION 
DEL SEGURO PRIVADO 

El señor PRESIDENTE Proyecto de Ley de ordenación 

El señor Ministro de Economía y Hacienda tiene la pa- 
del seguro privado. Debate de totalidad. 

labra. 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA 
(Boyer Salvador): Señor Presidente, señorías, intentaré 
con brevedad justificar la presentación y los rasgos carac- 
terísticos de la Ley reguladora del seguro privado, que so- 
meto a la consideración de SS.  SS. (El señor Vicepresiden- 
te, Torres Boursault, ocupa la Presidencia.) 

Saben SS. SS. que en la legislatura anterior se presentó 
un proyecto de Ley que tenía también como objetivo la 
ordenación del seguro privado y que estando en fase 
avanzada de Ponencia quedó truncada su tramitación por 
la disolución de las Cortes. El Gobierno actual, tomando 
como base el texto que había sido dictaminado por Po- 
nencia nombrada en el seno de la Comisión de Hacienda, 
ha incorporado toda una serie de modificaciones que 
creemos mejoran su calidad técnica y que pueden ayudar 
a resolver los problemas que tiene planteados el sector 
asegurador. 

Quizá el aspecto fundamental de los que vertebran esta 
Ley es el de la importancia prioritaria concedida al con- 
trol de solvencia en las empresas de seguros, puesto que 
en España la situación de solvencia de muchas de estas 
compañías ha llegado a niveles críticos. Se inició en Espa- 
tia el control sobre seguro privado mediante la Ley de 14 
de mayo de 1908 y en los casi cincuenta años que estuvo 
en vigor constituyó ciertamente un instrumento muy efi- 
caz para el logro de sus fines. No puede decirse lo mismo, 
desgraciadamente, de la Ley de 16 de diciembre de 1954, 
que rige actualmente, y que nació con una serie de defi- 
ciencias reconocidas por todos. Su laguna fundamental es 
la falta de visión de los problemas que pretendía resolver, 
y prueba de ello es que las Administraciones sucesivas no 
lo han dotado de un Reglamento adecuado y que todavía 
rige uno de 2 de febrero de 1912, correspondiente a la Lcy 
anterior. 
La situación actual del mercado asegurador manifiesta, 

evidentemente, un número excesivo de empresas para 
atender la demanda de seguros. Existen 644 empresas, 
con un volumen de primas próximo a los 400.000 millones 
de pesetas, siendo las gue representan más de 1.000 millo- 
nes de negocio un 81.6 por ciento del mercado. 

Si se hacen comparaciones con la situación en  otros 
países, se ve inmediatamente y sin más profundizar la si- 
tuación de exceso del actual sector del seguro en número 
de entidades. Francia tiene el 75 por ciento de entidades 
aseguradoras que España, con un volumen de negocio 
seis veces superior; Suiza, el I I  por ciento de entidades 
que España, con un volumen tres veces superior; Italia el 
20 por ciento de entidades, con un  volumen cuatro veces 
superior; Inglaterra, el 75 por ciento de entidades que Es- 
paña, con un volurnen 57 veces superior. Es obvio. por 
tanto, que la dimensión del negocio medio en España es 
absolutamente ínfimo. Lo mismo ocurre con el volumen 
de gastos que induce esta pequeña dimensión, que alcan- 
za unas proporciones tales de la cifra de negocios de estas 
entidades que mantiene a muchas de ellas en una situa- 
ción absolutamente crítica. 

Tampoco hay una delimitación clara de las entidades y 
de las operaciones que integran el capítulo de la previsión 
privada, y así aparecen como mutualidades de previsión 
social instituciones privadas, como las define su propio 
ordenamiento, que, sin embargo, cumplen utilidades so- 
ciales evidentes y que deben contar con las garantías téc- 
nicas y financieras suficientes para cumplir su finalidad. 
El control de solvencia es, por consiguiente, el que más 
nos ha preocupado y se ha intentado modularlo, adecuán- 
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dolo a los distintos grupos de  entidades que integran la 
previsión privada, ya sean sociedades anónimas, ya mu- 
tuas a prima fija o a prima variable, ya sean cooperativas 
o mutuas d e  previsión social. 

Las cantidades que actualmente se exigen y que son 
unos mínimos d e  25 millones de  pesetas suscritos y 123 
millones enteramente desembolsados, incluso simple- 
mente actualizando por inflación, darían ya en el momen- 
to presente capitales mínimos d e  375 millones d e  capital 
suscrito y 187 d e  capital desembolsado. 

En síntesis, la Ley, para subsanar las anomalías reseña- 
das, se propone, en primer lugar, fomentar la concentra- 
ción de  empresas y la figura que se instrumenta es la posi- 
bilidad de  crear agrupaciones transitorias de  empresas 
aseguradoras que actúen en el mercado como una unidad 
oferente. Esta situación será transitoria y debe terminar 
con la fusión de  esas entidades, pero evitará a cada em- 
presa el tener que aumentar d e  inmediato los capitales 
para ajustarlos a las nuevas cifras mínimas exigidas en el 
proyecto. Ello unido a las ventajas fiscales dará ese incen- 
t ivo  que hace falta a la concentración empresarial en el 
sector. 

En segundo lugar, el incremento de  las garantías finan- 
cieras específicas, aumentando las cifras de  capital social 
o fondo mutual y consagrando el margen d e  solvencia, 
que es el eje en torno al cual gira la regulación comunita- 
ria de  estas entidades. 

Tercero, dar unidad de  mercado en el área d e  la previ- 
sión privada e introducir la transparencia y la claridad en 
ese área. Se mantiene el «status» legal y funcional d e  los 
montepíos y mutualidades, perfilando y desarrollando de  
manera sistemática en el texto refundido de  la Ley lo que 
ya estaba e n  la Ley d e  6 d e  diciembre de  1941. Los monte- 
píos y mutualidades de  previsión social que actúen exclu- 
sivamente como sustitutorios de  la Seguridad Social obli- 
gatoria quedarán fuera del ámbito de  la Ley ordenadora 
del seguro privado. Subsisten los beneficios fiscales que la 
legislación vigente establece para las mutualidades y 
montepíos de  previsión social. aunque se introduce la mo- 
dificación importante de  traspasar el control estatal del 
Ministerio de  Trabajo y Seguridad Social al Ministerio de  
Economía y Hacienda para lograr una unidad de  trata- 
miento y una homogeneidad de  las entidades de  previsión 
voluntaria. 

En cuarto lugar, la liberalización del mercado, que es de 
extraordinaria importancia y que se orienta en una triple 
vertiente: libertad d e  tarifas para hacer real el principio 
de  libre concurrencia y lograr una mayor competitividad 
en las primas d e  seguros, siempre sobre la base de respe- 
tar principios tkcnicos y d e  equidad y suficiencia en las 
mismas; en segundo tkrmino, y dentro d e  esta liberaliza- 
ción, la supresión del requisito d e  autorización previa de  
las pólizas, habida cuenta, entre otras razones, de  que el 
contenido de  las mismas se halla en la actualidad regula- 
do por la Ley de  contrato de  seguro de ü de octubre d e  
1980; y una mayor flexibilidad en cuanto a las inversiones 
de  los activos correspondientes a reservas o provisiones 
técnicas, eliminando la exigencia, hasta ahora vigente, d e  

la Constitución de un dcp<jSit(J del 60 por ciento d e  las 
mismas. 

Estas medidas liberalizadoras cxigcn, como contraparti- 
da, otras que acentúen la responsabilidad d e  las empresas 
aseguradoras y la d e  sus gestores y, por ello, se endurece 
el régimen de  las infracciones administrativas, que se tipi- 
fica ahora como garantía de  la seguridad jurídica. En este 
sentido, se establece claramente, por primera vez en nues- 
tra legislación, la responsabilidad penal d e  administrado- 
res-gerentes respecto a las pérdidas que pueden producir- 
se a la entidad como consecuencia de  gestiones constituti- 
vas d e  graves infracciones en la misma. 

Esta Ley, sin embargo, y como demuestran las medidas 
anteriores liberalizadoras, va a resultar, o debe resultar 
-si las Cámaras la aprueban- menos intervencionista, 
sin duda, que las Leyes anteriores. Se sitúa en la línea en 
la cual progresa la Comunidad Económica Europea, que 
es la d e  incrementar el control de  la solvencia económico- 
financiera d e  las entidades aseguradoras, reduciendo los 
aspectos meramente administrativos para, sin embargo, 
establecer de  manera objetiva el margen de  solvencia, y al 
introducir la responsabilidad de  los gestores, reforzar 
también la responsabilidad en la gestión d e  estas empre- 
sas. 

En quinto lugar, hay un reforzamiento de  las medidas 
de control en situaciones de  desequilibrio financiero que 
es paralelo a lo que ha venido teniendo lugar en otros in- 
termediarios financieros, permitiendo el establecimiento 
de medidas cautelares a través de  las cuales la Adminis- 
tración pueda intervenir cuando una entidad pase por 
una situación difícil, con peligro d e  deslizarse hacia la in- 
solvencia, que debe obviamente evitarse, más que en nin- 
gún otro caso, en entidades d e  este tipo; y, a estos efectos, 
se dota al órgano de  control de  los seguros privados de  
instrumentos idóneos para tal finalidad. 

Sexto, la sistematización y unificación d e  la normativa 
del sector, puesto que se agrupan, se refunden, se unifican 
normas reguladoras d e  control estatal sobre el seguro, 
cuvo número asciende a más d e  300 vigentes en la actuali- 
dad. 

Quisiera hacer, a continuación, algunas observaciones 
sobre el problema de  la delimitación de competencias im- 
plícitas v explícitas en el proyecto de  Ley. 

El Gobierno no ha tenido ninguna intención d e  mermar 
o d e  sustraer a las Comunidades Autónomas competen- 
cias que les estén atribuidas por la Constitución o por los 
correspondientes Estatutos. Simplemente, partiendo del 
articulo 149.1 de  la Constitución, que reconoce la compe- 
tencia exclusiva del Estado en materia de  legislación mer- 
cantil, en las bases d e  ordenación del seguro, apartado 1 1 ,  
así como en la coordinación general de  la actividad eco- 
nómica del apartado 13, ha querido distinguir entre lo 
que es una ordenación básica v lo que puede ser el desa- 
rrollo, o simplemente la ejecucioii. de  las disposiciones 
normativas por las Comunidadeh. 

Creemos que la ordenacibn de  chlas bases tiene que ser, 
ubviamente, nacional, pero n o  wliimente estamos avan- 
zando en un proceso dc Iioiiiogciicidad y de  clarificación 
de la legislación, sino que avanzamos al mismo tiempo en 
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la homogeneización con lo que pretende y lo que viene 
desarrollando la Comunidad Económica Europea que, 
para armonizar las legislaciones en este campo, ha dicta- 
do dos amplias directivas, mostrando la necesidad (inclu- 
so con la diversidad de sistemas financieros en sentido 
amplio en estos países) de homogeneizar la legislación re- 
lativa a los seguros. 

Creemos que en el proyecto de Ley se permite perfecta- 
mente que una entidad aseguradora que opere únicamen- 
te en el territorio de la Comunidad Autónoma y que ase- 
gure sólo bienes sitos en el territorio de esa Comunidad, 
sea controlada por los órganos competentes de la Comu- 
nidad. Si, naturalmente, por una u otra causa, al contrario 
de las que he citado, es decir, por asegurar bienes que es- 
tén fuera, o por extender su actividad a varios territorios 
autónomos, la sociedad, obviamente, debe caer bajo la 
competencia del control de la Administración pública del 
Estado central. 

En definitiva, y para no alargar esta exposición intro- 
ductoria, creemos que con la legislación que hoy se pre- 
senta se completa una historia, que ha quedado truncada 
ya en sucesivas ocasiones históricas, de la mayor impor- 
tancia para el sistema financiero español, que está clara- 
mente bajo el riesgo de ser colonizado por empresas ex- 
tranjeras, no solamente ya e n  el área, muy maltratada, de 
los reaseguros. sino incluso en la propia área del seguro 
tal cual, y junto a las Leyes que antes citaba (relativas a los 
órganos de control de las Cajas de Ahorro, o a las funcio- 
nes del Banco de España, o a los créditos cooperativos o a 
los coeficientes), debe constituir, efectivamente, una pieza 
absolutamente clave y un elemento vital del equilibrio fi- 
nanciero espafiol. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 
chas gracias, señor Ministro. 

A este proyecto se ha presentado una enmienda de tota- 
lidad de devolución al Gobierno, por el Grupo Parlamen- 
tario Vasco (PNV). Para su defensa, tiene la palabra el se- 
ñor Olarte. 

El señor OLARTE LASA: Señor Presidente, señoras y se- 
ñores Diputados, considero que estamos ante un buen 
proyecto de Ley sobre ordenación del seguro privado, si 
exceptuamos el que se considere necesario incluir en el 
mismo la nueva regulación sobre las entidades de previ- 
sión social, pero voluntarias, que a nuestro juicio debían 
ser objeto de un proyecto de Ley específico. Sin embargo, 
nuestro Grupo se ve obligado a presentar y defender una 
enmienda a la totalidad al mismo, al igual que hizo en la 
anterior legislatura. 

iDónde está, pues, el fundamento de esta enmienda a la 
totalidad? El fundamento radica en que este proyecto de 
Ley no está a la altura de las circunstancias instituciona- 
les del nuevo Estado nacido de la vigente Constitución. La 
descentralización política que anunciaba dicho texto 
constitucional supone un reparto de poderes públicos 
que se proyecta sobre una gran parte de los elemeiitos 
componentes de la realidad en que vivimos. Pues bien, el 
seguro privado constituye uno de tales elementos compo- 

nentes de la sociedad en que vivimos sobre el que se 
proyecta el reparto de los Poderes públicos que implanta 
la Constitución vigente. No hay más que acudir a uno de 
los preceptos del Título VI11 de la Constitución para veri- 
ficar dicha afirmación. En efecto, el artículo 149.1.1 1.8 de 
la Constitución atribuye al Estado competencia exclusiva 
en materia de bases de ordenación de créditos, banca y 
seguros, permitiendo a las Comunidades Autónomas la 
asunción de competencias de desarrollo legislativo y eje- 
cución según sus Estatutos de Autonomía. Hoy en día, 
dada la evolución del proceso autonómico, puede decirse 
que existen Comunidades Autónomas, como la de Euska- 
di, que han sido investidas de los poderes de desarrollo le- 
gislativo y ejecución en esta materia de ordenación del se- 
guro privado. 

Por todo ello, señorías, estamos en presencia de una 
materia en la que, de acuerdo con la Constitución y los di- 
ferentes Estatutos de Autonomía, resulta de capital im- 
portancia la vertebración autonómica de los Poderes pú- 
blicos al quedar dividida la competencia entre Estado, en 
relación a las bases, y las Comunidades Autónomas, en re- 
lación al desarrollo legislativo y ejecución de las mismas. 
Sin embargo, uno acude al proyecto de Ley remitido por 
el Gobierno, comienza a leer su exposición de motivos - 
instrumento justificativo del articulado y, en consecuen- 
cia, instrumento de un gran valor interpretativo- y, ter- 
minada su lectura, uno  se pregunta si el proyecto tiene 
algo que ver con el nuevo sistema constitucional de des- 
centralización política del poder. Si quien lo leyese fuera 
alguien que no conociese dicho sistema constitucional, no 
le cabría la menor duda de que el ente competente en ma- 
teria de seguros privados es el Estado. Por tanto, para el 
autor de la exposición de motivos del proyecto de Ley no 
existe el proceso autonómico; pero como sabemos que 
realmente existe, hay que interpretar que, al menos para 
dicho autor, el artículo 149 de la Constitución y el proceso 
autonómico no tienen nada que ver con la ordenación del 
seguro privado. 

Pero no se asusten SS. SS., aunque la exposición de mo- 
tivos guarda absoluto silencio en ese tema, el articulado 
del mismo no sigue la misma pauta. Existen dos precep- 
tos, nada más y nada menos, que se refieren a las Comuni- 
dades Autónomas: el artículo 33 y la Disposición final sex- 
ta, de cuya denominación tampoco se deduce la verdade- 
ra participación de las Comunidades Autónomas que re- 
sulta de la Constitucihn y de los Estatutos de Autonomía. 

Resulta ciertamente sorprendente que el reparto de po- 
der que anuncia el artículo 149.1.1 1 de la Constitución y 
que materializan los Estatutos de Autonomía tenga un re- 
flejo formal de dos preceptos, uno de ellos además con de- 
nominación inadecuada -se refiere al artículo 33- y no 
precisa justificación ni explicación alguna en la exposi- 
ción de motivos del proyecto de Ley. Ello es mucho más 
sorprendente y preocupante en la medida en que estamos 
ante la primera Ley referente al seguro privado que se 
pretende aprobar con posterioridad a la Constitución y a 
los Estatutos de Autonomía, y asimismo ante la primera 
Ley en el plano financiero privado. 

Alguien me podría decir qué importancia tienen estas 
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cuestiones d e  mera forma que he expuesto hasta ahora si 
lo verdaderamente importante es el contenido d e  las nor- 
mas. En efecto, lo verdaderamente importante es el fondo 
de  las normas, pero la forma siempre tiene un valor indi- 
ciario del contenido de  éstas. En el caso que nos ocupa, la 
forma utilizada en el proyecto de  Ley puede ser interpre- 
tada por las Comunidades Autónomas como un prejuicio 
y como una actitud reveladora d e  una intención d e  desco- 
nocer a las Comunidades Autónomas en este terreno. Es- 
tos indicios formales tienen su confirmación en el conte- 
nido de  los preceptos, como rápidamente voy a analizar, y 
suponen ya un negro presagio d e  su significación. 

En efecto. el contenido del artículo 33 se asienta sobre 
dos pilares a la hora d e  fijar las condiciones que hacen 
factible el que las Comunidades Autónomas puedan ejer- 
citar competencias en materia d e  seguro privado, bien 
esacasas y poco significativas, por otra parte, y son que las 
entidades aseguradoras tengan su ámbito de  actuación Ii- 
mitado al territorio d e  la Comunidad Autónoma d e  que se 
trate y que la localización de  los riesgos que aseguren no 
excedan asimismo de  dicho territorio. La consecuencia di- 
recta e inmediata que se deriva de  la aplicación dc  esos 
dos requisitos limitativos es que se vacían jurídicamente 
d e  todo contenido real las posibilidades que puedan tener 
las Comunidades Autónomas en base a sus Estatutos de 
ejercitar competencias de  desarrollo legislativo y de  eje- 
cución en materia de  seguros. 

Permítanme S S . S S .  un simple ejemplo que sirve para 
ilustrar y confirmar lo que acabo de  señalar. Supongamos 
una entidad de seguros con sede social e n  Sevuilla, por 
ejemplo, y que se dedica al ramo de  vida. Pues bien, para 
que la Comunidad Autónoma andaluza pueda ejercitar al- 
guna de  las competencias señaladas e n  la Disposición f i -  
nal sexta sobre dicha entidad de  seguros, ksta n o  sólo de- 
berá limitar su ámbito de  actuación al territorio andaluz, 
asegurar de  vida a los vecinos de  Andalucía, sino que en 
su póliza de  seguros deberá hacer constar explícitamente 
que no les cubre e n  el evento d e  fallecer fuera del territo- 
rio andaluz, porque el riesgo quedaría localizado fuera del 
mismo. Realmente absurdo, señorías, y más cn un Estado 
cuya Constitución dispone que nada ni nadie puede pri- 
var a las personas de  su derecho a la libre circulación e n  
todo el territorio. 

Pero esa misma situación se da tambikn para el ramo 
d e  accidentes y enfermedad, para el de  caución y crédito. 
servicios, etcétera, es decir, para todos los ramos d e  segu- 
ros que establece el proyecto de  Ley. a excepción de  los 
que cubran daños a las cosas. Incluso si en este ramo de  
seguros que cubre daño a las cosas, ponemos en relación 
el contenido del artículo 33 con los dos requisitos limitati- 
vos que señala y el contenido del artículo 10, que fija los 
capitales sociales mínimos suscritos que deben tener las 
compañías de  seguros según ramos, y con cuya norma 
nuestro Grupo está absolutamente de  acuerdo. nos en- 
contramos con que va a ser imposible legalmente que una 
entidad de  seguros que cumpla con esos requisitos sea 
competitiva y viable. 

Es, por tanto, claro, señorías -al menos para nuestro 
Grupo lo es-, que de  la conjunción de  normas que persi- 

guen la modernización d e  las estructuras del sector d e  se- 
guros - c o n  las que estamos d e  acuerdo- y de  las normas 
limitativas que establece el artículo 33 - c o n  las que no 
estamos de acuerdo-  se dc-riva la imposibilidad legal d e  
que las Comunidades Autóiiomas puedan ejercitar algún 
tipo de  competencias e n  materia dc' seguros privados. 
Y no se me argumente que las normas limitativas que 

contiene el articulo 33 derivan d e  la necesidad de  asegu- 
rar la unidad d e  mercado, porque ello no  es cierto, ya que 
la unidad de  mercado está asegurada por el carácter de  
generalidad y obligatoriedad con que deben ser aplicadas 
las normas básicas que contiene el proyecto de  Ley, pero 
no es necesario a tal fin, en absoluto, que el ejercicio de  
las competencias de  orden reglamentario que no tengan 
carácter d e  básicas - q u e  también lo pueden tener- y las 
de  carácter administrativo que se derivan del propio 
proyecto d e  Ley deben tener también carácter d e  básicas 
y, por tanto, centralizadas. El propio Tribunal Constitucio- 
nal ha rechazado en más d e  una ocasión el que las Leyes 
d e  bases pueden tener una concreción tal que signifique 
la anulación d e  toda posible competencia reconocida por 
los Estatutos a las Comunidades Autónomas. 

Frente a la concepci6n expresada e n  el provecto de  Lev, 
el Grupo que represento formula otra que dota la actua- 
ción de los Poderes públicos de  la necesaria coherencia 
con la materia de seguros privados y, en consecuencia, 
con  el desenvolvimiento real v natural de  &tos en nuestra 
sociedad. 

Para nuestro Grupo lo que procede es delimitar las 
competencias entre los diferentes entes públicos con po- 
deres en materia de seguros -Estado y comunidades Au- 
tónomas-, v para ello propone, en primer lugar, que la 
actuación pública relacionada con la situación estructural 
o institucional de  las entidades aseguradoras v reasegura- 
doras debe venir atribuida al ente en ctivo territorio radi- 
que la sede social de  la entidad aseguradora. Esto es lo 
que podernos denominar criterio de  la sede social. 

En segundo lugar, que la acíuación pública relacionada 
con la actividad de  las entidades aseguradoras v rcascgu- 
radoras orientada hacia el mercado d e  los seguros y la ac- 
tividad externa de  tales entidades debe ser atribuida al 
cntc e n  cuyo territorio se ejerza la misma. 

En tercer lugar, esta actuación por parte d e  las Comuni- 
dades Autónomas se desarrollará de  acuerdo con las nor- 
nias básicas del Estado. 

Evidentemente las bases habrán de  establecer las nor- 
nias coniunes para todo el territorio del Estado y habrán 
j e  posibilitar la operatividad dc  los señalados criterios de 
itribución de competencias. Sin duda alguien estará pen- 
a n d o  que se está atribuyendo a la actuación de  las Comu- 
iidadcs Autónomas una eficacia extraterritorial. En efcc- 
.o, ello es así, pero no quiere decir en modo alguno que sc' 

s t k  vulnerando el significado d e  territorialidad como li- 
nitc de competencias de las Comunidades AutOnomas. 

El provecto de  Lcv, a nuestro iuicio, parte de  un signifi- 
:ado de la territorialidad como limite de  Competencias de  
as Comunidades Autónomas qiic' es absolutamente injus- 
ificado si se toman como cooidcnadas la Constituqión y 
os Estatutos de Autonomia. Porque una cosa es que el 
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ejercicio d e  una competencia por una Comunidad Autó- 
noma haya de  realizarse en el territorio de  la misma y 
otra diferencia que tal ejercicio tenga una eficacia fuera 
del territorio d e  aquklla. A nuestro entender, la territoria- 
lidad hace relación al ejercicio de  una competencia, pero 
no necesariamente a sus efectos. En este orden de  cosas 
debo seiialar que el propio Tribunal Constitucional esti- 
ma que la actuación de  una Comunidad Autónoma puede 
tener su eficacia fuera d e  su territorio si así se contiene en 
sus propios Estatutos de  Autonomía. 

En los Estatutos d e  Autonomía que tratan de  esta com- 
petencia d e  seguros n o  se indica expresamente la eficacia 
extraterritorial aludida, pero, al remitirlo a las bases esta- 
tales, se permite que sean éstas las que señalen la proce- 
dencia d e  dicha eficacia extraterritorial, razón por la que 
cabe hacerlo ahora, dado que lo que estamos haciendo en 
este momento es, precisamente. fijar tales bases. 

Es hora, señorías. de que pasemos de  la retórica de  las 
palabras y d e  la política d e  gestos a dar un contenido real 
a las posibilidades de  autogobierno que encierran los Es- 
tatutos d e  Autonomía, al menos para aquellas Comunida- 
des Autónomas que lo quieran de  verdad. Nosotros, que 
somos una minoría en esta Cámara, pero mayoría en la d e  
Euskadi dolorida y violenta, así lo pedimos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Goursault): Mu- 

Turno en contra d e  esta enmienda. (Puusu.) Tiene la pa- 
chas gracias, señor Olarte. 

labra el señor Sotillo. 

El señor SOTILLO MARTI: Señor Presidente, señorías, 
efectivamente la única enmienda de  totalidad planteada a 
este proyecto d e  Ley es una enmienda d e  devolución pre- 
sentada por el Grupo Parlamentario del Partido Naciona- 
lista Vasco, repitiendo una serie d e  argumentaciones en 
relación con el proyecto o en relación con una discusión 
que ya tuvimos -por lo menos algunos de  los presentes- 
en el año 1981 con relación al tambikn entonces proyecto 
de  Ley sobre esta materia. Quisiera, por tanto, hacer notar 
que este proyecto d e  Ley no sigue literalmente los mis- 
mos criterios que aquel proyecto d e  Ley en relación con 
los problemas autonómicos que ha planteado S. S. Por 
tanto, sería bueno estudiar las diferencias - e n  nuestra 
opinión sustanciales- que existen entre el actual proyec- 
to de  Ley y aquél, en  relación con las competencias auto- 
nómicas. 

Yo creo que lo mejor para oponerse a esta enmienda d e  
totalidad no es -y coincido con S .  S.- hacer un juicio de  
intenciones o que yo  subiera a esta tribuna y le dijera a 
S.  S .  que el proyecto de  Ley me parece que respeta abso- 
lutamente la Constitución y el Estatuto de  Autonomía vas- 
co (me parece que eso sería muy poco), sino que hiciéra- 
mos algo que creo que todavía está por hacer y es un estu- 
dio profundo del propio Estatuto d e  Autonomía y d e  cada 
una de  sus palabras, porque es útil que eso se haga y que 
se haga en provecho de  la interpretación más amplia posi- 
ble d e  esas palabras, pero de  alguna manera hay que suje- 
tarse a ese texto que es el que nos vincula a todos, en este 
caso al Estatuto de  Autonomía vasco. 

Y o  me voy a limitar a hacer un apunte de  lo que creo 
mede  ser una interpretación razonable y perfectamente 
ajustada a los textos legales en relación con los temas au- 
:onómicos de  este proyecto de  Ley, y para eso es preciso 
partir de  los datos legales de que disponemos. En primer 
lugar, el artículo 149.1.1 1 d e  la Constitución, que reserva a 
la competencia exclusiva del Estado el sistema monetario, 
las divisas, cambio, convertibilidad y bases d e  la ordena- 
ción del crédito, Banca y seguros. Al  mismo tiempo, el 
mismo articulo 149.1.6, reserva a la Competencia exclusiva 
del Estado la legislación mercantil. 

El segundo dato legal vigente es el artículo 1 1 ,  número 
2, letra a), del Estatuto de  Autonomía vasco, que señala: 
i<Es también competencia d e  la Comunidad Autónomas 
del País Vasco el desarrollo legislativo y la ejecución, den- 
tro d e  su territorio, de  las bases, en los terminos que las 
mismas señalan en las siguientes materias: a )  Ordenación 
del crédito, Banca y seguro». En este punto quisiera hacer 
notar ya alguna diferencia importante: Primera, que el ar- 
tículo I I  del Estatuto d e  Autonomía vasco n o  es lo mismo 
-no sólo desde el punto de  vista sistemático, sino de  con- 
tenido- que el artículo 10 del propio Estatuto de  Autono- 
mía vasco, ni que el 12, como luego diri., que ha puesto rc- 
cientemente d e  relieve el Tribunal Constitucional. Por 
tanto, hay que hacer una interpretación del articulo 1 1  del 
Estatuto de  Autonomía vasco que no sea la misma inter- 
pretación en relación con el articulo 10. 

Segunda cuestión: el artículo 1 I del Estatuto de  Autono- 
mía vasco tiene dos puntos diferenciados, su número 1 v 
su número 2. En el número 1 atribuye a la competencia de 
la Comunidad Autónomas del Pais Vasco el desarrollo Ic- 
gislativo y la ejecución dentro de  su territorio de la legis- 
lación básica del Estado, y subrayo, legislación básica del 
Estado. El número 2 dice: «... de  las bases, c n  los ti.rminos 
que las mismas seiialan ...». Salvo que interpretáramos quc 
es exactamente lo mismo decir Icgislación básica que dc- 
cir bases, en los términos que las mismas señalan, y si in- 
terpretáramos que son sinónimas, sobraría la distinción 
entre el número 1 y el número 2 del artículo 1 1  del Estatu- 
to d e  Autonomía del País Vasco. Por tanto, la intcrpreta- 
ción tiene que ser diferente -por lo que luego dire-. Es 
decir, deberemos preguntarnos, en primer lugar, quk es 
legislación básica y, en segundo lugar, que son bascs, 
cuando no dice nada más ni la Constitución ni un Estatu- 
to de  Autonomía. 

Por otra parte -y S. S .  ha obviado ese debate hoy; su- 
pongo que en las enmiendas al articulado lo planteara-, 
hay una sustancial diferencia respecto al número 23 del 
artículo 10 del Estatuto de  Autonomía del País Vasco: las 
mutualidades, n o  integradas en la Seguridad Social con- 
forme a la legislación general en materia mercantil, com- 
petencia no ya de  la legislación básica o de  las bases, sino 
Competencia del artículo 10. Por tanto, S.  S. e n  ese punto 
n o  ha entrado, y y o  me permito n o  entrar ahora, sin per- 
juicio de  que me temo -no me temo desde el punto de 
vista de  temor, en ese sentido, sino que creo-. estoy con- 
vencido de  que SS. SS. estarán tambikn absolutamente 
abiertos a entrar en ese tema, porque pensamos que debe 
darse la misma conclusión al artículo 10, número 23, del 
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Estatuto d e  Autonomía vasco como de otros Estatutos d e  
Autonomía, que al artículo 1 1  sobre el que S. S. ha centra- 
do el debate en este momento. 

A partir de  ese dato -v dado que el mutualismo de prc- 
visión social tiene una solución distinta según los Estatu- 
tos de Autonornia, y como sabemos, para centrar el dcba- 
te, tan sólo los Estatutos de Autonomía vasco, el de Cata- 
luña, el de Andalucía, el de la Comunidad canaria y el de 
la Comunidad valenciana tienen una previsión similar en 
relación con el mutualismo de  previsión social (los demás 
n o  tienen previsión sobre esta cuestión); por tanto, en su 
momento habrá que centrar la cuestión en relación con 
esos Estatutos de Autonomía v darle una solución ajusta- 
da al tenor literal de las Leyes Orgánicas que son los Esta- 
tutos de  Autonomía. A partir de  estos datos legislativos 
creo conveniente realizar algunas precisiones sobre lo 
que debe entenderse, primero, por legislación, segundo, 
por legislación mercantil, v tercero, por bases. 

La noción de legislación v su contenido lo ha dejado fi-  
,iado el Tribunal Constitucional en varias sentencias a par- 
tir de la de 5 de noviembre de 1981 hasta las de 4 de  mavo, 
14 v 30 de junio de 1982. La conclusión es, v cito tcxtual- 
mente: «Cuando la Constitución e n  su articulo 149 utiliza 
'el concepto de legislación como criterio dcfinidor del áni- 
bito en que las Comunidades Autónomas pucdcn adquirir 
competencia propia, tal concepto ha de ser entendido, en 
consecuencia, en sentido material, sea cual fucrc el rango 
formal de las normas.. Sentencia de 14 de ,junio de 1982. 

Ante todo. es menester huir de interpretaciones niera- 
rncntc literales, pues tanto los conceptos de legislación 
como de c,jccución son lo sut'icicntemcntc amplios para 
que dcba rcchazarsc la interpretación que asimila, sin 
más, legislación al conjunto de normas cscritas con forma 
o valor de Lcv v la interpretación que asimile c,jccución a 
con,iunto de actos concretos de c.jecución en una dctcrmi- 
nada materia. En este contexto, y salvo la reserva expresa 
de Lcv, n o  puede desconocerse el carácter que la modcr- 
na doctrina atribuvc a la potestad rcglamcntaria como 
una ttknica de colaboración de la Administración con el 
Poder legislativo. 

En consecuencia, legislación, conccpto utilizado por el 
articulo 149 de la Constitución, comprende tanto las 
Lcvcs formales como los reglamentos c,jccutivos de  las 
mismas, pudiendo restar para las Comunidades Autóno- 
mas la participación c,jccutiva, í 'uncih c,jccuti\,a que n o  
comprende más potestad normativa que la de dictar re- 
glamentos orgánicos. 

Segunda afirmación. Sobre el concepto de legislación 
mercantil disponemos de dos sentencias del Tribunal 
Constitucional, la de  16 de noviembre de 1981 y la de 29 
de ,julio de 1983. En ambas se sienta el criterio de que le- 
gislación mercantil no es sinónimo de Derecho Privado 
Mercantil, s ino que la imbricación absoluta cntrc Derecho 
Privado v Derecho Público en el iinibito de lo mercantil 
debe reconocerse si se quiere que el número 6 del aiticu- 
lo 149.1 tenga la expresión en la práctica que la doctrina, y 
niás en materia de seguros, ha venido elaborando dcsdc 
hace muchos años. Y la doctrina en materia de seguros es- 
iinia que la legislación que tradicionalmcntc cntrccomi- 

llamos como administrativa condiciona o es parte d e  un 
complcio de  normas mcrcantilcs que no dcben ser sólo el 
Dcsrccho Priwdo McrL.;iiiiil. Sc>iitencias, repito, en rcla- 
cióii c~oii cl C ~ O  dcl C'c*iiiro clc cuntratación d e  cargas en 
el tiaiibpoi-te LCI"XLI~C LIC iiicrcniicías, de  aquella disposi- 
ción del Gobierno vasco, LIC. I b  tlc noviembre de 1981, y 
sentencia sobre Coopcrati\xs c'n cl caso vasco de 29 de ju- 
lio de 1983. 

Tercer apunte que quisicrn realizar. El concepto de ba- 
ses se integra por los sigiiiciiics I'undamcntos: La noción 
bases o legislación básica n o  es un concepto formal. sino 
material --cito textualmente-. «El e,jercicio de  la compc- 
tcncia estatal para el establecimiento de bases o Icgisla- 
ción básica, a que en distintos párrafos de  su apartado pri- 
mero se refiere el artículo 149 de la Constitución, n o  rc- 
quiere en modo alguno la promulgación de Leyes de  ba- 
ses o de  Leyes marco. La noción de  bases o de normas bá- 
sicas ha de ser entendida como noción material y, en con- 
secuencia, esos principios o criterios básicos, cstcn o no 
formulados como tales, son los que racionalmente se dc- 
duccn de  la legislación vigcntc.m Sentencia de  28 de julio 
de 1981. 

Segundo, que puesto que n o  se trata de una noción t'or- 
nial, sino material, a la definición de lo básico pucdcn 
contribuir n o  sólo las Leyes, sino 1ambii.n las normas rc- 
glanicntarias -cito textualmente-. «De esta noción ma- 
terial de bases se infiere que unas normas no son básicas 
por el mero hecho de estar contenidas en una Lev y ser en 
clla calificadas como tales, sino que lo esencial del con- 
cepto d e  bascs es cl contcnido de  la norma. Dado el carác- 
ter fundanicntal v general de las normas básicas, el instru- 
nicnto para cstablcccrlas con posterioridad a la Constitu- 
cibn es la Ley. Sin cnibargo, puede haber supucstos e n  los 
que el Gobierno podrá hacer uso de su potestad rcgla- 
nicntaria para regular por Real Decreto y de modo coni- 
plcnicntario alguno de los aspectos básicos de una niatc- 
ria determinada.,, Sentencias de 28 de enero de 1982 y de 
28 dc,iunio de 1983. 

Tercero, la definición de lo que sea básico en cada ma- 
tcria es algo que deben concretar las Cortes, y el Tribunal 
Constitucional sienta el siguiente criterio -y cito tcxtual- 
mente-: « L o  que la Constitución persigue al conferir a 
los órganos generales del Estado la competencia cxclusiw 
para establecer las bases de la ordenación de una niateria 
dctcrminada~~ -la de scguros- «es que tales bases ten- 
Kan una regulación unilornic y de tigcncia en toda la na- 
:ión, con lo cual se asegura, en aras de intereses gciicralcs 
,upcriorcs a los de cada Comunidad Autónoma, un co- 
m ú n  denominador normativo a partir del cual cada co- 
munidad, en delcnsa del propio intcrks general, podrá cs- 
iiblcccr las peculiaridades que le convengan dentro del 
iiarco de competencias que la Constitución v su Estatuto 
e hayan atribuido sobre aquella niisrna materia.» Scntcn- 
:¡a de 28 de enero de 1982. 

Sentados estos criterios, cii iiii opinión contestaría a la 
mniienda a la totalidad y I'uiiil;iiiicntaría la oposición a la 
Icvolución del texto al Gobic.i,iio por entender que la in- 
crprctación que S. S. hace AL- los textos legales, ni  es la 
inica, n i ,  en mi opinión, ha siLlo recogida litcralmcntc, tal 
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como S. S. la ha expuesto aqui hoy, por el Tribunal Consti- 
tucional. 

A partir de esta exposición S. S .  señala algunos aspectos 
concretos de la Ley que le merecen cierto reproche o cier- 
ta crítica. Y en esos aspectos concretos de la Ley, incluso 
en expresiones concretas que usted ha utilizado como el 
de riesgo en el seguro de vida, asimilando el riesgo al lu- 
gar de la producción del evento, cuando el riesgo n o  es el 
lugar de la produccibn del evento, ni siquiera la forma en 
que el evento muerte se produce, sino el hecho en si de la 
muerte, y el hecho de la muerte sobre una vida humana 
concreta asegurada por una compañia. Por tanto, en mi 
opinión, cuando el articulo 32.2 del texto legal habla de 
riesgo se utiliza en este concepto. Porque no es lo mismo 
el riesgo en un seguro de incendios que en un seguro de 
personas. 

Pero dejando aparte que pueden existir coincidencias 
con S. S., en relación con algunos defectos técnicos que 
pueden plantearse en el curso del debate de Ponencia v 
de Comisión de esta Ley, he querido en este momento 
realizar un análisis profundo sobre el planteamiento de 
fondo que S .  S .  hace, en relación con este proyecto de Ley. 

Resumo para concluir, señor Presidente, señorías, el ar- 
tículo 1 1  del Estatuto de Autonomía vasco señala que 
compete a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislati- 
vo y la ejecución de las bases, en los términos que las mis- 
mas señalan; competencia que es distinta de la que señala 
el número 1 del artículo 1 1  y de la que señala el artículo 
10. Y en el marco de esa competencia, recogida en el nú- 
mero 2 del artículo 1 1 ,  nosotros creemos que este texto 
soluciona ese problema. 

Su señoría ha dicho que algo se puede y debe argumen- 
tar algunas veces, como es el principio de unidad de mer- 
cado, pero no he querido entrar en ese principio, como 
S.  S .  habrá observado. He querido leer y estudiar a fondo 
el Estatuto de Autonomía vasco. Y a partir de ese estudio, 
junto con las sentencias del Tribunal Constitucional, de- 
cirle a S. S. que del respeto máximo de este Estatuto y de 
su interpretación como garantía de que esta Ley debe res- 
petar y debe acomodarse a la legislación orgánica existcn- 
te, nosotros creemos que el proyecto de Ley puede ser 
mejorado. Puede ser precisado en algunos aspectos, cues- 
tión distinta que S. S. no ha planteado y que deberá tener 
una solución distinta al articulo 11.2 del Estatuto de Auto- 
nomla vasco, que es el tema del mutualismo de previsión 
social, que no está contemplado en este artículo. sino en 
el articulo 10, y sobre el cual sin duda yo estaría mucho 
más de acuerdo o muy por delante que usted en relación 
con la interpretación del artículo 11.2. 

Por esa razón nosotros hoy nos oponemos a la enmien- 
da a la totalidad que ha presentado el Grupo del Partido 
Nacionalista Vasco, sin perjuicio, repito, a que los aspec- 
tos concretos que S.  S. ha denunciado como incorrectos o 
como imprecisos puedan ser precisados posteriormente. 

Creo que no me he limitado a generalidades y que he 
contribuido, modestamente, a exponer una interpretación 
y un  estudio que convendrá hacer en el futuro, si no  que- 
remos quedarnos en la pura retórica autonomista. Y 

como yo sé que S. S. no quiere, y yo tampoco lo quiero, he 
traído hoy un modesto estudio sobre estas materias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

Para u n  turno de rkplica, por un tiempo de cinco minu- 
chas gracias, señor Sotillo. 

tos, tiene la palabra el señor Olarte. 

El señor OLARTE LASA: Gracias, señor Presidente. 
De la intervención del señor Sotillo deduzco que hav 

como dos planos diferenciados. El primer plano hacia re- 
ferencia a que este proyecto de Ley ha recogido algunas 
mejoras técnicas que durante la legislatura anterior se 
presentaron por diferentes Grupos Parlamentarios. Me ha 
dado a entender que si este Grupo, y yo personalmente, 
hubiese estudiado en profundidad este nuevo provecto de 
Ley, tal vez hubiese optado por no presentar la enmienda 
de totalidad. 

Señor Sotillo, he estudiado muy en profundidad este 
proyecto de Ley y el anterior provecto de Ley del Cobicr- 
no de UCD. He empezado mi intervención diciendo que 
este es un buen proyecto de Ley de ordenacion del seguro 
privado, que nuestras diferencias radicaban básicamente 
o casi exclusivamente en la estructuracibn del poder polí- 
tico que se deriva de la concepción que tienen ustedes del 
Estado de las autonomias. 

Pero yo le diría que este proyecto de Ley en el plano 
económico reconoce en su Disposición final sexta meno- 
res competencias exclusivas a asumir por las Comunida- 
des Autónomas que aquellas que preveía el anterior 
provecto del Gobierno de UCD, tanto cuantitativa como 
cualitativamente. 

En orden cualitativo, por ejemplo, recuerdo que aquel 
primer proyecto de Ley preveia la posibilidad de que las 
Comunidades Autbnomas pudiesen controlar el funciona- 
miento de las entidades de seguros, pudiesen controlar el 
estado de su solvencia, entre otras cosas, v su situación 
real; prcveia la posibilidad de que las comunidades Autó- 
nomas pudiesen establecer medidas cautelares sobre las 
entidades aseguradoras; preveía, tambikn, la posibilidad 
de establecer unos procedimientos de sanción, e, incluso, 
ejercitar el derecho de sanción hasta quinientas mil pese- 
tas. 

Todos estos aspectos, que y o  considero que realmente 
tienen una significación política más o menos profunda, 
en este proyecto dc Lcy quedan simplemente retirados. 

Señor Sotillo, usted tiene que reconocer conmigo que 
las competencias que de alguna forma puedan asumir, 
caso de que las puedan asumir, en base a la Disposición f i -  
nal sexta se reducen, más o menos, a que puedan tener 
efectos especiales a nivel autonbmico, para hacer constar 
en ella los aspectos formales que, cbmo no, se harán en 
base a la notificacibn que provenga del Ministerio de Eco- 
nomía y Hacienda. Y poco más, señor Sotillo, es el alcance 
de las facultades de desarrollo legislativo y dc ejecución 
que ustedes pretenden reconocer. a travds de la Disposi- 
ción final sexta. a las Comunidades Autónomas. 

Pero es que el fondo de mi Planteamiento no estaba en 
considerar si eran muchos o pocos, importantes o menos 
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importantes, las competencias que se puedan asumir en 
base a este proyecto d e  Ley por parte d e  las comunidades 
Autónomas. El fondo d e  mi planteamiento está en que le- 
galmente, d e  derecho, entiendo que hay una imposibili- 
dad legal d e  asumir ningún tipo d e  competencias, ni si- 
quiera las que se prevén e n  la Disposición final sexta; por- 
que del ,juego d e  la modernización de  las estructuras eco- 
nómicas, y del juego entrecruzado de  las dos limitaciones 
que supone el artículo 33 para que las Comunidades Autó- 
nomas puedan asumir competencias en materia d e  segu- 
ros, no va a haber posibilidad legal, señor Sotillo, de  que 
las puedan asumir. 

Usted. e n  la segunda parte d e  su intervención, ha dado 
una lección magistral sobre cuál es el contexto o el marco 
,jurídico e n  el que se desenvuelve esta materia. Ha hecho 
referencia a la Constitución en su artículo 149; asimismo, 
nos ha venido a decir que los artículos 10 y 1 1 no son igua- 
les en el Estatuto d e  Autonomía, y que a su vez n o  son 
iguales al 12; que hay dos aspectos bien diferenciados, 
uno habla de  la legislación básica, otro habla de  que la 
base d e  esta identificación legal tiene muv diferente senti- 
d o  jurídico y político. 

Pero este n o  es el fondo, entiendo yot que se tenia que 
dilucidar en estos momentos en la Cámara: el tema es 
que, aceptando el significado que usted le da  al articulo 
11.2 del Estatuto de  Autonomía. de  este provecto de  Lcv v 
como consecuencia inmediata se deriva que ni nosotros 
n i  las comunidades Autónomas podrán tener legalmente 
n i  de  hecho posibilidades en materia de seguros. Y que 
aun cuando las comunidades Autónomas tienen que sujc- 
tarsc a las bases en los propios tcrminos que esta Cámara 
decida, que las Cortes Generales decidan, como consc- 
cucncia de que no  se deriva, en  definitiva, competencia 
para las Comunidades Autónomas, el tema es cómo apli- 
carnos el contenido d e  estas bases v el ttirniino de  estas 
bases. 

El Tribunal Constitucional ha dejado claro que esta Cá- 
mara es soberana para fijar el alcance v significado de  las 
bases. (El serior Presiderire ociipu la Presidericiu.) 
Yo no vov a cuestionar sobre la legalidad o constitucio- 

nalidad de este proyecto dc  Lcv; no es esto lo que quicio 
plantear. Lo que planteo es quc si hubiese una voluntad 
política de  darle más alcance o más contenido a las com- 
petencias de  las Comunidadcs Autónomas en esta materia 
de seguros, esta Cámara es adecuada para ello. Lo único 
que hace falta es tener voluntad política, señor Sotillo. 

El sctior PRESIDENTE Muchas gracias, señor Olartc. 
Tiene la palabra el señor Sotillo para rcplica, por un 

tiempo máximo de  cinco minutos. 

El señor SOTILLO MARTI: Yo cstov convencido de  que 
usted, señor Olartc, n o  quiere decir que nuestro Grupo n o  
tenga voluntad política en esta materia. En todo caso, 
mire, es su opinión. Si vo ahora Ic insisto v Ic aseguro por 
iodo lo más querido que tenemos voluntad política, usted 
va a seguir diciendo que n o  tenemos voluntad politica. 
Este es un debate de Ollendorf, porque n o  entramos nun- 
ca a decir: Todos los que estamos aqui poseemos, por su- 

puesto, voluntad política; n o  \,ol\,amos a hablar de  esas 
cuestioncs; Iiablcnios cle lo5 lenias concretos y de  qué en- 
tiendeii ustedes por el u . t i L , t i l o  11.2 clc su Estatuto d e  Au- 
tonomia; pl:iiitc~-ii uiia ;iIiL.i.iiativa concreta, en relación 
con esa materia, que respete 105 iii~iculos 11.2 y el 149.1.13 
v 149.1.1 1 de  la Constitución. Eiiioiiccs es cuando estare- 
mos hablando d e  cuestiones concrclas y d e  Competencias 
de la propia Comunidad Autbnoiiin. Estoy seguro de  que 
lo haremos en Ponencia y e n  Coniisibn. 

Lo que ustedes nos dicen hoy es: como no tienen volun- 
tad política, devudvasc el texto al Gobierno. Pues mire, 
por ahí nosotros no podemos entrar, porque me permitirá 
que afirme que tenemos voluntad política d e  resolver esta 
materia. 
Nos gustaría coincidir e n  relación con las sentencias del 

Tribunal Constitucional y con la legislación orgánica, que 
nos obliga a todos, incluso a los que n o  tengan, en su caso, 
voluntad política; tambikn a Csos les obliga la propia Icgis- 
lación orgánica que esta Cámara se ha dado. Por tanto, no 
es una cucstion de  voluntad política, sino de  respeto a las 
propias Leves v, por consiguiente, d e  respeto al ordena- 
miento ,jurídico integrado por el Estatuto de  Autonomía 
vasco v por los demás Estatuos d e  Autonomía. 
Y podremos discutir en Ponencia o en Comisión el ám- 

bito territorial de  las Competencias sobre seguros, pero 
antes de  debatir esa materia convendría que todos leyéra- 
mos v tuvikramos presente el fundamento jurídico núme- 
ro 4 d e  la sentencia del Tribunal Constitucional de  29 d e  
julio de  1983, en relación con la Lev d e  Cooperativas vas- 
:-a v, en concreto, con la inconstitucionalidad d e  su Dispo- 
sición final primera, declarada por el Tribunal Constitu- 
zional. 

A partir de  esa interpretación de  la Disposición final 
primera, que regulaba el ámbito tcrritcrial de  competen- 
:¡a d e  la Comunidad vasca en relación con el cooperati- 
vismo (competencia, recuerdo, del articulo 10 v n o  del 1 I ) ,  
podremos ofrecer las fórmulas alternativas, que es de  lo 
que se trata. De lo contrario, me temo que seguiremos e n  
una retórica autonomista o, en su opinión, antiautonomis- 
ta, de  la que vo he querido huir; no quiero que permanen- 
temente se descalifique a nadie, a ningún Grupo Parla- 
mentario v,  desde luego, menos al mío, con la historieta 
i e  la voluntad política. De lo que hav que hablar va hov 
no es tanto de  la voluntad política, de  la que siempre ha- 
brá que  hablar, desde luego, sino del respeto a la legali- 
.iad vigente y, por tanto, del estudio serio de  las senten- 
:¡as del Tribunal Constitucional de  cada uno de  los Esta- 
lutos de  Autonomía, empezando en este caso, por ser us- 
:cd hoy enmendante a la totalidad, por el Estatuto de  Au- 
:onomia vasco. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias. (El serfor OIurte 

iAlgún Grupo Parlamentario quiere fijar posición? (Puir- 
Lasu pide la puluhru.) No. señor Olarte. 

iu.) Tiene la palabra el señor OriiL. 

El señor ORTIZ GONZALEZ: Señor Presidente, seño- 
-¡as, con toda brevedad, para lijar la posición del Grupo 
Parlamentario Centrista. 
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Ouiero adelantar que esta posición no es favorable a la 
enmienda presentada por el Grupo Vasco y si lo es, en 
cambio, al texto presentado por el Gobierno, y lo es por 
dos órdenes fundamentales de razones. Primero, por una 
razón de congruencia o de coherencia con la posición 
mantenida por el Grupo Centrista en la anterior legislatu- 
ra. El texto que se somete hoy a deliberación y que esta- 
mos discutiendo no es muy distinto, es sustancialmente 
coincidente, del texto elaborado y aprobado por el Go- 
bierno anterior, que fue remitido a esta Cámara y que ini- 
ció el trámite parlamentario que desafortunadamente 
hubo de interrumpir. En segundo lugar, por coincidencia 
con los objetivos fundamentales que el proyecto persigue; 
es decir, normalizar el mercado, incorporando, de entra- 
da, sin discriminación, a las entidades de previsión; pro- 
mover e impulsar la especialización, potenciar el reasegu- 
ro, etcétera; en definitiva, mejorar los esquemas de con- 
trol y de seguimiento de las entidades aseguradoras y rea- 
seguradoras en toda su dimensión. 

No obstante, entendemos que el texto, que ha sido per- 
feccionado en alguna medida -no nos duelen prendas en 
reconocerlo-, es también a su vez claramente perfecti- 
ble, y esa es la razón por la que nosotros hemos presenta- 
do una serie de enmiendas para su debate y discusión en 
Comisión. 

En ese sentido, quiero aludir a que nos parece necesa- 
rio mejorar el tratamiento del problema de las relaciones 
entre la Administración central y las Administraciones de 
las Comunidades Autónomas en la materia, fundamental- 
mente en cuanto a lo establecido en el apartado dos del 
artículo 33 y en la Disposición final sexta, que nos parece, 
desde el punto de vista de tecnica jurídica, absolutamente 
inaceptable e inadecuado. Lo discutiremos detenidamen- 
te en Comisión, pues no tiene sentido que en un texto se 
haga referencia a artículos del mismo articulado que se 
contempla, incorporando modificaciones a ese texto; es 
decir, que se diga en la Disposición final sexta que hay 
que añadir un párrafo al artículo 8.0, al 9.0, al 10, al 1 1 ,  et- 
cétera, del mismo texto legal dado. Desde el punto de vis- 
ta de técnica jurídica no tiene sentido y lo que procede es 
que estas normas, estos incisos, estas apostillas, se incor- 
poren a los artículos correspondientes del proyecto, del 
texto legal de que en definitiva se trata. 

Este tipo de temas, así como el tratamiento a las coope- 
rativas de seguros o el problema de las cifras de capitales, 
de acomodación a las que están en vigor en la Comunidad 
Económica Europea, entendemos que pueden y deben ser 
objeto de discusión en el debate específico de la Comi- 
sión. 

Con estas salvedades, y en la esperanza de que se pue- 
dan obtener estas mejoras, repito, la posición del Grupo 
Centrista es favorable al proyecto presentado por el Go- 
bierno, por lo que vamos a votar en ese sentido. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Ortiz. 
Por el Grupo Parlamentario de la Minoría Catalana, tie- 

ne la palabra el señor Trías de Bes. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, se- 

ioras y señores Diputados, para fijar nuestra posición 
inte la enmienda de totalidad presentada por el Grupo 
Parlamentario Vasco. 

Nuestro Grupo Parlamentario se abstendrá en la vota- 
:ión de dicha enmienda, por las siguientes razones. En 
Jrimer lugar, porque este Grupo Parlamentario considera 
iecesaria la regulación del mundo del seguro privado; es 
lecir, está de acuerdo en la oportunidad del proyecto, en 
:uanto a la ordenación del seguro privado. Por tanto, en 
:ste aspecto está en contra de una enmienda de devolu- 
:ión. 

Se abstendrá este Grupo Parlamentario en cuanto a di- 
:ha enmienda por otra razón fundamental, que es por la 
:oincidencia en algunos planteamientos que el portavoz 
del Grupo Parlamentario Vasco ha expuesto ante el Pleno 
ic la Cámara en defensa de su enmienda de totalidd. Ta- 
les son: uno, la distribución competencial que en el 
proyecto se realiza, y, dos, el tratamiento que el proyecto 
da al mutualismo de previsión social, con argumentacio- 
nes que yo no voy a exponer aquí y ahora, para no alargar 
cl debate, y que iremos exponiendo en el debate en Po- 
nencia y en Comisión, que quedan plasmadas en las en- 
miendas que este Grupo Parlamentario ha presentado a 
dicho proyecto de Ley. 

Tomamos buena nota de lo que el portavoz del Grupo 
Socialista manifestaba ante el Pleno de esta Cámara en 
xanto  al tratamiento diferenciado, para el Grupo Socia- 
lista, de lo que supone la distribución cornpetencial y lo 
que se refiere al mutualismo de previsión social no inte- 
grado en la Seguridad Social. Es decir, en ese punto puc- 
de haber, y yo estoy convencido de que los habrá, puntos 
de coincidencia y que en los trabajos de Ponencia y Comi- 
sión llegaremos a una redacción en la que se respete el 
sistema competencia1 que dibujan la Constitución y los 
Estatutos de Autonomía. 

Tomamos buena nota, tambicn, señor Sotillo, de su 
aportación al Pleno de esta Cámara de las interpretacio- 
nes sobre lo que el Grupo Socialista considera que son 
Leyes de bases o marco de legislación básica, y su inter- 
pretación de lo que se considera o no  legislación mercan- 
til. 

Discrepamcs, pero ya lo discutiremos en Ponencia o en 
Comisión, en su caso. de los argumentos que S. S .  ha ex- 
puesto en esta sesión, pero ya lo discutiremos, repito, en 
Comisión y sobre todo en Ponencia, cuando analicemos 
las enmiendas quc nuestro Grupo Parlamentario tiene 
presentadas en este provecto de Ley. 

Creo que conseguiremos, puesto que nadie duda de la 
voluntad politica de ninguno de los Grupos Parlamenta- 
rios de la Cámara, llegar a puntos de acuerdo y que saldrá 
un buen proyecto de Ley en el que se respete: uno, la dis- 
tribución competencial; dos, todo lo que se refiere al mu- 
tualismo de previsión social que se ha introducido en esta 
Ley, creo yo -y esto es un criterio de nuestro Grupo-, 
con un excesivo rigor reglamentista, por cuanto la mate- 
ria de ordenación del seguro nada tiene que ver con el 
mutualismo de previsión social. 
Es más, yo creo que ésa era, incluso, la voluntad del 

Grupo Socialista, puesto que el Grupo Socialista creia que 
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eran dos cuestiones que no tenían nada que ver. Una cosa 
es el seguro privado, la ordenación del seguro privado 
con sus entidades con ánimo de lucro, y otra cosa es el 
mutualismo de previsión social, y ello me hace pensar que 
esa era la voluntad del Grupo Socialista, puesto que anali- 
zando las contestaciones a preguntas de los señores Dipu- 
tados he hallado una en la que así se manifiesta el Gobier- 
no, contestando a un señor Diputado que planteaba una 
serie de preguntas sobre la Seguridad Social en materia 
de pensiones. Hay una contestación del Gobierno, cuando 
habla de pensiones en los sistemas privados, en la que es- 
pecifica y concreta que una cosa es la Ley del seguro pri- 
vado, que puede tener aspectos que contemplen, por 
ejemplo, fondos de pensiones de Seguridad Social, y otra 
cosa muy distinta es el mutualismo o toda la normativa vi- 
gente de los sistemas de previsión sin ánimo de lucro, que 
están contemplados en la actual Ley de Mutualidades y 
Montepíos, de 6 de diciembre de 1941. Sin embargo, el 
proyecto de Ley ha mezclado una cosa y otra; ha introdu- 
cido esas mutualidades de previsión social en esta Ley y 
las regula como si fueran entidades con ánimo de lucro, 
como unas entidades de seguro privado. 

Creo que en este punto vamos a llegar en Ponencia y en 
Comisión, en s u  caso, a un acuerdo. Vamos a respetar 
también en este punto las competencias estatutarias. se- 
ñor Sotillo, porque creo, además, que en este caso del Es- 
tatuto de Cataluña, por ejemplo, quedan clarísimas y, ade- 
más, no con los puntos a que se refiere el artículo 1 1  del 
Estatuto vasco, sino con una alusión clarísima a la compe- 
tencia exclusiva de la Comunidad Autónoma en el Estatu- 
to de Cataluña, respecto al mutualismo no integrado en la 
Seguridad Social y respecto a la legislación mercantil. 

Ya discutiremos, señor Sotillo, qué entendemos noso- 
tros y qué entiende el Tribunal Constitucional, incluso 
con la misma sentencia que se ha citado en esta Cámara 
sobre las cooperativas de la Comunidad Autónoma vasca; 
ya discutiremos lo que es y lo que no es legislación mer- 
cantil. Pero sólo fijar nuestra posición respecto a esta en- 
mienda de totalidad nos obliga a una abstención, puesto 
que no  consideramos que se deba devolver el proyecto al 
Gobierno y, por otra parte, consideramos que debe respe- 
tarse, como dice el portavoz del Grupo Parlamentario 
Vasco en la defensa de sus enmiendas, todo aquello que 
hace referencia al sistema competencia1 y todo lo que 
hace referencia al mutualismo en la Seguridad Social. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Trias de 

En nombre del Grupo Parlamentario Popular, tiene la 
Bes. 

palabra el señor Renedo. 

El señor RENEDO OMAECHEVARRIA: Muchas gracias, 
señor Presidente. 

Señoras y señores, para expresar la toma de posición 
del Grupo Popular en relación con la enmienda presenta- 
da por el Grupo Nacionalista Vasco, que va a ser contraria 
a esta enmienda a la totalidad porque entendemos que n o  
existen -abundando aquí en argumentaciones que se 
han reiterado en anteriores intervenciones- motivos su- 

ficientes para devolver íntegramente el texto del proyecto 
de Ley al Gobierno. Por el contrario, creemos que, a pesar 
de que existen bastantes aspectos que pueden ser objeto 
de discusión en el mismo, i ' s~os  pueden ser objeto del co- 
rrespondiente trabajo en Poncncia y en Comisión. 

Creemos que, en efecto, el proyccto de Ley tiene mu- 
chos aspectos positivos derivados, en primer lugar, del he- 
cho mismo de su existencia, puesto que es obvio que exis- 
te una perentoria necesidad dc regular en España el mer- 
cado del seguro privado despues del largo camino que el 
señor Ministro nos ha expuesto con anterioridad nada 
menos que a través de tres proyectos de Ley, de 1977, de 
1981 y el actual de 1983. 

Por otro lado, estimamos tambikn positivo que esta re- 
gulación vaya a homogeneizar el tratamiento del seguro 
privado en España en relación con el que existe en otros 
países europeos, haciendo así efectivas las directrices de 
la Comunidad Económica Europea e imprescindibles en 
su día, cuando accedamos a dicha comunidad. También 
consideramos acertadas una serie de medidas tales como 
la elevacion de capitales mínimos y los fondos mutuales 
en garantía precisamente de los derechos de los usuarios, 
la regulación del margen de fondo de garantía y del mar- 
gen de solvencia y otra serie de medidas en este sentido. 

N o  ocultamos, sin embargo, que existen también aspec- 
tos muy perfectibles en este proyecto de Ley como son, a 
nuestro juicio, un excesivo intervencionismo estatal, en 
donde discrepamos del Partido del Gobierno, que cree- 
mos que llega a ser atosigante en algunos momentos y ex- 
cesivamente reglamentista. Entendemos también que es 
muy confusa la regulación y la situación de las mutualida- 
des de previsión social, quizá por atender a criterios pura- 
mente accidentales y externos, como puede ser el hecho 
de que estuviesen reguladas en una determinada Ley de 
1941 o por el hecho de que desarrollen una función de ca- 
rácter n o  lucrativo, cuestiones que deben ser objeto de 
una atención especial, pero que tampoco tienen que im- 
plicar el que cuando estas mutualidades desarrollen acti- 
vidades claramente de seguro privado, en competencia 
con otras compañías aseguradoras, n o  se les exijan los 
mismos requisitos y márgenes de solvencia y, en definiti- 
va, garantías para los asegurados que se exigen para las 
demás entidades. 

Consideramos también confusa la regulación de las 
cooperativas en una clara duplicación, a nuestro juicio, 
respecto de las mutuas de seguros. Pero, en definitiva, en- 
tendemos que todos estos aspectos pueden ser atendidos 
y mejorados a través de la reglamentación correspondien- 
te. 

En relación con la enmienda a la totalidad presentada 
por el Grupo Nacionalista Vasco, sobre la supuesta in- 
constitucionalidad de determinados apartados del 
proyecto de Ley, creemos que, efectivamente, aunque no 
es a nuestro juicio la Ley inconstitucional considerada de 
un modo global y teniendo en cucnta los preceptos en los 
cuales se basa el artículo 149 tlc la Constitución, en cuan- 
to a exclusividad del Estado eii lii legislación mercantil y 
también en cuanto a exclusividud de fijar las bases para 
todo lo referente a Banca, a h o i n  y seguro, creemos, sin 
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embargo, que si existen algunos aspectos formales que 
pueden ser también objeto de modificación, y concreta- 
mente que algunos de los artículos citados, como es el 33, 
como es el caso de la Disposición final sexta, son efectiva- 
mente defectuosos desde el punto de vista de la técnica 
jurídica y poco respetuosos, al menos en principio, con las 
competencias asumidas por Comunidades Autónomas de 
diferente naturaleza, según que se trate de mutualidades 
de previsión social o de desarrollo legislativo en relación 
con la materia de la Banca, de los seguros y del ahorro. 

Entendemos, por ello, que existen algunos aspectos de 
la Ley que, en este sentido, deben modificarse con el fin 
de adecuarlos plenamente a la Constitución, eliminando 
así las sospechas que, incluso desde el punto de vista for- 
mal, puede parecer que la rozan o, por lo menos, no respe- 
tan íntegramente estas competencias al caer en una regu- 
lación excesivamente formalista, reglamentista, descen- 
diendo a detalles excesivamente concretos y no limitarse, 
como creemos que es el criterio más adecuado a fijar de 
una manera clara cuáles son las bases que son de aplica- 
ción común en todo el territorio nacional y que, por tanto, 
podrán ser a su vez desarrolladas por las Comunidades 
Autónomas cuando tengan atribuidas esta competencia 
por sus respectivos Estatutos. 

A pesar de ello, consideramos -ya digo- que, en su 
conjunto, el proyecto de Ley es aceptable, es mejorable y 
por ello nuestro voto va a ser contrario a la enmienda a la 
totalidad, sin perjuicio de que prestemos toda nuestra co- 
laboración con el fin de que, tanto en Ponencia como en 
Comisión, puedan corregirse los defectos que el proyecto 
de Ley presenta. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias, señor Renedo. 
Terminando el debate, vamos a proceder a la votación 

de la enmienda de totalidad y de devolución del Grupo 
Parlamentario Vasco (PNV). 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 284; a favor, 15; en contra, 254; abstenciones, 15. 

El señor PRESIDENTE Queda desestimada la enmien- 
da a la totalidad al proyecto de Ley de ordenación del se- 
guro privado, presentada por el Grupo Parlamentario 
Vasco (PNV). Se comunicará este acuerdo a la Comisión y 
el proyecto de Ley seguirá la tramitación reglamentaria. 

- SOBRE EL PROYECTO DE LEY DE COMPARECEN- 
CIAS EN LAS COMISIONES DEL CONGRESO Y DEL 
SENADO 

El sellor PRESIDENTE: Enmiendas a la totalidad al 
proyecto de Ley de comparecencias en las Comisiones de 
investigación del Congreso y del Senado. 

Hay dos enmiendas a la totalidad, una de devolución y 
otra de texto alternativo, del Grupo Parlamentario Popu- 
lar, que van a ser defendidas en un solo turno. 

El señor Herrero y Rodríguez de Miñón tiene la palabra 
para su defensa. 

El señor HERRERO Y RODRIGUEZ DE MIRON: Señor 
Presidente, al defender conjuntamente estas dos enmien- 
das -una de devolución y otra de texto alternativw no 
quiero dejar, en primer lugar, de rendir el homenaje debi- 
do a la intención que ha movido a la presentación de este 
proyecto por parte del Gobierno. Creo que hay que rendir 
este homenaje a la tradición corta, como es nuestra vida 
democrática, pero suficiente, que ha movido al Grupo So- 
cialista ya en anteriores legislaturas a propugnar una ini- 
ciativa análoga a ésta. Lo que creo es que esa intención 
debe ser, con la ayuda de todos los Grupos de esta Cáma- 
ra. suficientemente profundizada para que, de buena in- 
tención, llegue a ser buena Ley. 

Esta Ley, como decía antes el señor Castellano, nos nc- 
cesita a todos, y el Grupo Popular, desde luego, está dis- 
puesto a prestar su colaboración. 

Esta Ley, tal corno se deduce a primera vista del proyec- 
to que nos envía el Gobierno, parecería una Lev de escasa 
trascendencia, de tono menor, puesto que el provecto se 
reduce a cinco artículos, casi innecesarios porque poco 
añaden a lo previsto en el propio articulo 76 de la Consti- 
tución, que trata de desarrollar, v a los correspondientes 
preceptos reglamentarios. 

Sin embargo, la verdad es que, pese a esta dcsafortuna- 
da realización inicial de una buena intención, que tal vez 
era suficiente en un  primer momento, pero que habia que 
haber desarrollado -v entre todos podemos desarro- 
llar-, a pesar de ello -digo-  se trata de un tema de má- 
xima importancia. Un tema que ha sido v que es trcmcn- 
damente polkmico en la práctica, en la doctrina v en el 
Derecho comparado. 

Biste recordar que en los Estados Unidos esta cuestión 
ha supuesto una larga jurisprudencia que se remonta, al 
menos que y o  sepa, a mediados del siglo pasado v que si- 
gue hasta ahora; que e n  Italia hav una  sentencia, que sin 
duda los redactores del provecto conocen de sobra: la 
sentencia 231 /1975; que existe una importante polh ica ,  
señalada por nombres relevantes de la doctrina italiana, 
que. por afinidad lingüistica, son bien conocidos de los iu- 
ristas del Partido del Gobierno, como son los casos de Es- 
posito, Mortati, Giannini, Virga, etcCtera, v una pokmica 
que ha tenido aspectos tan dramáticos, como fue, en ticm- 
pos del Senador McCarthy, e n  Estados Unidos, la llamada 
caza de brujas, que prcdujo tan importante erosión e n  la 
defensa de los derechos y libertades y que ha tenido últi- 
mamente en Italia resonancias n o  menos dramáticas con 
la Comisión de investigación sobre las actividadcs d e  la 
Mafia. 

Señor Presidente, el tema es muy grave, porque se trata 
de poner en pie y de hacer posible que una comisión del 
Congreso no enjuicie, por supuesto, pero si investigue, v 
como dice una importantisima sentencia del Tribunal de 
los Estados Unidos, relativa a este terna, de 1881, cuando 
se investiga, naturalmente SL' valora, y se pone a la luz pú- 
blica y se hace valorar por la opinión pública lo que puc- 
de en un momento dado ser la intimidad Y el derecho in- 
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dividual. Se trata de un tema, por tanto, de  gran importan- 
cia politica, pero n o  de  politica de  partido. No está aquí en 
cuestión el modelo que pueda uno u otro Partido tener de  
la sociedad o d e  las relaciones sociales, porque estoy se- 
guro de  que no  está en la intención de  ustedes erosionar 
los derechos y libertades ni crear una especie de  pseudo- 
tribunal popular. No es eso lo que está e n  juego; no  es una 
politica de  Partido; lo que está en juego es la politica que a 
todos nos interesa, la política de  la construcción y fortale- 
cimiento del Estado de  derecho y de  la defensa de  las I i -  
bertades. Porque n o  hay libertad sin ese estado de  ánimo 
que procede de  la conciencia que cada uno tiene de  su se- 
guridad, y con un mal sistema de  investigación por comi- 
siones parlamentarias, la seguridad d e  los individuos pue- 
d e  ser gravemente amenazada, mientras que con un buen 
sistema de  investigación la seguridad de  los individuos y 
del Estado, la seguridad de  todos, puede resultar fortaleci- 
da. 

Se trata, pues, de  un tema de  política, que supone el de- 
sarrollo de  un mandato constitucional, el del articulo 76 
de  nuestro texto vigente, que, como tantas veces ha seña- 
lado el propio Grupo socialista, no sólo cuando estaba en 
la oposición, sino cuando está en el Gobierno y desde el 
discurso de  investidura d e  su propio Presidente, debe rea- 
lizarse por la via del consenso, consenso al que nosotros, 
en este turno y en esta enmienda d e  texto alternativo, pre- 
sentamos nuestra contribución. 

Por las razones que expondr6, señor Presidente, flota 
sobre este proyecto gubernamental el fantasma de  la in- 
constitucionalidad, pero no teman ustedes, n o  les voy a 
amenazar con un nuevo recurso de  inconstitucionalidad. 
Ustedes saben que y o  no soy especialmente aficionado a 
ese argumento. Lo que estoy proponiéndoles, y ustedes lo 
saben bien, lo que estoy proponiéndoles, en nombre de 
mi Grupo, es  una alternativa, que, respondiendo a la in- 
tención d e  su proyecto, es una alternativa mejor, y que 
permitiria que si la aceptan ustedes, ustedes con la ayuda 
de  todos los Grupos de  la Cámara, pilotarán una obra de  
interés común. 
Dos son, señor Presidente, los mayores defectos que, a 

nuestro juicio, exigirían que el Gobierno retirase su inicial 
proyecto de  Ley, sea para mejorarlo, o que la Cámara vo- 
tase su devolución, y después aceptase nuestro texto al- 
ternativo. Y esos dos argumentos son los siguientes: por 
una parte, el proyecto del Gobierno no prevé el necesario 
carácter d e  Ley Orgánica d e  una norma que, como toda 
norma penal, afecta a los derechos Fundamentales, y, en 
consecuencia, cae dentro de  las estrictas previsiones del 
articulo 81 de  la Constitución. Tal es el tenor literal de  
este articulo 81, que ni siquiera en ocasión famosa el se- 
ñor Ledesma negó; tal la tesis que se deduce de  los pro- 
pios actos d e  esta Cámara, que, por ejemplo, ha exigido 
que sea Ley Orgánica la Ley d e  Control de  Cambios, preci- 
samente porque creaba nuevas figuras penales; tal el te- 
nor general de la doctrina. 

El principio de  legalidad penal, tutelado en el articulo 
25 de  la Constitución, se incluye en aquella famosa Sec- 
ción primera del Capitulo 11 del Título Primero de  la 
Constitución y lo que esta Ley contiene -y perdón por el 

aparente barroquismo de  la expresión, pero se debe a un 
antiguo Senador socialista, el señor Aguilar Navarro-, 
esta norma, es una «perinorma. que se remite, para bus- 
car o determinar su .endonormaN, al Código Penal. Pero, 
en todo caso, al crear, aunque sea por remisión, un nuevo 
título penal, lo que está es ampliando el campo de  lo pe- 
nal, y el juego d e  los artículos 25 y 81 de  la Constitución 
exigiría que fuera tramitada como tal Ley Orgánica. 

En segundo lugar, señor Presidente, el proyecto del Go- 
bierno adolece d e  algunas deficiencias técnicas. Desde el 
punto de  vista material, baste pensar, por ejemplo, que el 
artículo 3.11 del proyecto, pese al propósito de  la exposi- 
ción d e  motivos, n o  responde a la distinción establecida 
por el vigente Código Penal en los artículos 237 y 369, que 
prevén respectivamente la desobediencia d e  particulares 
y la desobediencia d e  funcionarios. Y al no distinguir la 
Ley lo que distingue el Código Penal, resulta que, al final, 
se sanciona con una pena más aflictiva al ciudadano parti- 
cular desobediente que al funcionario desobediente a una 
citación del Congreso. 

En cuanto a las deficiencias procesales, basta tener en 
cuenta que n o  se contiene ninguna d e  las garantias de 
nuestras Leyes procesales para la comparecencia ante 
una Comisión investigadora, ni  incluso siquiera la muy 
importante asistencia letrada, que el otro día el Presiden- 
te González señalaba en la Televisión como una de  las 
más importantes realizaciones en materia de  derechos 
humanos del Gobierno socialista. .Y es claro que la asis- 
tencia letrada, y eventualmente técnica, que se reconoce 
ante la investigación que realiza un organismo policial o 
.judicial, debería, por supuesto, también reconocerse ante 
la investigación que realiza un organismo politico. 

Y esto no seria una novedad, setia el Derecho compara- 
do  y la práctica universal. Los precedentes inmediatos del 
articulo 76 de  la Constitución, que ahora tratamos de  de- 
sarrollar, son las correspondientes normas de las Consti- 
tuciones italiana y alemana; y en ambas se establece que 
la Comisión de  investigación tendrá los mismos limites 
que los Tribunales de  Justicia en cuanto a garantías del 
investigado. Y si es cierto que el articulo 76 de  la Constitu- 
ción no contiene una expresión semejante. lo que sí es 
cierto es que lo que nuestro Tribunal Supremo ya hace 
muchos años .denominó la «ratioB> expansiva dcl Estado 
de  derecho y el principio de  analogia del Titulo prelimi- 
nar del Código Civil y el principio de  seguridad jurídica, 
del artículo Y." d e  la Coiistitución, exigirán que en España 
se hiciese lo que se hace e n  Alemania y en Italia, es  decir, 
por remisión o por introducción, establecer para el inves- 
tigado por una comisión, garantías semejantes al investi- 
gado por un organismo jurisdiccional. 

Por otra parte, también faltan en esta Ley garantías ta- 
les como las de  la intimidad de  la conciencia, del articulo 
16.2 de  la Constitución, o la intimidad y el honor, del ar- 
tículo 17.3 d e  la misma Constitución. 

Estas deficiencias no invalidan la buena intención del 
proyecto, el valor del proyecto, y el mérito que, sin duda, 
el Grupo Socialista ha tenido moviendo, desde tiempo ha, 
este proyecto. Pero estas deficiencias, a mi juicio, obligan 
a que en común cojamos otra base d e  discusión, y este es 
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el texto alternativo que y o  propongo a esta Cámara que 

Aquí, y con esto termino, señor Presidente, n o  están e n  
,juego, repito, las políticas de  los Partidos; está en juego un 
interés común. Nadie queremos que las Comisiones d e  in- 
vestigación sean lo que un famoso Juez americano, hace 
ya más d e  un siglo, en un caso famoso, Howard contra 
Gosset, llamó el nuevo inquisidor general del reino. Aquí 
n o  queremos, ni ustedes ni nosotros, que se restablezca 
una nueva inquisición general del reino. Queremos que se 
establezca un sistema de  Comisiones, que ayuden, me- 
diante la investigación, a que las Cortes desempeñen bien 
sus dos funciones fundamentales: la legislativa y la de  
control, según el articulo 66. 

A eso responde nuestro texto alternativo, que es una ini- 
ciativa abierta, tan mejorable como puede ser la suya. No- 
sotros creemos que avanza más por el camino que ustedes 
inician; pero entre todos podriamos mejorar, sin duda, el 
texto alternativo que nosotros presentamos, y desde aho- 
ra señalo que e n  el artículo 1.0 d e  nuestro texto alternati- 
v o  habría que introducir algo que, en todo caso, nosotros 
introduciremos como enmienda. N o  pueden ser citados a 
ninguna Comisión d e  investigación ni los Magistrados del 
Tribunal Constitucional, ni los Jueces y Magistrados del 
Poder judicial ordinario, ni, a nuestro juicio, los Presiden- 
tes de las Comunidades Autónomas, porque dos son los 
Fundamentos para que funcione bien el sistema de investi- 
gación: por una parte, la garantía d e  las libertades ciuda- 
danas, y por otra, el mantenimiento del sistema de  distri- 
bución de  poderes horizontales y territoriales que esta- 
blece la Constitución. 
Los tres principios, señor Presidente -y ruego que me 

conceda cuatro minutos más, y con ello si que termino, 
sin duda-, a que responde nuestro texto alternativo son 
los siguientes. En primer lugar, el respeto que las &mi- 
siones d e  investigación deben tener respecto de  los res- 
tantes poderes del Estado, Jueces y Magistrados -Titulos 
VI y IX d e  la Constitución-, Presidentes de  las Comuni- 
dades Autónomas y respeto a lo que, con palabras clási- 
cas, pudiéramos denominar secreto d e  Estado y que reco- 
ge nuestro vigente Reglamento del Congreso en los articu- 
los 7.0.2. y 44. Porque lo que es evidente es que una regu- 
lación de  las Comisiones de  investigación tiene que tener 
muy en cuenta, como tiene en cuenta la citada sentencia 
italiana, que al citar al investigado no es lo mismo citar a 
un ciudadano particular para que d é  cuenta de  su intimi- 
dad, que citar a un funcionario para que dé  cuenta de  sus 
actividades y en qué medida estas actividades pueden in- 
volucrar, y en qué medida eso ha d e  ser amparado, por la 
propia reglamentación interna d e  la Comisión d e  investi- 
gacion, lo que pudiéramos denominar secretos de  Estado. 

En segundo lugar,-es preciso r e spe tv  los derechos y li- 
bertades de  los ciudadanos, y, como el Tribwal Supremo 
americano sefi&ra en una famosa sentencia, citado por 
todos los tratadistas en la materia, la sentencia Barm-  
blatt, estos derechos son un límite a la investigación de  la 
Cámara, y vuelvo a citar el articulo 16.2, libertad de  con- 
ciencia, la intimidad -artículo 18.1-, la n o  incrimina- 
ción, la no autoinculpación, que el proyecto gubernamen- 

vote. 
tal no contempla y, más aún, que obligaría al investigado a 
declarar contra si, y que nuestra Constitución protege en 
el articulo 18.1. Todos estos límites, sin duda, deben ser 
introducidos en el texto definitivo, para el que nosotros 
ofrecemos, como base d e  trabajo, nuestro texto alternati- 

Tambikn nuestro texto cuida d e  las garantías procesa- 
les, como son las condiciones de  los requerimientos, el es- 
tablecimiento de  un trámite preliminar, el acto de  compa- 
recencia, con la consiguiente asistencia letrada y tkcnica, 
que, insisto, es posible introducir ante los Tribunales o en 
una Comisaria y n o  en una Comisión de  investigación, que 
puede revestir necesariamente aspectos extraordinaria- 
mente técnicos. 

Por último, nuestro tercer principio es el respeto a los 
Tribunales, como única instancia susceptible d e  enjuiciar 
y d e  deducir responsabilidades. 

Estos son los principios del texto que ustedes conocen, 
porque se ha repartido a todos los Grupos Parlamenta- 
rios. com,o corresponde a una enmienda, y que yo les aca- 
bo de  exponer. Señores de  la mayoría, en sus manos está 
tomar una de  estas tres soluciones. Ustedes pueden asu- 
mir nuestro texto, con lo cual demostrarán su capacidad 
d e  pilotar una política de  Estado y harán ustedes, por pri- 
mera vez, verdad la promesa del hoy  Presidente del Go- 
bierno en su discurso de  investidura, de  que la razón debe 
predominar sobre la fuerza de  los votos, v de  que cuando 
se ha cometido un error no ocurre nada por corregir ese 
error y convertirlo e n  un acierto mayor, aceptando las so- 
luciones de los demás. 

Ustedes pueden tambikn seguir el vicio de «mantene- 
Ila. y no eenmendalla., y e n  ese caso pueden ustedes dar 
a luz un texto que malogrará una magnífica intención y 
una magnífica iniciativa politica, porque el día que uste- 
des lo vayan a poner en aplicación, lo primero con que se 
encontrarán será con una multitud de  recursos de  ampa- 
ro. ya que el investigado se encontrará con que sus dere- 
chos fundamentales han sido violados. Y eso nos conviene 
a todos que n o  ocurra; porque lo que a nadie le conviene 
es que una mayoría accidental de  esta Cámara pudiera 
crear una Comisión susceptible de  caza d e  brujas, como la 
que padeció en los años 50 algún conocido país. 
Y ustedes pueden, por último, hacer otra cosa, que es 

rechazar ahora estas enmiendas, y después introducirlas 
en Ponencia y en Comisión. En ese caso no engañarán us- 
tedes a nadie, porque en la explicación de voto final se 
verá lo que ustedes han aceptado; pero habrán cometido 
ustedes un tremendo error: se habrán engañado ustedes a 
sí mismos y a la opinión pública nacional, porque si uste- 
des aceptan ahora este texto demuestran que tienen, si n o  
la voluntad perpetua, si la capacidad de  aceptar las inicia- 
tivas ajenas, y pilotar, desde su mayoría electoral y parla- 
mentaria, una política d e  Estado. 

A ustedes les corresponde el decidir si quieren «mantc- 
nellau y equivocarse, o apuntarse, por una vez y con la 
ayuda tan reiteradamente ofrecida de  la oposición, un ex¡- 
to político. Muchas gracias. 

vo. 

El seiior PRESIDENTE: Gracias, señor Herrero y Rodrí- 
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gucz de  Miñón. La Presidencia entiende que S. S. ha rcti- 
rado la enmienda d e  dcvolución. señor Herrero. 

El señor HERRERO Y RODRIGUEZ DE MINON: No, se- 
ñor Presidente. Creo que nosotros pedimos la devolución, 
y ofrecemos un texto alternativo, y la Presidencia ordena- 
rá la votación como considere oportuno. 

El señor PRESIDENTE Primero será la devolución, 

Para turno en contra, tiene la palabra el señor Marcet. 
como corresponde reglamentariamente. 

El señor MARCET 1 MORERA: Gracias señor Presiden- 
te. 

Señoras y señores Diputados; v o y  a consumir un turno 
en contra de  las dos enmiendas de  totalidad presentadas 
por el Grupo Popular, de  devolución y de  texto alternati- 
vo, y,  al mismo tiempo, realizar una defensa del proyecto 
remitido por el Gobierno. 

A la luz del texto de  las enmiendas y de  la defensa que 
acaba de  realizar el señor Herrero, en nombre del Grupo 
Popular, la primera cuestión que se plantea es la naturale- 
za del proyecto que debatimos. El proyecto viene a desa- 
rrollar -lo que ha dicho el señor Herrero- el artículo 
76.2 de  nuestra Constitución o, utilizando la fórmula de  la 
exposición de  motivos del proyecto de Ley a regular las 
condiciones de  ejercicio del deber constitucional de  com- 
parecencia ante Comisiones de  investigación y desarrollar 
los supuestos y consecuencias del incumplimiento volun- 
tario de  dicho deber, lo que es, sin duda, el mandato del 
artículo 76.2 de  la Constitución. Y n o  hay que escandali- 
zarse, señor Herrero y señores del Grupo Popular, por el 
hecho de  que no se cite explíticamente el mencionado ar- 
tículo. 

El proyecto viene además a suplir el texto, que, partien- 
d o  de  una proposición socialista -y a ello se ha hecho 
mención también-, fue presentado en la legislatura ante- 
rior y que dictaminado por esta Cámara y por el Senado 
n o  concluyó su proceso d e  elaboración por la disolución 
anticipada de  las Cámara. A este texto nos volveremos a 
remitir al final. 

El proyecto, por tanto, pretende regular, d e  forma sim- 
ple y operativa, como complemento a las previsiones re- 
glamentarias de  las Cámaras y de  acuerdo con el mandato 
constitucional del mencionado artículo 76.2, el deber de  
comparecencia ante las Comisiones de  investigación que 
pueden constituir las dos Cámaras de  las Cortes Genera- 
les, e n  uso d e  sus atribuciones. 

Y n o  deja d e  sorprender -y esto se compadece poco 
con la petición de  consens- la presentación a un 
proyecto de  dicho tenor de  dos enmiendas, en especial la 
enmienda d e  devolución, dado que al menos la de  texto 
alternativo puede servir de  base a las enmiendas parcia- 
les, lo cual es una utilización legítima del mecanismo re- 
glamen tario. 

Partiendo d e  esta naturaleza del proyecto y entrando en 
el análisis d e  las enmiendas, nuestro Grupo considera que 
existen dos concepciones contrapuestas, o al menos dis- 
tintas, sobre la naturaleza de  las comisiones d e  investiga- 

ción. Para el Grupo enmendante, las Comisiones de  inves- 
tigación son poco menos que Tribunales de  Justicia; d e  
aquí su preocupación, legítima preocupación, si tenemos 
en cuenta esta concepción, para que dichas comisiones 
n o  se conviertan en instancias d e  justicia popular. Por ello 
conciben también un proyecto d e  Ley que desarrolle el 
articulo 76 corno una norma general que garantice los de- 
rechos d e  los ciudadanos. 

Por el contrario, el proyecto que nos ha remitido el Go- 
bierno se ajusta a la verdadera naturaleza de  las Comisio- 
nes d e  investigación, no concibikndolas como Tribunales 
de  Justicia, no concibiéndolas como instancias juzgadoras 
de  los comparecientes, tal y como se desprende clararnen- 
te d e  la lectura e interpretación del artículo 76 de  nuestra 
Constitución, s ino que el proyecto concibe las Comisiones 
de  investigación como instrumento de  las Cámaras para 
ejercer su función de  control. Como señala de  forma clara 
toda la doctrina constitucional -yo c r e v ,  las Comisio- 
nes de  investigación son un instrumento clásico de  con- 
trol parlamentario. 

Esta doble concepción que, a nuestro entender, existe, a 
la vista d e  las enmiendas del Grupo Popular, implica una 
articulación distinta de  las condiciones de  ejercicio del 
deber constitucional d e  comparecencia y de  los supuestos 
y consecuencias del incumplimiento. En primer termino, 
se plantea el tema de  la garantía de  los derechos de  los 
ciudadanos, y sin duda en el proyecto de  Ley remitido por 
el Gobierno están estos derechos garantizados, porque en 
ninguno de  sus articulos hay mención d e  una posible limi- 
tación a los ciudadanos en sus derechos, y sin duda tam- 
bien por encima de  la Ley se halla la Cmstitución, que ga- 
rantiza estos derechos. 

En nuestra concepc ih  de las Comisiones de  invcstiga- 
ción -quizá n o  en la suya, señor Herrero, pero en cual- 
quier caso sí e n  la nuestra- no es necesario reproducir 
en una Ley de desarrollo de  un instrumento parlamenta- 
rio una salvaguarda explícita de  los derechos individuales 
de  los ciudadanos, perfectamente garantizados, de  forma 
clara, por nuestra Constitución. Parece, pues, superfluo 
reproducir, corno se hace en el artículo 1 . ~ ~  de  su enmien- 
da  de  texto alternativo. que nadie podrá ser obligado a de- 
clarar sobre su ideología, religión o creencias, cuando 
este derecho ya está garantizdo por el articulo 16 de  la 
Constitución, o que deben quedar salvaguardados el res- 
peto a la intimidad y el honor de  las personas cuando esto 
está garantizado por el artícillo 18 d e  la Constitución, o el 
secreto profesional y la cláusula de  conciencia, garantiza- 
dos ya por el articulo 20 de  nuestra Constitución. Todos 
estos derechos están salvaguardados, n o  porque así figure 
en una Ley como la que nos ocupa, sino porque lo están 
en la Constitución, y al margen de  que hayan tenido un 
posterior desarrollo normativo o no. 

Sentado este principio, podemos examinar las condicio- 
nes Formales de  ejercicio del deber constitucional de  com- 
parecencia. En este sentido, y siempre de acuerdo con 
nuestra concepción de  la naturaleza de  las Comisiones d e  
investigación, parece suficiente la previsión del proyecto 
en cuanto al requerimiento. En el proyecto remitido por 
el Gobierno hay una referencia explícita a los terminos 
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que, en desarrollo del articulo 76 d e  la Constitución, se 
contienen en los Reglamentos del Congreso y del Senado 
el primero de los cuales establece ya un plazo mínimu 
para efectuar el requerimiento, no así en el del Senado - 
puede ser una cuestión a examinar en Ponencia o en Co- 
misión-, y se regulan en el proyecto del Gobierno las 
condiciones formales del requerimiento, d e  manera, a mi 
entender, simple y operativa. En cambio, en la propuesta 
del Grupo Popular, y siempre también de  acuerdo con su 
concepción, a mi entender de  confusión d e  las Comisio- 
nes d e  investigación con los Tribunales de  Justicia, se asi- 
mila el requerimiento a una citación judicial. Se realiza 
una referencia explícita a nuestras Leyes procesales genc.- 
rales, lo cual está poco de  acuerdo con la concepción cxis- 
tente en nuestra Constitución. 

Mire, señor Herrero, la previsión constitucional n o  tie- 
n e  casi nada que ver con la previsión que realiza la Consti- 
tución y la práctica d e  los Estados Unidos, y es diametral- 
mente distinta de  la prevista en el artículo 82 d e  la Consti- 
tución italiana, cuando señala que las Comisiones de  en- 
cuesta, como usted ha dicho, averiguarán Y examinarán 
con análogos poderes e idénticas limitaciones que la auto- 
ridad judicial. No es ésta la concepción contenida e n  el ar- 
ticulo 76 de  nuestra Constitución, que señala claramente 
que las conclusiones de  las Comisiones de  investigación 
n o  son vinculantes para los tribunales de  justicia v que no 
se afectará con ellas las resoluciones judiciales. Pero e s  

que, además, ustedes plantean un trámite preliminar, en 
el artículo 3 de  su texto alternativo, de  una complejidad 
manifiesta, una complejidad que, a nuestro entender, ha- 
ría d e  Comisiones de  investigación un instrumento muv 
poco o casi nada operativo. 

En cuanto al acto d e  comparecencia, su reproche, en la 
enmienda d e  devolución, o su propuesta, en el texto alter- 
nativo, de  asistencia letrada o tecnica es, a nuestro enten- 
der. innecesaria, y formal y materialmente n o  posible. El 
Compareciente requerido ante una Comisión d e  invcstiga- 
ción no es un encausado; es, en todo caso, un mero testi- 
go, v hay que recordar que n o  es práctica usual, ni e n  las 
causas judiciales, que los meros testigos comparezcan con 
asistencia letrada o tecnica. No es práctica usual, aunque 
puede darse. Es, por tanto, un mero testigo, o tticnico o co- 
nocedor de  materia que se investiga, v,  en consecuencia, 
no es necesaria la previsión d e  dicha asistencia. En cual- 
quier caso, esta n o  previsión, señores del Grupo Popular, 
no contrasta con las garantías que tiene el ciudadano para 
comparecer ante los tribunales d e  justicia, que, por otro 
lado, y dicho sea de  pasada, no son fuertes garantias, sino 
los normales, de  acuerdo con las previsiones constitucio- 
nales; n o  contrasta, pues, con estas garantías, porque 
-hay que recordarlo de  nucvo- las Comisiones d e  invcs- 
tigación no son tribunales de  ,justicia. Pero es que, adc- 
más, el compareciente tiene perfecto derecho, v, por tan- 
to, la posibilidad. de  n o  declarar; puede comparecer v n o  
declarar, d e  acuerdo con sus derechos reconocidos cons- 
titucionalmente. El cambio, con su obsesibn por asimilar 
todo este procedimiento a las Leves procesales generales, 
tienden, a mi entender, de  alguna forma, a acotar o a res- 
tringir estos derechos. 

Y pasando ya al núcleo central dc  las enmiendas o, lo 
que es lo niismo, al mandato csplicito del articulo 76.2 de  
la Constitución, cs decir, l o s  supuestos v consecuencias 
del incuiiipliniiciito del tlchci- de comparecencia, las en- 
miendas del Grupo Popular pni.tcn, en este caso, de  la ca- 
lificación *ex novou del supucsto d e  incomparecencia, 
van a una tipificación penal de nuevas conductas delicti- 
vas, cosa que n o  hace el proyecto rcmitido por el Gobier- 
no. El provecto del Gobierno realiza una remisión por el 
Gobierno. El proyecto del Gobierno realiza una remisión 
a un tipo ya existente en nuestro Código Penal, cual es el 
delito de  desobediencia. A nuestro entender, no es nece- 
sario dedicarse a un ejercicio de  transitoriedad, como el 
que realizan ustedes en su enmienda de  texto alternativo, 
que, por otra parte, contiene unas previsiones perfecta- 
mente asimilables a las tipificadas por nuestro Código Pe- 
nal en sus articulos 237 y 369 ó 371 y 372. 

Digamos, de' paso, que cualquier conocedor mínimo del 
Derecho penal n o  puede calificar de  menos gravosa o me- 
nos aflictiva la inhabilitación de  seis a doce años, prevista 
para los funcionarios, que el hipotético arresto de  uno a 
seis meses, previsto para los particulares. En cualquier 
caso, nosotros consideramos que es perfectamente sufi- 
ciente y ajustada a Derecho de  remisión genérica el delito 
de  desobediencia, previsto por el Código Penal actual o 
futuro, v esto al margen d e  que este Código Penal futuro 
prevea o no un tipo más específico. Y ello nos lleva a la ca- 
lificación de  orgánica que reprochan en su enmienda de  
devolución v que incluyen en su texto alternativo. 

Nosotros considerarnos que la calificación como Ley or- 
dinaria que hace el provecto remitido por el Gobierno es 
la adecuada v, por consiguiente, n o  es necesaria su califi- 
cacióm como orgánica por los motivos que señalare, a n o  
ser, señor Herrero, que, a pesar de  lo que ha dicho, su prc- 
tensión de  calificación como Lev Orgánica sea para poder 
continuar obsequiándonos con la utilización del recurso 
previo de  inconstitucionalidad a que nos tienen va ame- 
nazados o acostumbrados. 

Pero, fijkmenos: nos hallarnos ante u n  provecto que de- 
sarrolla n o  un derecho, sino un deber de  comparecencia 
ante las Comisiones de  investigación, y aunque puedan 
rxistir aspectos o conexiones tangenciales con derechos 
individuales de  los ciudadanos, no creemos necesario ca- 
lificar la Lev como orgánica, dado el carácter excepcional, 
3 nuestro entender, de  las Leves Orgánicas, carácter ex- 
xpcional que postula en favor de  una interpretación res- 
:rictiva d e  los supuestos previstos por el articulo 81 de  
iucstra Constitución. 

Recuerdese que fueron precisamente enmiendas socia- 
istas las que, en la legislatura constitucional, dieron la 
ncdida actual o el verdadero alcance del articulo 81 de la 
Zonstitución, dado que. como se dijo entonces, la exigen- 
:ia d e  Lev Orgánica para regular lo previsto en lo que se- 
i an  Títulos Preliminar y 1 de la Constitución (como en 
xincipio se preveía en el antepi'tn ecto) hubiera imposibi- 
itado en la práctica la legislacioii mediante Lev ordinaria. 

igualmente, el texto del articiil<~ 53.1 de  la Constitución 
aludido tambien por el Grupo Lbnmendante en su texto 
ie devolución v en la csposicioii de  motivos del texto al- 
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ternativo) cubre la totalidad de  las normas que inciden de  
cualquier manera sobre el ámbito de las libertades y dere- 
chos, enunciando un principio de  reserva de  Ley, lo que 
sería absurdo interpretar (como han señalado diversos 
autores) en  su totalidad, en sentido d e  una reserva de  Ley 
Orgánica. 

Pero, sobre todo, debe notarse que el artículo 81 de  la 
Constitución n o  refiere la exigencia de  Ley Orgánica a 
todo proyecto d e  Ley que afecte o incida de  alguna mane- 
ra en los derechos y libertades a que alude, sino solamen- 
te al desarrollo d e  dichos derechos y libertades. Y su- 
brayo desarrollo, termino cuyo valor es perfcctamente 
identificable en la dogmática d e  las fuentes del Derecho, y 
término que no evoca afecciones indirectas o tangencia- 
les, sino que apunta d e  forma inequívoca a regulaciones 
frontales directamente orientadas a completar la normati- 
va básica contenida en la Constitución. 

Además. la necesidad apuntada en el párrafo 2 del ar- 
tículo 81, de  una votación final sobre el conjunto del 
proyecto, excluye las afecciones meramente incidentales 
o consecuenciales en los referidos derechos y libertades 
que resultan de  proyectos de  Ley cuyo objetivo y ámbito 
es muy otro. Y este es precisamente el supuesto ante el 
que nos encontramos con el proyecto de  Ley de  compare- 
cencias que ahora debatimos. 

Al  lado d e  esta argumentación hay que recordar que el 
proyecto d e  Ley realiza una simple remisión a normas pe- 
nales, existentes o futuras, pero previstas en el Código Pe- 
nal; y no crea un nuevo tipo penal, en cuyo caso sí podría 
pensarse en que se incide en las previsiones, en este caso, 
del articulo 25 de  la Constitución, y ser necesaria una cali- 
ficación, aunque fuera parcial, de  orgánica, del proyecto, 
o el desglose en dos proyectos, de  los cuales el que realiza- 
se la tipificación delictiva necesitaría dicha calificación de  
orgánica. 

Pero es claro que el Código Penal tipifica y castiga des- 
de  siempre múltiples delitos y faltas (materias propias, 
evidentemente, d e  Ley Orgánica), por remisión al incum- 
plimiento de  prescripciones, mandatos o deberes que es- 
tán fuera d e  é l  y cuya determinación corresponde a Leyes 
ordinarias, sectoriales e incluso a meros Reglamentos ... 

El señor PRESIDENTE: Le ruego vaya terminando. 

El señor MARCET 1 MORERA: Ya termino, señor Presi- 
dente. 

Este es también el caso que nos ocupa, a la vista del tex- 
to del proyecto remitido por el Gobierno. Caso distinto se- 
ría si optásemos por la solución propuesta en la enmienda 
d e  texto alternativo, que sí prevé una tipificación penal de  
una nueva conducta delictiva. En cualquier caso, la califi- 
cación de  orgánica, señor Herrero, está siempre. como us- 
ted sabe, abierta. Según el Reglamento de  la Cámara, en 
cualquier momento puede calificarse la Ley como Orgáni- 
ca, y en el curso de  los debates esto puede, de  alguna ma- 
nera, llegar a producirse. 

El proyecto que ha remitido el Gobierno, y termino, se- 
ñor Presidente, puede mejorarse técnica y prácticamente. 

El texto alternativo que han remitido SS. SS. contiene al- 
gunas sugerencias que pueden ser aceptadas, y en este es- 
píritu de  apertura y consenso creo que debe desarrollarse 
el trabajo d e  la Ponencia y d e  la Comisión sobre el 
proyecto del Gobierno que, al menos, es tan bueno, o tan 
poco bueno, como el que proponen ustedes. En consc- 
cuencia, el proyecto que resulte de  los debates de  Ponen- 
cia y Comisión debe ser un proyecto aprobado y aceptado 
por todos. 

Por ello, y a la vista de  estas argumentaciones, nosotros 
solicitaríamos a los señores del Grupo Popular que recon- 
sideraran el mantenimiento de  sus enmiendas y, en cual- 
quier caso, nosotros nos oponemos a las enmiendas de  to- 
talidad de  su Grupo y pedimos a los demás Grupos de  la 
Cámara que voten también en contra de ellas. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Marcet. 
En relación con la observación realizada por el señor 

Herrero y n o  contradicha por el señor Marcet, quiero co- 
municarles que la Mesa se ocupará la próxima semana de 
la calificación como Ley Orgánica o n o  de  este proyecto. 

El señor Herrero tiene la palabra. 

El señor HERRERO RODRIGUEZ DE MINON: Yo, se. 
ñor Presidente, he de  reconocer que n o  sé quk me asom- 
bra más del Grupo Socialista, si su dificultad para enten- 
der ciertas cosas o la fidelidad con que puede defender 
las más asombrosas posiciones, sabiendo que n o  tiene ra- 
zón, por defender la posición de  Partido. Lo segundo puc- 
de  ser admirable -yo creo que n o  del todo-, y lo primc- 
ro es, simplemente, asombroso. 

Aquí sc' ha hablado de  muchas cosas. Se ha hablado dc 
la naturaleza -concepto equívoco de  los griegos- (Ri- 
sus.). se ha hablado d e  que es absurda la reiteración de  las 
normas de  la Constitución en otros textos. Así está el Có- 
digo Penal que han hecho ustedes, así está el Reglamento 
de  las Cortes y así están las ordenanzas militares, hechas 
en la legislación pasada a iniciativa de  ustedes. Ustedes se 
han hartado, y con mucha razón, de  solicitar que precep- 
tos de  la Constitución se introdujeran en muchas Leyes y 
ahora nos dicen que eso es una mala tecnica legislativa. 

Se ha hablado también de  Derecho comparado. Desde 
luego, el ilustre Diputado que me ha precedido n o  sabc 
una palabra del tema; lo que ha dicho n o  tiene por dónde 
cogerse; pero lo nialo es que n o  tiene por dónde cogerse 
lo que ha dicho sobre Derecho procesal. ¿Cómo se puede 
decir que los testigos n o  pueden tener una asistencia tec- 
nica? Tampoco sabe nada de  Derecho penal. ¿Cómo sc 

puede decir que una pena de  privación de  libertad es más 
aflictiva, per se, aunque sea de un minuto, de  una inhabili- 
tación? 

Despues ha hablado de  Leyes Orgánicas, para terminar 
dándonos la razón. Pero miren ustedes, para poner u n  
ejemplo de  la extraña Ley que nos traen aquí, y o  les pre- 
gunto: ¿ustedes se suponen lo que es la citación de  un ciu- 
dadano particular para hacerle una pregunta sobre sus 
creencias religiosas? Ustedes me dirán: eso n o  lo haria- 
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mos. Pues lo está haciendo el señor Moscoso a través de 
una encuesta oficial a todos los funcionarios. 

El señor PRESIDENTE: Señor Herrero. aténgase a la 
cuestión. 

El señor HERRERO RODRICUEZ DE MIÑON: Esta es 
la cuestión. ¿Qué pasaría si una Comisión d e  investigación 
hiciese una pregunta que violase el articulo 16.2 o el 18, si 
se refiriera a la intimidad o al honor, y el investigado se 
negase a comparecer y fuese forzosamente conducido 
aquí, como prevé su texto, y despuks sancionado por n o  
querer comparecer? La solución que me da el ilustre 
Diputado que me ha precedido o, como dicen los parla- 
mentarios ingleses, honorable y docto caballero, es asom- 
brosa: que comparezca y se calle. Eso no hay por dónde 
cogerlo. Veamos otro ejemplo: ¿se figuran ustedes lo que 
es un Presidente de  Comunidad Autónoma -y piensen en 
todas- citado ante esta Cámara y conducido forzosamen- 
te a esta Cámara porque se niega a comparecer? Estov se- 
guro d e  que puede haber alguno que otro Presidente que 
pusiera dificultades para comparecer. 

Este es el texto que nos traen, un texto que si el tono de  
la respuesta hubiera sido otro, y o  n o  calificaria de  dispa- 
ratado. Ahora digo que es un texto disparatado. 

Como ustedes tienen la responsabilidad, han decidido 
llevarlo adelante, pero les voy a decir lo que van a hacer. 
Van a rechazar nuestro texto y en el trámite de  Ponencia 
o Comisión van a aceptar casi todas nuestras enmiendas v 
aqui se va a ver. Van a perder la oportunidad d e  demos- 
trar que son capaces d e  pilotar una operación de  Estado, 
porque son verdaderamente incapaces de ello v lo están 
demostrando. 

Tambith pueden ustedes cometer otros disparates to- 
davía y es aferrarse a su texto v producir una norma que 
sea perfectamente inútil, porque n o  se van a atrever a 
aplicarla jamás, porque se van a encontrar con conflictos 
politicos o recursos d e  amparo por doquier. 

Esto es todo, señor Presidente. Es una lástima que uste- 
des se empecinen en el error. Ya v e o  que el Gobierno ha 
abandonado sus escaños, como suele hacer cuando se se- 
ñala el error con demasiada claridad, v les deja solos. Es 
una lástima que secmpecinen e n  esto. 

Va a haber Comisiones d e  investigaciones -sin duda 
las seguirá h a b i e n d w ,  pero un trámite fundamental para 
estas Comisiones es la posibilidad de  citar funcionarios y 
altas personalidades particulares para este trámite de  in- 
vestigación. El señor que me ha precedido en el uso de  la 
palabra ha hablado d e  investigación v aqui n o  estamos 
tratando d e  Comisiones d e  investigación, sino de  compa- 
recencia ante las Comisiones de  investigación, que es to- 
talmente distinto. El grave problema es que van a privar. 
si insisten y cmpecinan en su error, a la Comisión de  in- 
vestigación de  poder, de  verdad, citar. porque con esto e n  
la mano no  se atreven a citar a nadie v si lo hacen - 
tienen la mayoría para hacerlo- van a hacer el gran ri- 
diculo. porque ese señor va a venir conducido e n  el peor 
de  los casos y v a  a negarse a declarar, v según ha dicho el 
Diputado que me ha precedido con eso se ha cumplido el 

trámite. El citado conducido IlcgaW v dirá: ahora no de- 
claro. Ustedes cnlonccs consideran que ya las formas han 
sido cumplidas. 

Señorcss socialistas, USICC~C-S tienen una gran mayoría 
electoral y parlamentaria, y la \ ~ i n  ;I seguir teniendo hasta 
las próximas elecciones; ustedch ticiicn una gran respon- 
sabilidad y no pueden ser frivolos v cmpecinarse e n  la fri- 
volidad. Sean serios alguna vez. que \'a es hora que empie- 
cen a serlo. (Rumores. Ap1ariso.s.) 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias, señor Herrero 
Rodríguez de  Miñón. 

El señor Marcet tiene la palabra por un tiempo máximo 
de  cinco minutos. 

El señor MARCET 1 MORERA: Gracias, señor Prcsiden- 
IC. 

Señor Herrero, nuestra dificultad para entendernos, 
como mínimo, cs la misma que la suya para entender 
nuestras argumentaciones. Corno mínimo, la misma. Us- 
ted hace unas argumentaciones, y o  hago otras y aqui n o  
pasa nada. 

El señor HERRERO RODRIGUEZ DE MINON: Por su- 
puesto. 

El señor MARCET 1 MORERA: Entrando en algunos as- 
pectos concretos, vo n o  he dicho, señor Herrero, que no 
fuera posible la asistencia letrada de  los testigos ante Tri- 
bunales de  justicia. Yo he dicho que n o  era práctica usual 
que el mero testigo acuda con asistencia letrada. 
Lo mismo ocurre con todo ese apartado que nos ha 

montado d e  las comparecencias v n o  declaraciones. Evi- 
dentemente, e n  cuanto a las comparecencias, que n o  con- 
ducidas por la Fuerza Pública, precisamente nuestro Gru- 
po ha presentado una enmienda a este articulo 4.0 de  su- 
presión, porque creemos que era desorbitar esta Ley cl 
hecho de  que fuera conducido por la fuerza publica. Cual- 
quier ciudadano, por nuestra Constitución, tiene el dere- 
cho a n o  declarar y esto es as¡. Por mucho que digamos 
luego en una Lev tiene derecho a no declarar. 

En cuanto a la reproducción de  textos constitucionales, 
es cierto, señor Herrero, quc e n  proposiciones de  Ley so- 
cialistas o provectos de  Lev anteriores se han introducido 
continuas referencias a textos constitucionales o concre- 
tamente a artículos de  la Constitución. Pero en la reciente 
sentencia sobre la LOAPA del Tribunal Constitucional ha 
aconse,jado de  alguna forma que n o  se reiterasen estos 
textos constitucionales en Leves ordinarias, incluso e n  
Leves Orgánicas. 

Y en cuanto a la Lev Organica, yo, señor Herrero, n o  le 
he dado la razón respecto a ello. La proposición de  Lcv, 
que, en su momento, se present<i e n  la legislatura pasada 
y que fue calificada como oi-giiiiica en el trámite de  Po- 
nencia en el Congreso, luego i tic reconsiderada esa apre- 
ciación como orgánica por el Sc*nado y terminó, teórica- 
mente, al menos hasta el Sen;itl<i -faltaba que volviera a 
esta Cámara-, s in  n ineún  cnlilic.iitivo de  Lcv Orgánica. 
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De cualquier forma, y o  lo que he recordado es que, evi- 
dentemente, la Mesa, en uso d e  sus atribuciones y previa 
consulta con la Junta de  Portavoces, en los diversos mo- 
mentos del trámite procedimental de  la Ley, puede califi- 
carla como orgánica. Pero no  le he dado la razón. He argu- 
mentado en contra d e  esta calificación como Ley Orgáni- 
ca. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias, señor Marcet. 
Para fijar posiciones, en nombre de  su Grupo, tiene la 

palabra el señor Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA: Señor Presidente, se- 
ñorías, muy brevemente, y, haciendo ya una reducción en 
mi intervención por la aclaración de  la Presidencia sobre 
el tema de  la posible naturaleza o rigor de  Ley Orgánica 
para este proyecto d e  Ley, hago gracia a la Cámara de  no 
insistir en este aspecto. 

El Grupo Parlamentario Centrista está d e  acuerdo fun- 
damentalmente en la necesidad d e  que dispongan las Cá- 
maras, Congreso y Senado, d e  una norma que regule cla- 
ramente y con plena garantía las comparecencias de  los 
ciudadanos, cualesquiera que se encuentre en el estado 
de  ciudadano, normal, civil o funcionario d e  la Adminis- 
tración pública o de  distintas Administraciones. Y que se 
haga incluso con necesidad perentoria. 

Entendemos, no  obstante, que no se trata aquí d e  que la 
necesidad perentoria, por ejemplo, justifique la imperfec- 
ción de  la norma que se trae aquí por parte del proyecto 
de  Ley presentado por el Gobierno. 
No se trata, pues, por parte de  nuestro Grupo, de un re- 

chazo político a este proyecto de  Ley ni de  una aceptación 
digamos también en fondo político de  la enmienda de  sus- 
titución presentada por el Grupo Popular. Se trata, senci- 
llamente, d e  que queremos tener en la Cámara, todos los 
parlamentarios, todos los Grupos políticos, una norma 
buena en su constitución, en su fondo y en su forma. Y en 
su forma, porque, si estamos d e  acuerdo todos en la nece- 
sidad politica para la Cámara de  esta normativa, exigimos 
también que la bondad se extienda a la forma, no sola- 
mente la forma gramatical. Y lo digo porque hasta en  el 
preámbulo d e  la exposición de  motivos se emplean pala- 
bras como agarantistasu, que ni siquiera figuran en el dic- 
cionario de  la Lengua Española. 

Pues bien, si esas agarantistas. -marco Ugarantistasu- 
ya empiezan con esta deficiencia de  la gramática castella- 
na, qué decir de  las incongruencias e insuficiencias que se 
ven en la comparación de  la exposición d e  motivos con el 
texto articulado. 

Nosotros queremos, fundamentalmente, que se tengan 
dos garantías, dos marcos d e  garantía perfectamente deli- 
mitados: lo que es el trámite preliminar de  compareccn- 
cia y lo que es el tema d e  la sanción. 

En este punto, nosotros queremos hacer hincapié en 
que el texto de  este proyecto de  Ley es incompleto, por 
cualquier lado que se le mire. Tiene una serie de  deficien- 
cias técnicas, da  la sensación d e  un texto improvisado. 

Y vuelvo a decir que estamos de  acuerdo en la necesi- 

dad d e  esta norma, incluso matizo y califico, en la necesi- 
dad imperiosa, pero esto no justifica lo incompleto e in- 
congruente de  su texto. Esta incongruencia es no sólo de  
un puro matiz formalista, sino lo que es muy grave, que 
atenta contra el uso y el derecho d e  las comparecencias 
d e  los ciudadanos ante cualquier institución del Estado. 
Dicho así de  claro. 

Pues bien, nosotros entendemos que de  la propia expo- 
sición d e  motivos del proyecto de  Ley se ha hecho un tra- 
tamiento peyorativo. Lo que deberíamos hacer desde aquí 
es ofrecerle al ciudadano una Ley atractiva, una Ley posi- 
tiva; que venga a comparecer aquí con la naturalidad de  
contribuir ante los señores parlamentarios, de  proveerles 
del mejor banco de  datos, del mejor sistema de  informa- 
ción para que cumplamos perfectamente nuestra función 
constitucional, que es legislar y no juzgar. De aquí se de- 
duce, en la comparación d e  la exposición d e  motivos y del 
articulado, que se trata de  una Ley peyorativa, de  una Lev 
prácticamente penal y n o  se están favoreciendo los moti- 
vos positivos y naturales por los cuales un ciudadano o un 
funcionario puede comparecer con naturalidad a infor- 
mar a los señores parlamentarios que estemos en una Co- 
misión de  investigación del Congreso o del Senado para 
mejor proveer la información que lleve y se traduzca en la 
bondad de  los futuros textos legislativos. 

Vuelvo a insistir en que esta Ley parece que está hecha 
para juzgar a un ciudadano y la mayoría d e  su articulado 
está contemplado precisamente desde el punto de vista 
negativo de  lo que son las sanciones, d e  lo que son exigcn- 
cias, que cuando se trata incluso d e  los funcionarios civi- 
les del Estado; ni siquiera se matiza en el articulado quc 
les afecta. Se invoca el Código Penal y se invoca lo que n o  
debería estar puesto e n  cstc texto, pero -lo que es grave 
también para el funcionario- n o  se invocan los regla- 
mentos vigentes de  disciplina de  los funcionarios civiles 
del Estado. En el vigente reglamento de  disciplina de los 
funcionarios civiles del Estado hay una serie d e  tipifica- 
ciones de  faltas que puede cometer el funcionario, bien en 
el ejercicio de  su función, bien por la incomparecencia 
ante una institución del Estado. 

Pues bien, estas son las razones que por este tratamien- 
to incompleto.que tiene el texto, estando en la línea positi- 
va d e  colaborar, y porque deseamos fundamentalmente 
coincidir en el fondo político, en el que estamos plena- 
mente de  acuerdo, es por lo que pedimos esta reconsidc- 
ración que nos lleva a decir, e n  este trámite parlamcnta- 
rio de  la discusión del proyecto de  Ley, que el Grupo Par- 
lamentario Centrista votará a favor de  la enmienda prc- 
sentada por el Grupo Parlamentario Popular. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Mardones. 
Concluido el debate, vamos a proceder a la votación. 
En primer lugar, procedemos a la votación d e  la c n -  

rnienda d e  devolución, de  acuerdo con el Reglamento. 
Comienza la votación. (fuusu.) 

Efectuada la votución, dio el siguiente residtudo: Voio.s 
omitidos, 285; u /uvor, 82; en contru, 200; abstenciones, tres. 
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El señor PRESIDENTE Queda desestimada la enmien- 
da de totalidad de devolución a este proyecto de Ley. 

Vamos a proceder ahora a la votación de la enmienda 
de texto alternativo, presentada asimismo por el Grupo 
Parlamentario Popular. 

Comienza la votación (Purisu.) 

Efectuada la votación, dio el sigirietite resrrltado: Votos 
emitidos, 285; a favor, 91; en contra, 193; abstenciones, i i m .  

El setior PRESIDENTE Queda desestimada la enmien- 
da de texto alternativo al proyecto de Ley de comparecen- 
cias en las Comisiones de investigación del Congreso y del 
Senado, presentada por el Grupo Popular. De este acuer- 
do se dará cuenta a la Comisión y la Ley continuará su tra- 
mitación reglamentaria. 

Se suspende la sesión hasta mañana a las diez dc la ma- 
ñana. 

Eruit las ocho v citicrieriru v ciitco iiiiriritos de la riochr. 
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